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Proyecto del C. Ministro 
RODOLFO AS lAIN. 

COMPAÑIA -MEXICANA DE PETROLEO 
"EL AGUILA", S.A. Y COAGS. 
Rev. Nos. '2902/39/2a. Sec. Auxiliar. 

%-y<1 
México, Distrito Federal, acuerdo del da dos de di-

re áe mil novecientos treinta y nueve. 

VISTO en revisión el presente juicio ,de amparo; y, 

RESULTANDO: 

PRIMERO.- Por escrito fechado en és 

diez de noviembre de mil novecientos Nlnta y ocho,acudieron 

ante el Juez Segundo de Distrit9 en Materia Administrativa,-

del Distrito Federal, los se:T=lore .D.Pavidsonl, por las Compa 

Alas Mexicana de Petróleo Aguila", S.A.,Naviera "San Cris 

tóbal",,S.A. y Naviera "San cardo",S.A.; W.S.Sollenberger,por 

la Huasteca Petróleu pany; A.R.Carruthers, por la Califor-

nia Standard 011 Conipany de Méxi4o; 0.D.Orsburn, por la Richmor/1 

Petróleum Comp f México, S.A.; Raymond V.Whetsel, por la Com 

pada de, y Combustible "Imperio",S.A. y por la Compada Pe-

trolera de "Agvii",S.A.; y Phillip Messenger, por The Consoli--

dat sil Companies of México; solieitando amparo contra actos 

del H Ĉongreso de la'UniónT-C.Prealdente-de la República, Se--

1151 ' etario de :Hacienda y Crldito público, Secretario de la Econo 

da Nacional, y Secretario de Gobernación; Que conceptuaron vio 

, latorios de las garantlas que Otorgan los articulos 4o.,13014, 

16,21,22,25,27 y 28 Constitucionales; que hicieron consistir,-

textUalmentel en: "A). Del H. Congreso de la Unión:- la aprobación 

,y expedición de la Ley de Expropiación vigente, de 23 de noviera 

bre de 1936. B). De los CC. Presidente de la República y Secre-

tario de Estado y del Despacho de ,Gobernación la promulzación 

con fecha 23 de noviembre de 1936, 4e la referida Ley de Expro 

piacióá vigente. C). Del propio Presidente de la República y-

Secretario de Estado y del Despacho de Hacienda y Crédito Pú--



blico y de Econoniía.NíCionali la aplicación que en perjuicio 

de las quejosas han hechó de la Ley, de Expropiación de 23 de 

noviembre de 1936, con motivo del acuerdo &in-tenido en el De . 

creta pronunciado por la primera de dichas autoridades, con 

fecha diez y ocho de marzo próximó pasado, refrendada por --

las otras dos autoridades; Decreto que pretenden fundar en 

la aludida Ley de Expropiación y en el párrafo 2o. de la frac-. . 

ción VI del artículo 27 Constitucional, y en el cual: a).- Se 

decretó la expropiación por supuesta causa 

y a favor; dre la Nación, de la maquinaria, instalaciones, 

ficios, oleoductos, refinerías, tanques de -.álmacenamientoi-
- 

vías de comunicación, carros-tanques, estaciones de distribu-

cion, embarcaciones y todos los demás bienes muebles e inmue 
„ 

bles propiedad de las sociedades que representamos, 

to sean necesarios, a 
, . . 

Nacional, 

de utlidad publica, 

f y 

juicio de la Secretaria de 1 
Y 4 7 

para el descubrimiento,captación,conduc 

miento, refinación y distribución de los producto 
„  

tria petrolera; b). Se ordeno que la Secretaria d 

Nacional, con intervención de la Secretaría de Hacien 
• 

administradora de los bienes de la Nacion procediera a 

en cu- 
41J 

tn. 

1,01.110Atena 

s-

-c;ikiVa 

9111ffir 
la inme 

diata ocupación. de los bienes materia de la expropiación, y --

tramitara el expediente respectivo; y, por ultimo, c). Se dsp

so que la ,Secretaria de Hacienda y Credito Público deberá. de --

pagar la indemnización correspondiente a las compan-r_as expro---

- , 
pladási, en efectivo, y en un plazo que no exceder a de diez anos; 

en el concepto de que los fondos para 1-lac'er ese pago habrá que - , 

tomarlos la propia Secretaria de Hacienda del tanto por ciento - 

• 
que se determinara posteriormente, de la producción del petróleo 

y sus derivados cue provengan de los bienes expropiados y Cu---

yo producto sera depositado, mientras se siguen los tramites le 

gales en la Tesorería de la Federación.-D).- De los CC. Prelid 

• 
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los actos 

2. 

te de la República y Secretarios de Estado y del Despacho)1943 

Hacienda y Crédito PúblicoydelaEconomia Nacional, la resolú 

ción dictada con fecha dieciocho de octubre próxiMo pasado, 

hecha saber a las Compah/as Mexicana de Petróleo !El AgullaIH,

Navieras "San Cristóbal", S.A.,y "San Ricardo", 

Huasteca Petroleum Company, California Standard 011 Company de 

Méx1co,Richmond Petróleum Company of México, S.A.,de Gas - y Corn 

bustiblenmperio",S.A.,y Petrolera "El Agw1",S.A.,y la resolu 

• c16:1 de igual fecha,notificadaaa la- Consolidated Oil Companies 

of México,S.A.Ipor oficios fechados los díast",,,, y 19 del mismo 

mes,respectivamente marcpdos con los nú eros- 1476, 1478, 1480, 

1482,14-81 1484, que fueron despachado or el Departamento--

Administrativo,Sección de Corresp nd encia de la Secretaria de 

la Econom/a Nacional, con fecha 24- y entregados a las propias-

quejosas el da 25, resolu 

precitadas declaran: q no es de revocarse la declaración de 
i lp 

expropiación contenida el Decreto de 18.de marzo últlmo•en-

cuanto se refie a nuestras representadas.-E).-Del Secretario 

de Estado y del Despacho de Economía Nacionsl,especialmente:-- 
4 11,,T , -. 

por las cue las autoridades--

cedlmientos que ha llevado y pretende llevar a-
cabo la .ejecución del Decreto expropiatorio de 18 de marzo-

1 dltim ).T.De todas las autoridades aludidas, todos los efec-
y consecuencias que se deriven o puedan derivarse de los - 

autos relacionados en los incisos anteriores." 

Manifiestan los promoventes en la.'parte da hechos - 
de la demanda de garantías lo siguiente: que con fecha 18 de--
marzo de l93, el C.Presidente de la República, con el refren-
do de los Secretarios de Hacienda y Crédito PlIblico y de la E-
conomia Nacional, dictó un 7ecreto ExproplatOrip que afecta a-
sus representadas en los términos expuestos bajó la letra C - , 
de los actos reclamados;que dicho Decreto fu l publicado en el-
Diario Oficial correspondiente -al da 19 de marzo del mismo a-
no de 1938; cue antes de que esa publicación fuese conocida, - 



sus representadas-fueron- despojadas de todos- sus bienes,tricinas, 

documentos,papeles, dinero,libros de contabilidadvetel que-te:—

nlanen la Reptíblica;que- con fecha cuatro de.abril-del-mismo a—

ho,sus representadas ocurrieron,-en demanda de amparo ante el --

Juez Primero de Distrito, en W:teria Administrativa, del Distri 

to Federaloreclamando la aprobación y expedición de la Ley de — , 
Expropiación de 23 de noviembre de 1936, la promulgación de la—

misma - el acuerdo contenido éh el' Decreto de 18 de marzo 

1938,publicado en el Diario Oficial correspondiente al 19 de]. — 
\ 

mismo mesolos actos y procedimientos que se hablan lleva 

pretend/an llevar a cabo en la ejecución del Decreto, y todas--

las consecuencias que se derivaran de dichos actos; que con fe—

cha 5 de abril de.19380 esto es, dentro del t4rmino que estable 
ce el artlou10-5o.de la Ley de 3 de noviembre de 1936,1as que—

josas, haciendo reserva expresa di no admitir la, consti 

dad de la citada ley,ocurrieron ante el Ejecutivo Fed 

conducto del Secretario de la Economia Na,cionalo promo 

recurso administrativo de revocación, contra la decla 

••••••• ama 

•••• 

por—

Ilinldó el—mar 

riá de 

18 de marzolrecurso que no tuvo substanciación alguna d 7 
meses,pues lo único de que tuvieron conocimiento las quejosas — 

fu é que se di ó entrada, sin que se recibiera prueba alguna so — 

bre las,afirmaciones aue lo fundaban,ni se hiciera invitación a 

a, 

las mismas quejosas para que sostuvieran sus puntos de vista; — 
que en efecto, era de suponerse que tratAndose de un recurso de 

revocación, en el cual la autoridad administrativa ten/a que re 

solver sobre la legalidad de sus actos,se sometiera a alguna 

tramitación, en la cual se comprobaran los hechos dudosos, o a—
, 

ouellos en que hubiera discrepancia entre las Compah/as y el Go 

bierno,d4ndose a aquellas la oportunidad de alegar; que el re — 

curso fu é resuelto de plano, sin tramitaci6n alguna,y simplemen 
te en forma de un acuerdo resiaencial, reca/do al escrito pre—

sentado por las COmpah/as, sin que se abriera dilación probato—

ria,ni se diera oportunidad a las quejosas para que aportaran — 

pruebaso no habiéndolo hecho tampoco el Goblerno;que los procedi 

••••• 0.1 



FOR MA A. 55 

mientos,que se 

expropiación y 

mente quedaron 

tes conocieran 

3. 
hab/an seguido para hacer la declaratoria de--

para tomar posesión de los blenes,deliberada - 

en la sombra, sin que las Compafilas reclaman - 

esos hephosstales como los presenta la resolu-

.t..ión,n1 tuvieron oportunidad de refutarlos o verificarlos,---

pues desde la interposición del recurso no volvieron a saber-

nada de lo que se hiciera en el expediente, hasta que les ful 

notificada la resolución de 18 de octubre;que substanciado el 

juicio de amparo, el Juez dictó resolución ein la audiencia - 

verificada el 11 de mayo de 1938, la cual f otificada has-

ta el 8 de junio siguiente,sobreseyen en parte, negando en-

parte la protección federal y concedi4naola en otra a las que-

losas; que con fecha quince de j de mil novecientos trein 

ta y. ocho las COmpahias cue s s interpusieron contra dicha - 

sentencia el recurso de rev ión,y previa la substanciación-

del mismosen la audi celebrada el 8 de octubre del mismo 

ahooesta Suprem Corte de Justicia sobreseyó en el juicio,ba-
# 

sanaose én que e ba pendiente de resolución el recurso ad--

el 

bab/a sido materia del amparo anterior, la cual estimaban vio-

15 toria de Ls garant/as individuales apuntadaslpor los cona

ceptos de violación que ms adelante se expresan:CAPrTULQ I.-

LA LEY DE EXPROPIACIÓN DE 23. DE NOVIEMBRE DE 1936, ES INCONS-

TITUCIONAL,-En efecto, la referida Ley de _Expropiación que --

trata de aplicarse con perjuicio de las Compah/as quejosasl en 

sus art/culos lo.y 20.establecen los casos en que se conside-

ra de utilidad pública la ocupación de toda clase de propiedad 

privada, ya sea 4sta mueble o inmueble,y en sus art/culos 70. 
y o.establece que cuando no se haya hecho valer el recurso 7 

, 

administrativo de revocación a que se refiere el art/culo 50%

o en Caso de que se haya r,-.suelto adversamentel la autoridad...

ministrat interpuesto;que una vez resuelto este recurso,—

mediante e cual se negó la revocación,se ve/an nuevamente en 

volver a Plantear la cuestión constitucional oue-de 



administrativa que corresponda procederá desde luego a-la 

Y 

ocupación del bien de cuya expropiación se trate, y que 

en los casos a que se refieren las fracciones V, VI y X 

del artículo lo., el Ejecutivo, hecha la declaratoria, ro 

drá ordenar la ocuPación de los bienes objeto de la expro 

plación, y en su artículo 20 dice que la autoridad expro-, 

piante fijará la forma y plazos en que la indemnización - 

se pagará, los que no abarcaran un período mayor de diez-

ahos.-PRIEERA VIOLACION.-Que el artículo 27 Constitucio - 

nal autoriza la expropiación de tierras y-Aguas,pues de--

su simple lectura y teniendo en cuenta sus antecedentes - 
su recta interpretación aparece que todo su contenido--, 

tiene por objeto regular la propiedad inmueble, ya sea de 
la Nación, 

ción tiene que ser con referencia a la clase de pro edad 

• que regula y cón respecto a la cual se autoriza 

ción, por una parte, para ocuparla en caso de públic lyti.
— lidadldsfinida previamente por las Leyes Orgánicall, SiVra 

imponerle las modalidades qué la Nrción, por conduelo& 

sus órganos, determinen dentro de aquellas que la Cona 

tución especifica, y, por lo -tanto, al hacer extensiva --
la flcultad de expropiación a la propiedad mueble, tal y-

como lo hace la Ley Or¿Inica de 23 de noviembre de 1931,-

que se aplica por el PreSiJente de la Repúblicei con el re 

frendo de las Secretarías de Estado mencionadas, equivale 
a excederse de la facultad que concede la Constitución Ge 

neral.-SEGUNDA VIOLACION.-Que el propio artículo 27 Cons-

titucional distingue entre "utilidad pública" e Ilinter4s—
pdblico",puesto que por una parte habla de expropiación - 

o de los particulares, y al hablar de expropia 

e- 

por causas de'llutilidad pública" que las Leyes Orgállicas-
deben definir, y por otra autoriza a la,Nación para impo-
ner a la propiedad privada las modalidades -que dicte el-

'inters público,"seflalando como comprendidas en éste la-

regulación del aprovechamiento de los elementos naturales 

suweptibles de 
aproplación,para hacer una distribución --
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equitativa de la riapeza - pública y para cuidar de Su io 

- servación, para evitar la destrucción de los elementos -7-

naturales y los daños que pueda sufrir en perjuicio de la 

ciedad; que a pesar de lo anterior la Ley de Expropia-

ción en sus Incisos V,VII y X, enumera tales causas de in 

ter4e público que sólo ameritan el imponer modalidades a-

la propiedad privada,como causas de .expropiación, de don-

de resulta, que dicha Ley comprende, indebidamente como - 

causas de utilidad pública,aquElllea que el articulo 27 Cons 

' titucional califica como de interés público que dan ma 

gen a imponer modalidades a la propied privada;,y como-

una cosa es la modalidad y otra 

fundirse por el Legislador y al ap 

vo de la Unión- las caus 

expropiación, al con--

icarse por el Ejecuti-

modalidad como causas de-, 

expropiación, uno y oro se desentienden del precepto 4=1••••Irim. 

'constitucional,infrin dololya que las fracciones:WII 

Y X del art/cul,Arlo. de la Ley citada sirven aQ base a1 
,N1„

Decreto Expropiat 

quejosas; 

en caso de 

rio impugnado y el cual perjudica -a:1as 

nlla satísfaccióndde necesidades colectivas --

uerra,n1 el abastecimiento de las ciudades o-

cen de ppblacicirk ae. v/veres u otros art/culos de con-
sumo necesario son causas de utilidad pública que funden-

exproplación,sino que constituyen modalidades que con-

el .carIcter de limitaciones podrían imponerse, llegado el 

caso,a la propiedad privadaipero ni tampoco la defensa, - 

conservación,desarrollo o aprovechamiento de los elementos 

naturales susceptibles de explotación,podr/a fundar en el 

caso concreto la eic)roplación.-TERCERA VIOLACION:-Que el-

articulo 27 de lá Constitución establece que corresponde-

a la autoridad administrativa, dentro •de los limites -de 

ifa Ley OrgInica,declarar que es de utilidad pública la o 

cupación de la propiedad privada,ffiladiendo en el pIrrafa 



final de la fracción V1, que el ejercicio de las acciones---

que corresponden a la Nación por virtúd del art/culo 27, se., - 

hart efectivo por el procedimiento judicial y que dentro de 

ese procedimiento y por arden de los Tribunales respectivos, 

lap autoridades administrativas procederen a la ocupación;-

que consiguientemente, Constitución exige un procedimien-

to judic l y una previa rden de .los Tribunales correspon-
- 

dientespazaque se lleve a cabo.,1a:ocupación.; que contraria - 

Mente a ese mandato .Imperativo que -consigna el art/culo de-

la Carta Fundaffiental citadopla Ley de Expropiación, en sus-

art1cuipe_711.y o.suprime todo procedimiento judicial y to-

do mandamiento previo de los Tribunalessestableciendo 

la ocupación se hare únicamente por un procedimiento' 

nistrativo y por mandato de la autoridad adminietrati 

que como en la especie se aplicó lsley,resulta que se v 

ló la disposición constitucional _citada,;tanto meso cuanta- Oue 

el articulo 14 del Ordenamiento Supremo, consigna la garan-- 

tia previa de audiencia ante los Tribunales as como que na 

die puede ser privado _de sus propiedades, posesiones o dere-

chos sin que_ medie juicio seguido ante los Tribunales pre--
, -

viamente establecidos, en el que se cumplan las formalida - 

des esenciales del procedimiento. CUARTA VIOLACION:- 1,111e el 

mismo art/culo_ 27 Constitucionarconsigna que la expropia - , 
cián s610 podrd hacerse medisnte indemnización¡circunstan-

cía que ha reconocido esta Suprema Corte de tJusticia,segdn 

jurisprudencia; que el articulo 20 de la Ley de Expropia - 

cien estableCe que la autoridad expropiante fijare la for-

ma y plazos en que,la indemnización deber e pagarse, los ---

que no abarcaren unperrodo mayor de diez ahós;que dicha --

ley deja a merced de la autoridad administrativa consignar-

en cuantas exhibiciones y en quj,plazos se hare el pago, lo 

que no equivale a indemnizarl ya que por tál debe entenderse 

el entregar, en efectivo,la justa compensación que corres - 
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ponds al bien expropiado, no-existiendo_ega justa. compenaa-

cien cuando se demora la entrega del precio por más tiempo -

que el indispeneable. para fijar el valor de los bienes que-

pretende expropiar.-QUINTA VIOLACION:- Que los art/culos 

70.y o.de la Ley de Expropiación que autorizan a la autori 

dad administrativa a proceder a, la ocupación del bien cuya-

expropiación se tratelcuando no se haya hecho valer el re--

curso administrativo de revocación, o en caso de que éste ha 

ya sido resuelto. en contra de las pretensio el recurren 

te,o en los casos,a que 5e refieren las frac iones V, VI y-

X del articuloalo. deala ley citada, e laci6n con el ar-

culo 20 de la misma,, que autor 'a la autoridad expro --- 

j 1nte_para.fijar a élkarbitrio lCa orma y plazos en que la 

:contrarios al texto del sr-

permiten la pr.ivación de --

emnización deba pagarse 

culo. 14 Constitucionalo por 

propiedades, posesio derechos, sin que se haya seguido 
juicio en el que e cumplan las formalidades esenciales del 

11
procedimientop-4E AaVIOLACION- Que el articulo 20 de la - 

Ley de 

Ejecutivo p 

ción es inconstitucionallporque supone que él 

ede libremente comprometer el - crédito de la Na-

cio probar erogaciones que excedan del presupuesto de e 

111
resos,aún excediendo el tiempo que dure su mandato; que en 

1ecto, se pretende dar facultad al Ejecutivo para comprome 

, ter el crédito nacionalllo cual es contrario al regimen de-

facultades expresas,base de nuestro Derecho Público; que --

por otra parte,la ocupación de los bienes se llevó a cabo - 

a sabiendas de que el Ejecutivo no .tenia fondos .a su dispo-

sición para pagar la indemnización.., CAPITULO II.-E1 DECRETO 

EXPROPIATORIO ES INCONSTITUCIONAL ue de la tanscripci3nr

se encuentra,concebi _ 
Idas bien dicho, de los -,árminos en que 

do el articulo lo.del Decreto de A8 de marzo de 1938 se 

viene en conocimiento que se expropian todos los bienes mue 

bles e inmuebles de sus representadas, en cuanto sean mece-



earióé, a juicio de la Secretaría de la Economía Nacional,pa 

ra el descubrimiento,captación,conducción,almacenamiento,re 

finación y distribución de los productos de la industria pe , 

trolera;que todas las declaraciones públicas hechas por el-

Presidente de la República, con el objeto de apoyar las me-

didas contenidas en el Decreto Expropiatorio, revelan clara 

mente que el. propósito del Ejecutivo fu é el de expropiar to 

da la industria petrolera rencargarse, en lo sucesivo, co-

mo Istado, de la expIotación,conducción:yadistribución del-

Petróleo que se produzca en el país; que esa afirmación se-

ha robustecido con los hechos pues se extendieron los efectos 

del Decreto de 18 de Marzo a otras empresas petroleras diver 

sas de_las enumeradas en ét,bajo el pretexto de que se tra-

taba de subsidiarias_ de. las quejosas no obstante que ten.lan 

personalidad jurídica Propial y no se mencionaba:en •.. 
- a-

to; que por otra parte ttánto la declaratoria - como 1h oégplg 

ción de los bienesIse hicieron en fora indetermin 

balo sin que se hubiese comunicado a las quejosas 

ran los bienes qué la Secretaría u la Economía Naci 

consideraba necesarios para el desarrollo de la industria pe-

trolera; que al dictarse la resolución respectiva en el re-

curso administrativo de revocación que se interpuso, no se-

tuvieron en cuenta las causas de inconstitucionalidad del - 

aludido Decreto.-PRIMERA VIOLACION:- Que la expropiación a-

que se refiere el Decreto de 18 de marzo de 1938, por su 

caracter indeterminado, por la extension enumerativa de las 

actividades petroleras,por el número de las compañías afec-

tadas y por la esfera de acción de éstas, constituye, y así-

se ha dicho phlicamente, la nacionalización de la indus --

tria petrolera; - que ese propósito es inconstitucional, pues 

de acuerdo con las disposiciones vigentes no puede dedicar-

se el Estado tlexicano a una indüstria,compitiendo con los--

particularesIni menos absorverla por completo,a1 grado de - 

convertirse. en el único productor y distribuidor del petró-
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6. 

leo,pues el articulo 89 Constitucional enumera y limita'lae 
facultades del Presidente de la República, no encontrándose 
en ninguna de sus 20 fracciones,autorización ál Ejecutivo - 

7ara ejercer una industria o comercio, y el articulo 28 
Constitucional dispone terminantemente que en los Estados - 
Unidos Mexicanos no debe haber monopolios ni estancos de --
ninguna clase,con_excepción de aquellas actividades que es-
tén reservadas al Estado,como la acunación áe moneda, los - 
servicios de correos y telégrafos, radio-telegrafia y ami - 
sión de billetes de banco; que por lo tanto alquiera o - 
tra actividad que no esté expresamente,reservada al Estado-

por el articulo 28 Constitucional es 11 al; que en el caso 

al público la gasoll-
es bien sabido que nadie puede v 

na ni los productos derivad.: del petróled,sino la organiza 
cien oficial myletróleós -exi .znosn, creada exclusivamente --N-
para manejar en nombr del Estado el estanco referido, el - 
cual redunda en perjui 

Mbiltadlik 

o del públicol pies los productos --
han sufrido devS,o en su calidad sin que se haya reducido 
el precio violándose en el caso el articulo 30.de la Ley Re 
glamenta 1 28 Constitucional;que ese criterio est4 con 
firmado por lo dicho por el articulo 27 Constitucional en - 
sus afos IV y VI,que indican que aunque la riqueza pe - 

, 

trolera  corresponde a la Nación, la explotación de ella de-
lb 

, 

, hacerse por medio de concesiones del Gobierno Federal a. 
particulares o sociedades civiles concluyéndose, que no fué 
la intención del constituyente que el Estado se dedicara a-. 
una industria o comercio determinados.-SEGUNDA VIOLACION:.. 

Que el articulo 4o.Constitucion8l garantiza el derecho de - 

dedicarse a la industria, comercio o trabajo que a cada uno 

acomode,siendo.1/citos, y para no hacer ilusoria esa garan-
tia, el articulo 28 del Código Supremo ¡Prohibe los estancos 
y monopolios;que en el caso se despojó a sus mandantes de - 
sus bienes, arrebatándoles las Uficinas,archivoá, etc.,y e-
sos hechos ilegales al mismo tiempo que tienden a la crea - , 



ción del estanco mas efectivo me haya existido, tienen la-

consecuencia de impedir a las quejosas el goce de la garan,-,1 

tia que consagra el articulo citadospues no cubriéndose la,-

'indemnización dentro del término estrictamente indispensa - 

ble para fijar el valor de los bienes, sino autorizándose - 

el pago diferido y dudoso,lae quejosas carecen de bienes ~MI Mala 

que las capaciten para actuar.-TERCERA VIOLACION:- Que el -, 

artículo 27 Constitucional dispone que las expropiaciones - 
, 

solo podrán hacerse pór causa de utilidad pública y median,. 

te indemnización; que én el caso concretoosegún se demos --

tr6 antes, al convertirse eI astado en el único explotador-

de la riqueza petrolera se excede de las facultaples que al-, 

Presidente de la República otorga el artículo 89 Constitu--

cionaloresultando evidente que no puede haber causa de Uti-

lidad pública en la ejecución de actos que son violato 

de la Carta Magnalsiendo absurda la tesis sustentada 

liesolución it'esidencial del8 de octubre de 1938. que:\ 

que al sujeto pasivo de la expropiación no le puedeh a 

loa actos 'posteriores a la exproplacieSn's-CUARTA VIOLACION:-

Que toda expropiación debe versar sobre bienes determinados 

en concretotesto 'es,individualizados, supuesto que tiene --

por objeto hacer pasar esos bienes de la propiedad privada-

a lá propiedad del Elltadoppues sega.'In el artículo 27 Consti-

tucional consigna, las- Leyes de la Federación y de los - 

Estados en sus respectivas jurisdicciones, determinarán los 

casos en que sea de utilidad pública la ocupación de la pro 

piedad privada y de acuerdo con dichas leyes la autoridad . 

administrativa hare la declaración correspondiente respecto. 

al bien que en concreto debe pasar al dominio del Estado;--

que consecuente con ese precepto constltuclonal,la Ley de--

Expropiación consigna en los artículos 80.y. 100, que el Eje 

cutivo Federal,hecha la declaratoria podrá ordenar la ocupa 

ción de los bienestobjeto de la expropiación, y que el pre-

cio que se fije como indemnización a la cosa 
exProplada-
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7. 

se basará en el valor fiscal, lo que quiere decir que la ex .-e --

propiación requiere una completa identificación del bien 

que se expropia; que contrariamente a lo anterior, el artí-

culo lo.del Decreto impugnado no enumera concretamente los. 

bienes...QUINTA VIOLACION:-Que el artículo 30.del Decreto Ex 

proplatorio prescribe que la Secretaría de Hacienda pagará-

la indemnización correspondiente en el plazo que no exceder& 

de diez anos y qué los fondos para efectuar el pago los to 

mars del tanto por cientó que se determine p eriormente--

de la producción del petróleo que prov a de los bienes ex 

Dropiados; que de los téiminos en que se encuentra concebi-

do dicho Decreto se llega a la c J1 xsin de que el pago 

puede provenir del producto 

orados o de los que en lo 

ncerniente al petro 

ye un valor patrimon 

•••• tral, 

la venta de los pozos ya per 

sivo se perforen; que en lo. 

o procedente de los primeros,consti-

de sus poderdantes, y si se les - 

xpropia de ese lor patrimonial y sólo reciben un tanto-- 
c5e101.1) 

por ciento del petróleo que siga brotando,esto es, un tanto 

,.. 

dem&constituyendo ese acto una verdadera confiscación,. 

lb 
cho que está prohibido por el artículo 22 de la Constitu-

ción Federal; que lo mismo puede decirse respecto del petr6 

leo que proceda de los pozos sin perforar, que hayan sido - 

o nó materia de permisos de perforación y que se encuentran 

dentro de los terrenos concesionados que ya hubiesen sido . 

explorados y sobre los cuales las 4ompal/as tentar' un pro - 

grama de perforación definidolpues dichas Compañías ya te - 

nian con respecto a dicho petróleo un derecho patrimonial - 

indisputable, y si solamente se les Daga un tanto por cien. 

to de su patrimonio, resulta que se sancionare una positiva 

confiscación. -SEXTA VIOLACION:—Que al disponer el artículo 

zY9f 

su propio valor patrimonial:es lógico dedu - 

cir habrá una porción del bien expropiado que no se in 



30» del Decreto Expropiatorio, que los fondos para hacer el 

pago de la indemnización se tomaren de la producción del pe 

'tróleo y sus derivados que provengan "de los bienes expropia 

dos,puede resultar que en algunos casos ese pago no exista-

y en otros sea aleatorio; lo primero, cuando se trate de bie 

nes expropiados que no produzcan petróleo, y lo segundo, 

cuando el valor del petróleo que se produzca no sea bastante 

a cubrir la indemnización del bien que lo haya producido;que 

lo anterior no es indemnizar, por lo que el C, Presidente de 

la República y los CC. Secretarios de Hacienda y de la Econo 

ma Nacional conculcan las garant/as deflos articulos 27, 14 

y 16 Constitucionales. ,CAPITULO TERCERO.- EL DECRETO EXPRO--

PIATORIO NO SE AJUSTA A LA LEY DE EXPROPIACIU.- Que el De--

creta Expropiatorio de 18 de marzo de 1938 no se sujeta a lo 

preceDtuado en la Ley de Exprópiación, porque no precedió --

substanciación de expediente alguno, y tal acuer o o decreto 

tiene como fundamento la supuesta rebeld/a de 1 ezL:Oo 

a cumplir el laudo recaído en el conflicto econo la... 

ruptura del contrato de trabajo con sus trabajado ;91 a.-

cuerdocon el Inciso XXI del art/culo 123 Constitucion 

en que tal hecho traería como consecuencia la suspensión to-

tal de las actividades de la industria petrolera, y en tales 

condiciones era urgente que el poder Público interviniera 

para impedir que se produjerantrastornos graves interiores--

que hicieran imposible la satisfacción de necesidades colec-

tivas; que tampoco se determinaron en el acuerdo en forma 

concreta los bienes. que deb/an ser materia de 41, sino que - 

se delegó esa facultad a la Secretaria de la Econom/a Nacio-

nal, lo que equivalió a aplazar la declaratoria de expropia-

ción para después'de efectuada la ocupaciln; que se ocuparon 

bienes que no solamente pertenecían a las Compañías expropia 

das, sino a otras; que como las autoridades pretenden justi-
ficar el Decreto Expropiatorio en todo aquello que es con-. 

trarío a la Ley de ExpropiaciónIal resolver el recurso de re 
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15)_1̂'0 
vocación, los conceptos de violación del Caprtulo no sola,' 

mente se referirán al Decreto, sino también a la resolu—

ción que dejó en pié el mismo; que el Decreto o Acuerdo - 

pretende fundarse en los Incisos V, VII y X de la Ley de-

Expropiación.-PRIMERA VIOLACION.- Que el artrculo 30. de-

la Ley de Expropiación establece que el Ejecutivo, por --

conducto de la Secretaria que corresponda, tramitará el - 

expediente de expropiación, y, en su caso, hará la decla-

ratoria respectiva, lo cual implica la prévia existencia-

de un expediente tramitado en el que recaiga un acuerdo - 

del Ejecutivo refrendado por el Secretario 'el Ramo exoro 

piando un bien o bienes concretamen individualizados; - 

que desde el momento que no se ramito previamente el ex-

pediente, y no se concretaron bienes por expropiar, - 

puesto que se dejó a jui de la Secretaria de la Econo-

mra Nacional determinarlos, el Acuerdo o Decreto Expropia 

torio, no se ajust a Ley de Expropiación, molestándose 

a sus represe adas sin que se fundara ni motivara 

dt 
sa legal del p cedimiento, violándose el articulo 

tituci sin que se aplicara la ley exactamente 

la cau 

16 Cons 

como - 

lo exige 1 articuio 14, sin que obste lo alegado por las 

idades responsables en la resolución administrativa,-

Porque no es la violación de la garantía de previa audien 

cia la que reclaman las quejosas, ya que eso es materia - 

de otro concepto de violacion; que basta el hecho de que-

las autoridades reconozcan que no se tramitó expediente - 

Para que resulte evidente que el Acuerdo Expropiatorio y-

su ejecución violaron el referido articulo 30. de la Ley-

de tres de noviembre de mil novecientos treinta y seis.—

SEGUNDA VIOLACIdN.- Que el heclo de dejar el Ejecutivo a-

juicio de la Secretar/a de la Econom/a Nacional la determi 

nación de los bienes expropiados constituye una delegación 

de la facultad de resolver el punto fundamental que debe - 

ser objeto de la declaratoria, esto es, la determinación--

de los bienes; que como consecuencia de esa delegación ín-



debida de facultades resulta que es el Secretario de la - 

Economra Nacional el Que en realidad hace la declaratoria, 

al considerar en cada caso cuales bienes son necesarios - 

para los fines que con el Decreto se persiguen, lo que sig 

nifica que la declaratoria es posterior a la ocupación; - 

que en el artrculo 3o, de la Ley se establece que el Eje-

cutivo es el que debe hacer la declaración, y como ni la—

Constitucijn ni ley alguna faculta al C. Presidente de la 

República para delegar esa facultad, es inconcuso que el - 

acuerdo es contrario a la ley; que en la resolución admi-

nistrativa de 18 de octubre de 1938 se niega esa viola- - 

ción, pretendiendo que el artrculo 90 Constitucional ha - 

sida interpretado por esta Suprema Corte en el sentido de 

que los Secretarios de Estado pueden hacer lo que la ley-

determina como facultad privativa del Ejecutivo Federal,-

no estando fundado ese argumento porque del hecho 

loe Secretarios Secretarios de Estado efectúen actos que debalrObu--, 

tarse como efectuados por el Ejecutivo no se déspreAlé,--, 

que aquellos puedan suplir a éste para ejecutaratto14111e, 

solamente al C. Presidente de la República confl 

Ley,- TERCERA VIOLACION.- Que el Acuerdo o Decreto Expro-

platorio dice que se trata de impedir qge se produzcan gra 

ves trastornos interiores que barran imposible la satisfac 

cien de necesidades colectivas, y la Ley de Expropiación-

no dice eso, sino que prevé la posibilidad de que exis--

tiendo ya el caso de guerra o de trastornos interiores, - 

no pudieran satisfacerse las necesidades colectivas; que-

en el mismo considerando del Decreto se dice que puede --

ser imposible el aoastecimiento de artrculos de consumo - 

necesario a todos los centros de población debido a la --

consecuente paralización de los medios de transporte y - 

de las industrias productoras y la fraccijn V del artrculo 

lo. de la Ley de Expropiación no se refiere a los medios-

indirectos de lograr el abastecimiento de las Ciudades, - 

sino que considera directamente de utilidad pública el --
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abastecimiento de las mismas de vlveres y otros articuloéí

de consumo necesario; que en el considerando en cuestion-

se ahade que la expropiación'es indispensable para proveer 

a-la defensa, desarrollo, conservación y aprovechamiento-

de la riqueza contenida en los yacimientos petrollferos,-

no existiendo ningún peligro que afecte a esas circunstan 

cias que pudieran justificar el Decreto, sino qued mismo 

Gobierno reconoce que la explotación del petróleo por Or-

ganiSmosOficiales es menos eficiente que el llevado a cabo 

Por Compahías especialistas en la materia, de donde resulta 

que el fundamento es inexacto, pudiendo d rse igual co--

ea respecto de,que exista algún pel de destrucción de 

lOs elementos naturales o de d eos que pudiera sufrir la-

propiedad petrolera en perjuic 9 la colectividad, pues 

en el conflicto económic urgido entre las Compahías y - 

sus obreros no existió e peligro previsto por la fracció4 

X del artículo lo 

18 de octubre 

violación apun da, aplicandose inexactamente los Incisos-

a Ley, y en la resolución dictada el 

1938 las autoridades reincidieron en la - 

V, VII X de la Ley de Expropiación.- CUARTA VIOLACI611.-- 

Que lo4s tivos y‘fundamentos consignados en el Acuerdo o-

to Expropiatorio son aparentes, pues los verdaderos - 

se consignaron en las declaraciones del Ejecutivo Federal, 

consistiendo en el castigo impuesto a las Compañías, como-

medida excepcional, Por la rebeldía para cumplir el laudo-

de la Junta de Arbitraje, y con el fn de sentar bases pa-

ra la liberación económica del Pals; que si se impuso como 

castigo se violó el artículo 21 Constitucional, pues se --

trata de una pena que no fu é impuesta por la autoridad ju-

dicial, ni se encuentra establecida en :ley aplicable; que-

asimismo se viola el artículo 22 Constitucional, porque --

constituye una pena inusitada y trascendental, como lo es-

la confiscación; que igualmente se viola el artículo 13 de 

la Constitución, porque el Decreto equivale a una disposi-

ción legal privativa o especial; que igualmente se dejan - 



de observar los artioulos 39, 41, 49, 50 y 73 Constitucio 

nales, porque el Ejecutivo se erige en legislador.- QUIN-

TA VIOLACION.-_Que desde el momento que la indemnización-, 

se pagara tomando un tanto por ciento de la produccion de 

los bienes expropiados, y aún cuando se fija un plazo má-

ximo de diez anos, si el monto de los productos no es sufi 

ciente en ese lapso de tiempo para que el por ciento de--

terminado cubra el importe de la indemnización, ésta no - 

quedará cubierta dentro de ese plazo, y como el articulo-

20 de la Ley de Expropiación establece que en ningún caso 

el pago se haga en un término mayor de diez años, resulta 

que el articulo 3o. del Decreto Expropiatorio es contra--

rio a la Ley de Expropiación, violándose, por tanto, los-

art/culos 14 y 16 Constitucionales.- SEXTA VIOLAC. Que 

el articulo 30. del Decreto Expropiatorio cont rft taMbién 

una delegación de facultades del C. Presidente - WiRepti 

blica en el C. Secretario de Hacienda, porque éfun-

oionari.o se confiere la facultad de resolver la 

pago de la indemnización, lo que debió ser materia d 

declaración misma, no pudiendo substituir el referido Se-

cretario de Estado al C. Presidente de la ReptIblica en sus 

funcidnes.- SEPTIMA VIOLACION.- Que el articulo 2o. del - 

Decreto Expropiatorio dispone que la Secretaria de la Eco 

nomia Nacional con intervención de la Secretaria de Ha- - 

cienda, 

materia 

procede 

procederá a la inmediata ocupación de los bienes-

de la expropiacijn, que esa ocupación inmediata - 

solamente, según lo dispuesto por el art/culo 

de la Ley de Expropiación, en los casos de las fracciones 

V, VI y X del articulo lo, de la mencionada leyly ya antes 

se dijo que no se está en el caso de los Incisos V y X. - 
, 

CAPITULO CUARTO.- AL RESOLVER EL RECURSO ADMINISTRATIVO - 

DE REVOCACICN, LAS AUTORIDADES, SIN FACULTAD PARA ELLO, - 

DESCONOCEN CATEGORICAMENTE,IJA OBLIGACICS DE INDEMNIZAR - 

PARTE DE LOS BIENES QUE SE DICEN EXPRoPIADOS.- Que las mía 

Compallias-quejosas sometieron al Ejecutivo, por conducto-

de la Secretaria de la Economfa Nacional, las razones le-
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gales que fundaban la improcedencia de la exproplacIn, y-

/ í 
aún en el supuesto,-que no admiten-, de que la exprópia'-," 

cien fuese legal, no habría duda de que conforme al articu 

lo 27 Constitucional, serla condición esencial el pago de-

la indemnización correspondiente a todos y cada uno de los 

bienes expropiados tan pronto como se determinara el valor 

de ellos; que las autoridades que firman la resolución de-

1 g de octubre de 193g, asientan que las Compadas no tie--

nen ningún derecho patrimonial de propiedad sobre el petró 

leo existente en el sub-suelo de los terrenos que les fue-

ron concesionados, puesto que las conceal 

otorgan unicamente el derecho para traer 
1; 

petroleras - 

y hacer suyo affill• ••I•Ir 

el petróleo, pero no confieren la pro_a. adad de los yacimien, 

tos, sosteniendo el Ejecutivo a citada resolución que - 

las Compadas no tienen echo a ser indemnizadas por la-

producción del petróleo Xobtenga el Gobierno con poste-

rioridad a la 

l 

expr _ ación; que en el caso concreto ni las 

'5mismas autoridades r sponsables han podido negar la apele--

tencia de t erecho; pues reconocen que las quejosas en-

virtud ( sus concesiones tienen derecho para extraer y ha 

cer su petróleo, y no obstante ello, argumentan que -

arrebatar tal derecho no engendra el derecho a la indem 

ción; que tal argumentación es incorrecta, pues exis-- 

tiendo el derecho de extraer y hacer suyo el petróleo del-

sub-suelo, y teniendo dicho petróleo, ms bien dicho tal - 

, derecho un valor indiscutible, éste se encuentra forzosa-

mente dentro del patrimonio de las quejosas, y si se toma-

ese derecho sin la correspondiente indemnización, ese acto 

constituye una confiscación; que el 6 de diciembre de 1925 

el Congreso de la Unión expidió la Ley Reglamentaria del - 

arti'.culo 27 Constitucional, en Materia de Petróleo, y en-

ella se reconoció la existencia de derechos adquiridos res 

Pecto del sub-suelo petroli'.fero con anterioridad al prime-

ro de mayo de 1917, pero habiéndose establecido una limita 

cien al reconocimiento de esos derechos, en pugna con la - 



interpretación que esta Suprema Corte de Justicia hab/a - 

dictado, se propuso al Congreso la reforma del articulo - 

III de la Ley del Petróleo, y su modificación decretada el-

nueve 'de enero de 1928, se basó en el dietAmen rendido ••• ••/0 

n'orla Segunda Comisión de Puntos Constitucionales de la - 

Calmara de Diputados, que en s/ntesis consignó que confir-

mar un derecho era reconocerlo en toda su- extención y --

con las condiciones a él inherentes, pues de otra manera-

se violara el artículo 14 Constitucional; que reconocida 

por el ms Alto Tribunal de la República y por la Ley la-

existencia y legitimidad de los derechos al petróleo que-

se encuentra en el sub-suelo, adquiridos con anterioridad 

al lo. de mayo de 1917, y otorgados los t/tulos cónfirma-

torios que. reconocen expresamente y confirman la exis en-

cia de esos derechos que se encuentran en el pat 

los titulares, claro era que las autoridades respensaples 

carecían de fundamento alguno para sostener que' s gompam-

das no tenfan derecho patrimonial respecto al p 

r/an existente en el sub-suelo y cuyas concesiones no 

depósito de garantía ni la ejecución de trabajos regulares 

prescritos pa las otras concesiones otorgadas, sino sola-

mente deb/an' fijarse condiciones de polida y seguridad, - 

no estando sujetas a las causas de'caducidad establecidas4 

por el articulo 17 de la Ley; que respecto a los derechos 

derivados de concesiones ordinarias, otorgadas en los t4r-

minos de los artículos 7o. y go. de la ley, entre tanto --

el titular cumpliera con las obligaciones que la misma con 

cesi¿n y la ley le imponra y no se hubiese declarado cadu-

ca esa concesiA por alguna de las causas enumeradas en el 

artículo 17, el titular de la concesión tiene un derecho - 

patrimonial leg/timo para hacer suyos - y disponer de los --

productos que extrae y hacer suyo y disponer del petrjleo-

que se encuentra en el yacimiento; 

de 18 de octubre de 1938 desconoce 

niales respecto al petróleo que se 

luego si la resolucijn 

esos derechos patrimo--

encuentra en los yací--

mientospamparados ya sea por concesiones confirmatorias o-
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ya sea por concesiones ordinarias, ad como la declaracic>n 

que se hace de que no serli indemnizadas las Compañfas por 

la producción del petróleo que obtenga el Gobierno con DOS 

t riorldad a la ocupación,es violatoria de las garantras - 

individuales apuntadas, por los siguientes conceptos: PRI-

MERA VIOLACION.- Que las autoridades convienen en que priva 

ron a las quejosas de los derechos derivados de sus conce-

siones, y como no dijeron que esa privación obedeciera a - 

una declaración de caducidad, -la cual no podrra haber he-

cho respecto de concesiones confirmatorias ní ordinarias-, 

debia conclufrse que la privación obedec olamente a la-

ejecución del Decreto; que como se reten e que las Compa-
lot

Eras no tienen derecho a ser indemni das por ese concepto, 

tal afirmación que es una de as 4ue fundan la resolución,-

de 18 de octubre de 193g tiene el efecto de impedir a las 

quejosas que se dedique a industria del petróleo, para 

lo cual fueron con ituidas, y como podrra argüirse que -- 
, 

1, 
las< quejosas estaba en aptitud de obtener otras concesio-

nes,
i&

 eso qua:yba desvirtuado por la declaración del C. Pre 
Ny, 

sidente de la República en su informe al Congreso, por cu-

yo mo se violaba el articulo 4o. Constitucional,- SE--

 NDA VIOLACION,- Que se priva a las quejosas de los dere-

derivados de sus tftulos anteriores a la vigencia de-

la Constitución de 1917, de los derechos derivados de sus-

›concesiones confirmatorias y ordinarias, y del derecho de-

Perseguir la,indemnizáción correspondiente a toda expropia 

ción por el petróleo que se encuentra en los yacimientos - 

amparados por aquellas, sin forma de Juicio en el que se - 

hubiesen cunplido las formalidades esenciales 

miento, y sin sujetarse a leyes expedidas con 

al hecho, pues no fueron ofdas antes de que se 

de los derechos, de modo que esa privación se 

del procedí-

anterioridad 

les privara-

convertfa ••• 

en una privación absoluta de derechos con violación de las 

leyes vigentes,- TERCERA VIOLACION,- Que las autoridades--

responsables que firman la resolución de 18 de octubre de-

1938 consignanque las quejosas no tienen un derecho patri-



monial de propiedad sobre el petróleo existente en el sub-

suelo, y, consiguientemente, tampoco tienen derecho Para - 

ser indemnizadas por la producción que obtenga el 

Gobiernfr 
con posterioridad á la expropiación; que toda exPropiaeiem 

supone el pago de la indemnlzaci(;n, y en el caso ese pago-

no se hará, lo que constituye una confiscación de sus de--

rechos comprendidos por las concesiones confirmatorias y - 

ordinarias al petróleo que se encuentra en los yacimientos, 

contrariándose el artículo 22 Constitucional.- CUARTA VIO-

LACials... Que siendo indiscutible el derecho que las quejo 

sas tienen respecto al petróleo que se encuentra en los ya 

cimientos amparados tanto por conceciones confirmatorias - 

como ordinarias, entre tanto no se declaren caducas, el --

desconocimiento de esos derechos que se hace- en la reso—

lución que se reclama y la declaración de que no Aen de 
\\\'' 

recho a ser indemnizadas por la producción que 4 na el-

Gobierno con posterioridad a la expropiación,resu vio-

latorio del articulo 27 Constitucional.- QUINTA VI CION.-

Que la parte de la resolucic5n de dieciocho de o 

mil novecientos treinta y ochQ,a que se ha hecho r 

cia en ese Qapitulo,viola las garantias que consagra el --

articulo 16 Constitucional porque se 1E-8 molesta sin funda 

mento ni motivo legal, CAPITULO QUIETO.- LA EJECUCI6N DEL-

ACUERDO EXPROPIATORIO SE LLEVO A CABO CON VIOLACION DEL 9

MISMO ACUERDO Y DE LA LEY DE EXPROPIACION.-Que como se di—

jo antes en los articulos lo. y 2o. del Decreto Expropiato 

rto se declara que se exProplan los bienes en cuanto sean-

r,lassarios, a juicio de la Secretaria de la Economia Nacio-

nal, para el descubrimiento, captación, etc., del petróleo, 

y que la misma Secretaria, con la intervención de la de--H.

 procederia a la inmediata ocupación de los bienes-

y a tramitar el expediente respectivo; que a primera hora-

del sábado 19 de marzo, funcionarios de las Secretar/as de 

Hacienda y de la Economia Nacional, procedieron a ocupar - 

y se posesionaron de hecho, sin previa notificación y sin-

órden escrita de la Secretaria ultimamente citada, de ma--
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n 1,¿ 
quinaria, instalaciones, edificios, plantas de elaboraéló 

oleoductos, refinerías, tanquesde almacenamiento, productos 

elaborados, vías de comunicación, carros-tanques, estado--

res de distribución, embarcaciones, mercancías almacenadas, 

oficinas de las Compañías dinero en efectivo que se encon-

traba en las cajas, libros de contabilidad, correspondencia, 

archivos, comprobantes de Caja, documentación en general, - 

sin intervención de representante alguno de las Compah/as - 

expropiadas; que en el caso especial de la Compañía Mexica-

na de Petróleo "El Aguilau, S.A., la Secretaría de la Eco--

nom/a Nacional y sus Agentes se posesion-.r sn del edificio •- 

que no es propiedad de esa SoCieda sino de terceros extra 

lbs, en el que la Compah/a ten 

exigiéndose la-apertura de ca 

los libros de contabili y documentos, de los escritorios 

y demás bienes muebles, n teniendo facultad la Secretaría 

a establecidas sus oficinas, 

en las que se encontraban 

de la Economía pa sésionarse de bienes de terceros, ni-

de los biene que no tuvieran relación con los fines que se 
411

puntualizab e1 an el artículo 2o. del Decreto; que en forma-

eemej a se procedió respecto de lap demEls Empresas, sin - 

formare inventario y sin acuerdo escrito de la Secretaría-

rida,,comprendiéndose hasta la Correspondencia que con-

tinuó llegando. a sus representadas, y además, por lo que áe 

refiere a la contabilidad llevada por las Compañías se con-

tinuó usando; que algunas facturas que se encontraban inso-

lutas expedidas por sus representadas con anterioridad al - 

acuerdo fueron cobradas, facturándose y cobrándose aquellas 

mercancías que ya habían sido entregadas a los compradores. 

PRIMERA VIOLACION.- Que conforme a los artículos 4, 7 y 8 - 

de la Ley de Expropiacijn, la ocupación de las propiedades-

se hard por la autoridad administrativa correspondiente, --

una vez hecha la declaratoria, que se publique en el Diario 

Oficial y que se notifique a los afectados; que esa declara 

toria incumbía al C. -Secretario de la Economía Nacional pues 

to que se dejé a su juicio sehalar los bienes que fuesen ne-



cesarios para realizar el fin, luego mientras no se indi-

vidualizaran loa bienes y no se publicara la declaración 

y se notificase a los interesados no pudo llevarse adelan ... 

te sin que intervinieran los propietario§,a fin de que los 

inventarlos se hiciesen con MI intervención; que el C. --

Presidente de la República y los CC. Secretarios de Hacien 

, da y de la Economía dicen que las razones que determinaron 

al 4g1s1ador para decretar la ocupación inmediata en los-

casos del artículo 80. de la Ley, no fueron otras que las-

de evitar perjuicios a la Sociedad y al Estado; que esa ma 

nera de argumentar es incorrecta, pues los aludidos funcio 

narlos pretenden que en los casos de las fracciones V, VI-

y X del artículo lo. de la Ley, el Ejecutivo puede-,,proceder 

sin cortapisa alguna a despojar de sus bienes a cualquier-

personae-SEGUNDA VIOLACION.- Que la expropiación se acordá 

con respecto a los bienes que tuvieran relación coírs,:el des 

cubrimiento, captación, conducción, almacenamiento, refina 

ción y distribución de los productos de la in etro 

lera, y no puede aceptarse que quedaran comprendi 19,0 - 

libros de contabilidad, las escrituras constitutivas, esta 

tutos, poderes de los representantes, contratos con terce-

ros, títulos y el archivo, porque apoderarse de ello equi-

valdría a destruir las Compañías; -que en el caso las expro 

piadas son personas morales, requiriendo para su existen—

cia determinadas condiciones físicas, tales como las escri 

turas, los 

es ilegal, 

del Código 

Comercial, 

estatutos etc., y Privar de eso a las Compahlas 

y esté prohibido por los artículos del 33 al 50 

de Comercio; que si se expropia a una Sociedad-

ésta necesita seguir existiendo como sujeto de-

derecho hasta que el procedimiento llegue a su fn necesi-

tando tener en au poder, libros, documentos etc., para po-

derse defender.- TERCERA VIOLACION.- Que como el apodera--

miento de los libros, documentos y archivos se llevó a cabo 

sin que mediara órden escrita, los actos de las autoridades 

ejecutoras violaban el-ar-dculo 16 Constitucional.- CUARTA 

VIOLACION.- Que como toda expropiación es una venta impues 
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ta por el Poder PdIplico, y la indemnizáción hace veces de - 

pago del precio de la cosa expropiada,la obligación de pago 

se traduce en la entrega de dinero; que como el efectivo e-
/ 
tente en las cajas de las Componías era monedas disponer 

de ella a título de ,expropiación era comprar moneda para pa 

gar en moneda en un plazo no mayor,de diez anosso lo que es 

lo Mismos recibir una cantidad de dinero en efectivo y de--

volverla a plazos lo que equivale a un mutuo según el arti-

culo 2384 del Código Civil..QUINTA VIOLACIO ue al ocu 

parse y usarse lbs libros'de contabilidad,correspondencia y 

archivo de las Gompardas, se infring16 'articulo 32 del - 

Código de ComerciopviolAndose IO rticulos 16 y 25 Consti-

tucionales..., SEXTA VIOLACION:. Que el articulo lo.del Deere 

to expropiatorio no compre 

idas tuviesen a su favor en 

los créditos que las Compa--
, 

antro de terceros amparados --

por facturas hechas .<,:-.1, ,, hacer, cheques, giros o depósitos V 
en los Bancos; 1 go la ocupación de todos esos valores, el 

hacer efectivas f turas por mercancías vendidas con ante - „ 

rioridad a ecreto, o facturas hechas con posterioridad re , 

lativas a m rconcíaa vendidas antesIse hizo violando los ar 

tic   14, 16 y 27 Constitucioales,-SEPTIMA VIOLACION:-Que 

lb
los ,artículos antes citados también se violaron por cuanto-

la ocupacióndelpetróleo y sus derivados existentes en - 

las refiner/as y campos de almacenamiento, puesto que según 

el Decreto Exproniatorio aquellos bienes no eran necesarios 
, 

para el descubrimiento, captación, etc,,del petróleo y sus-

derivados.-OCTAVA VIOLACION:. Que asimismo debe concluirse-

que la ejecución'fué ilegal en lo que,respecta a la corres-

pondencia dirigida a sus,representadas, pues la Secretaría-

de la Economía no debió haberse apoderado de ella ni abrir. 

la, constituyendo ese acto una extralimitación en la ejecu-

ción del Decreto Expropiatorio, contrario a1 artículo 25 --

Constitucional y al artículo 173 del Código Penal.-NOVENA--



VIOLACION:—Que las facturas qué se han estado haciendo efec 

tivas y que se han extendido y cobrado, lo han sido usándo—

se los talonarios y esqueletos con el nombre comercial de — 

las Compah/as quejosas y subscribiéndolas con la antefirma—

de las Compardas respectivastusándose indebidamente el now—

bre comercial, sin representación legal; de donde resulta — 

que a pretexto de la ejecucicin del Acuerdo Expropiatorio se 

están violando los art/culos 451 46 y 55 de la Ley de Mar--

caslAvisos y Nombres_gomerciales'y el articulo 27 del Códi—

go Civil'aolicable seAn el art/culo 1g59 del mismo9J dena—

miento. 

SEGUNDO:_ El Juez Segundo de Distrito; en Materia 

Administrativa, del:Distrito Federalucon fecha- diez de no--

viembre de'mil novecientos treinta y ocho, admitió lademan 

da; mande pedir a las autoridades designadas  cOmorliiTj ea—

bles, los informes justificados; sehall d/a y hors la 

audiencia; y tuvo como representante común de loa u ra 

dos de las quejosas al sehor I.D.Davidson. 

TERCEROLAnte el MiSMD Juez de Distritoomedianté 

°ritos fechados todos el once de noviembre de 193g,acudieron 

los seffores—Jas J.Quoyeser,en representad6n de la PennMex—

Fuel Company; Ralph Cabañas, en representad& de la Sin 

clair Pierce 011 Company; S.A.;M.H.Ánthoni,en representación 

de la Ilexican Sinclair Petroleum Corporation; ylFeLeArmstrong, 

en representad& de la sociedad en nombre colectivo Stanford 

y Compafila,Suceporee;solicitando amparo, en favor de sus --

representadas, respeotivamente, contra-actos del H.Congreso 

de la Unión,Presidente de la Repdblica y Secretarios de Ha—

cienda y Crédito Público, Econoida Nacional y Gobernación; —

haciendo consistir los actos reclamados exactamente en los—

mismos en los que hicieron consistir las CompaZfas antes re 

feridas; difiriendo únicamente la demanda de garant/as for—

mulada por-la Sinclair Piérce 011 Company,S.A.,de las demás,_ 
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en que entre los conceptos de violación no adujo el ca 

lo IV correspondiente a las demás demandas,siendo exactamen 

e igual en todo lo demás. 

El Juez de Distrito di ó entrada a las demandas re. 

eridas;mandó pedir los informes justificados a las autori-

dades responsables; y seZaló da y hora para la audiencia,-

teniéndose como apoderados de las a:uejosas a los designados 

por éstas. 

CUARTO:-A pedimento tanto de la Secretaria de la--

Econom/a Nacional, como de la Secretara de H enda y Cré-

dito Público, y previa la tramitaciAln pectiva,del inci - 

dente,e1 Juez de Distrito,con fech veintitrés de noviembre 

de mil novecientos treinta y ocho retó la acumulación de 

los juicios de amparo número 

dos por la Penn Mex Fuel Com 

699,700,701,y 7ó2/3g1promovi-
, 

y la Sinclair Pierce 011 - 

Suc o res, 

la Mexican S lair Petróleum Corporation y la •11••••••••• 

nford y,CompaPda,Suc ores,respectivamentel al amparo n4-
ro 697/3g, pr X.' ido por la CompaZía Mexicana de Petróleo, 1 

El Lona« S.A.,y coagraviadas,seffalando nuevo da y hora 

para la aUT14 la constitucional. 

Los Diputados Secretarios de la Cámara de Dipu--

411 tados Congreso de la Uniónlinformaron manifestando cue-

acto reclamado que se hada consistir, por lo que hace - 

al Congreso, Federal, en la. aprobación y expedicióti de la --

Ley de Expropiación de 23 de noviembre de 1936, era cierto; 

que los conceptos de violación que aducian las quejosas no-

eran fundados, pues no era exacto aue el art/culo 27 Consti-

tucional se refiriera exclusivamente a la propiedad de tie-

rras y aguasIslno que regia también la propiedad y el domi-

nio de todos los minerales y substancias que en vetas, man-
toso yacimientos constituyan depósitos cuya naturaleza sea 
distinta de los componentes de los terrenos y que de acep--

tarse la afirmación de las propias quejosas se llegar/a al-

absurdo de que la propiedad privada sólo podr/a estar cons-.



tituida por el dominio trasmitido con relación a tierras y-

aguas; que era cierto que el articulo 27 Constitucional usa Nk 

ba de las locuciones "utilidad pública" e "interés público" 

al referirse a la expropiación por una parte y a la posibi-

lidad de establecer modalidades a la propiedad privadalpero 

también era verdad que era causa de utilidad públic,7 satis-

facer el interés público, de manera que siempre que se ha - 

blara de interés público, se trataba también de una causa - 

de utilidad pública como lo era la =satisfacción de ese inte 

rés;que el articulo 27 Constitucional en el'renúltimo patta 

fo de la fracción VI,establece como norma general que los - 

Tribunales son los capacitados para dictar la órden de Ocu-

pación,pero el párrafo que le antecede, al tratar de la ocu 

,pación de la,propiedad privada solamente deja al conoCimien 

to de la autoridad judicial el cónocer del juicio peribial-
2E-para establecer el exceso de valor o el demérito d 11.11ro-

piedad particular exPropiada;qUe el articulo 20 de 

de Expropiación no es inconstitucional,(pues el articulo 
,- - de la Constitución Federal de 1857, establecia que la pro--

piedad de las perdonas no podia ser ocupada sin su consenti 

miento, sino por causa de utilidad pública y previa indemni 

zación, y el artículo 27 de la Constitución actual estable-
, 

ce que las' expropiaciones solo podrán hacerse por causa de-

litilidad pública y mediante indémnización,lo que quiere de-

cir que se quiso suprimir el requisito de que el pago prece 

diera a la ocupación, Colocando a la autoridad administrati 

va en condiciones de que pudiera ocupaí. desde luego los bie 

neo sin necesidad de que antecediera el pago, pues de otra-

manera no habrfa tenido objeto el cambio; que es un error . 

sostener que por virtud de la aplicación del articulo 20 de 

la Ley de Expropiación se comprometa el crédito de la Na --

ción,pues la expropiación no viene a ser otra cosa que una-

compra coactiva que ejecuta el Estado, de modo cue si ad --
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quiere el compromiso de pagar el precio,(indemnizació I am 
bin entran a su patrimonio los bienes expropiados, no exis--

t),endo ninguna alteracidn en la balanza económicassin que sea 

ecesario para fijar las condiciones de pago a plazoola auto. 
rización del Congreso de la Unión,porque el art/culo 27 Cons-
titucional no lo establece* 

Por acuerdo del Secretario,e1 Sub-Secretario de Goberna 
cidn informó en nombre del Primer Magistrado de la Nación y - 
de esa Secretaria de Estado, refiriéndose a .emanda de am. 
paro presentada por la Penn Mex Fuel' Company, manifestando --
aue /-.a.n ciertos los actos que se reclam an tanto del Presi. 
dente de la República, como de e S cretarra,consistentes en , 
haber promulgado, con fecha 23 de noviembre de 1936 la Ley de 
,Exproplación en vigor,expe"\sor,  el H*Congreso de la Unión-

, 

, \ 
1 mismo mes y ano0y a verificarse tales actos se limitaron-
as dos autoridades a v•lir con lo que previenealos art/cu-
os 89 fracci.6n,,kde la Const1tuci6n y 2o.fracC1ón I de la 

Ley de Secretaras 'y Departamentos de Estado$siendo cierto tam 
bin el eclamado del Presidente de la República, con—_ 
sistente en haber expedido el acuerdo de 18 de marzo de 1938; 

‹..- y que - Av  anto a las violaciones que según la empresa quejosa. 

1111 

e cometieron con la expedición de la Ley y Acuerdo menciona-

a so tanto en nombre del Ejecutivo, como en e'l de esa Depen—

dencia, manifestaba que habiendo sido acumulado el amparo de-
la Penn Mex Fuel Company al pedido por la2Compah/a Mexicana - 
de Petróleo "El Aguilau, S*A*IY otras Empresas coagraviadas,-

(expediente # 697/38),reproducl'a en todas sus partes el infor 
,me justificado rendida en el último amparo citado* La misma . 

Secretar/a de Estado informd en los términos antes expuestos, 
en lo relativo a los amparbs 

clair Petróleum Corporation; 

res;y la Sinclair Pierce Oil 

solicitados por la Mexican Sin - 

la Stanford y companfa, Suceso--

Company,S*A* En cuanto al amparo 
pedido por la Compaff/a Mexicana de Petróleo °E1 Aguila°1 S.A. 



y demás coagraviadas, el Sub-Secretario de Gobernación, por—

acuerdo del 0.Secretario del Ramolinformó justificadamente, 

expresando que eran ciertps los actos reclamados y expuso am. 

'pliamente las razones por 

tos de violación aducidos 

fundados, estudiando cada 

las cuales estimaba que los concep. 

en la demanda de,garantlas eran in-

uno de dichos conceptos y combatién 

dolosen el mismo arden en el que se consignaban en la demanda. 

El Secretario de la Economfa Nacional rindió el informe 

justificado correspondiente a los,amparos acumulados, números 

697, 699, 700, 701 y 702/38imanifestando tanto en su nombre,-

como en el del Primer Magistrado de la Nación, que ante todo, 

por ser el amparo administrativo de estricto derecho, según

lo habla establecido esta Suprema Corte, únicamente se harfa-

referencia a lo cue aparecfa señalado expresamente en la de - 

manda, puesto que a esos mismos términos debería sujetarse --

la resolución que en el juicio pronunciara la Justicia 

ral;que las Companias promoventes de' los juicios n1mer4'699, 

700, 701 y 702, senalaban los acto reclamados en IgualfOrma 

y en los mismos términos que las promoventes en'el juicio ,'-

mero 697; cue los conceptos de violación que expresaban 

quejosas eran idénticos en su contenido y hasta en su texto, 

de manera que los argumentos de las autoridades responsables. 

exponfan en ese informe para rebatir aquellos conceptos, se - 

refer/an a todas y cada una de las empresas reclamantes* y --

sólo cabra advertir que la Sinclair Pierce Oil Company, pro-. 

movente del juicio número 700/38, no formulaba los conceptos 

de violación comprendidos en el capftulo IV de las otras de--

mandas, por lo qge en relación con esa empresa habría de juz-

garse la constitucionalidad de los actos, sin tomar en cuenta 

los conceptos de violación que alegaban las demás promoventes 

en la parte indicada; que eran ciertos los actos que se sena-, 

laban en les,incisos 0) y D); que en cuanto a lOs actos que--

se mencionaban en los iftelsos E) y F), en la parte correspon. 
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diente se hacía la declaración especial respecto de ells; 
que las violaciones aludidas no existían en los casos en gua-
sa trataba de actos ciertos y que en cuanto a otras violacio-
s apuntadas tampoco podían existir, por no haber realizado---; 

las autoridades responsables algunos actos que les quejosas - 
reclamaban; y por último, que adn cuando no incumbía a esa Se 
cretaría el eximen de toas las violaciones que se señalaban-
en los diversos capítulos de la demanda, consideraba que para 

, 

la mejor justificación de los actos y proce. -ntos que en - 

el asunto había llevado a cabo como ót-ano del Ejecutivo Fe--

dderaly hacía el anllisis completo del aldito. La referida Se-

cretaría de Estado hizo un ampli udio de los conceptos de 

violación mencionados en la emanda, para llegar a la conclu-
sión de que los actos que se aclamaban no eran violate nos - 

(Je laa garantías indiv 1.s invocadas. Acompañó a su informe 
copia certificada exped da,por:el Oficial Mayor de la Secreta 

0\ría,de algunos e gramag que obraban en el expediente número 
--3292/3211- (11 

_597i 
-2. 

El tariO de 

rela ón a los juicios 

.02/3 anifestando que 

Hacienda y Crédito Público informó con 

dé amparo números 697, 699, 700, 701 y 

se adhería (al informe justificado que 
esos mismos juicios había rendido la Secretaría de la Eco-

nomía Naciónal por sí y a nombre del Primer Mandatario de la-

Repdblical el que reproducía en todas sus partes; que por lo-

que se refería a la intervención que hubiera tenido esa Sacre 

tar/a COMO Administradora de los Bienes de la Nación, en la o 

cupación de las propiedades de las Compañías afectadas, lleva 
. 7da a cabo en ejecución del Decreto (re 18 de marzo de 1938, --

no se había cometido, en perjuicio de las quejosas, violación 
ralgúna a las garantías individuales que mencionaba), en virtud 
de que esa intervención se había ajustado extrictanente a las 

disposiciones relativas de' dicho Decreto, de la Ley de Expro. 



plación, de la Ley de Secretarills y Departamentos de Estado y 
4Ir 

de la Ley sobre Clasificación y '114ígimen de los Bienes Inmue 

bles Federales,de 18 de diciembre de 1902. 

QUINTO:. En la audiencia constitucional celebrada el - 

diecisiete de marzo de mil novecientos <treinta y nueve, el - 

Juez Segundo de Distrito, en Materia Administrativa, del Die 

trito Federal, previa la recepción de las pruebas aportadas-

por las partes y mandar agregar al expediente los alegatos - 

formulados por las mismas, pronunció resolución, sobreseyen. 

do en los juicios de amparo acumulados números 697, 699, 700, 

701 y 702/38,promovidos por las quejosas contra actos del H. 

Congreso de la Unión, de los CC.Presidente de la República --

y Secretario de Gobernación, del propio Presidente de la Repd 

blica y Secretarios de Hacienda y Crédito Público y de la-Eco 

nomia Nacional y del Secretario de la Economfa Nacional que - 

hacfan consistir en: A),Del H.Congreso de la Unión: La áproba 

ción y expedición de la Ley de Expropiación vigente, dé7, de 

noviembre de 1936. B),De los CC.Presidente de la República y. 

Secretario de Gobernación, la promulgación con fecha ,7:3 de no-

Viembre de 1936, de la referida Ley de Expropiación vigente.-

ChDel propio Presidente de la República y Secretarios de Ha-e

cienda y Crédito Público y de 'la Economfa NaciOnal: La aplica 

cien que en perjuicio de las quejosas habían hecho de la Ley-

de Expropiación de 23 de noviembre de 1936, con motivo del a-

cuerdo contenido en el Decreto pronunciado por la primera de-

dichas autoridades, con fecha IM de marzo de,1938, refrendado 

por las otras dos autoridades; Decreto que pretendfan fundar-

en la Ley de Expropiación y en el pérrafo,II de la fracción-

VI del artfculo 27 Constitucional; y en el cual: a),-Se de --

cretó la expropiación por supuestas causas de utilidad públi-

ca y a favor de la Nación, de la maquinaria, instalaciones,--
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edificios, oleoductos, refineries, tanques de almacenemlen 

to, vias de comunicación, carros-tanques, estaciones de die 

tribución, embarcaciones, y todos los demás bienes muebles-

e inmuebles propiedad de las quejosas en cuanto sean necesa 

nos a juicio de la Secretaria de la Economia Nacional, pa-

ra el descubrimiento, captación, conducción, almacenamiento, 

refinación y distribución de 

petrolera; b)4-Se ordenó que 

Nacionalocon intervención de 

Idministradora de los Bienes 

los productos de la industria-

la Secretaria de la Economia - 

la Secretaria de Haciendapcomo 

de la Nación procediera a la-

inmediata ocupación de los bienes materia la expropiación, 

y tramitara el expediente resoectiv y por último, c).-Se - 

dispuso que la Secretaria de Hacienda y Crédito Público de—

berá pagar la indemnización co pondiente a las Compahras-

expropiadas, en efectivo en un plazo que no excederá de - 

diez ahos; en el concepto e que los fondos para hacer ese - 

pago habrá de toma4>la propia Secretaria de Hacienda del-

tanto por ciento que se determinara posteriormente, de la 

producción d etróleo y sus derivados que provengan de los 

bienes propiados y cuyo producto será depositado mientras-

se sigu os tramites legales en la Tesoreria de la Federa-

. E).- Del Secretario de la ,Economia Nacional, especial-

me los actos y procedimientos que ha llevado y pretende - 

llevar a cabo en la ejecución del Decreto Expropiatorio de - 

18 de marzo último; y, Y).- De todas las autoridades aludi--

das, todos los efectos y consecuencias que se derivan y pue-

dan derivarse de los actos antes mencionados A), B), C) y E); 

asimismo el propio Juez de Distrito negó la protección cons-

titucional a las quejosas en los juicios de amparo acumulados 

ya referidos, respecto de los siguientes actos reclamados: - 

ND).- La resolución dictada con fecha dieciocho de octubre - 

próximo pasado, hecha saber a las quejosas por oficios fecha 

dos los dias 19 y,20 del mismo mes, respectivamente, marca--

dos con los mineros 1476, 1478, 1480, 1482, l l, 14454, 14g3, 



1479, 1477 y 1483 que fueron despachados por el Departa-

mento Administrativo, Sección de Correspondencia de la - 

Secretaria de la Economla Nacional, con fechas 24 y 25 - 

y entregados a las propias quejosas el dra 25, resolución 

Por la que las autoridades precitadas declara : que no es 

de revocarse la declaración de expropiación contenida en-

el Decreto de 18 de marzo de 1938 en cuanto se refiere a-

las expresadas quejosas; y Fi).- De todas las autoridades-

aludidas, todos los efectos y consecuencias que se den --

'ven y puedan derivarse del expresado acto D) 

SEXTO.- Inconformes con el fallo, tanto el señor - 

B.T.W.Van Hasselt, en su carácter de representante común-

de las quejosas en el amparo número 697/38; como los seEo 

res Jas.J.Quoyeser, Ralph CabaEas, M.H.Anthoni, y Fred L. 

Armstrong, en su Carácter de representantes legales tl-rí los 

amparos !húmeros 699/38, 700/38, 701/38, y 702/38 umula 

dos al 697/38, por escritos de cuatro de abril y c'inp de 

e -abril, respectivamente, del arlo en curso, interpqpié„ 

_ í 
el recurso de revisión expresando agravios. 

Remitidos que fueron los autos a esta Suprema Odlte 

de Justicia, el C. Presidente, con fecha 14 de abril pasa-

do admitló el recurso; y previa lá tramitación respectiva, 

el C.Agente del Ministerio Público Federal., designado por-

el C.Procurador General de la República para intervenir --

en él asunto, pidió ée sobreseyera en el juicio en cuanto-

a los actos cuya existencia negaban las autoridades seBa-

ladas como responsablessasr como respecto de aquellos en - 

que se hubiera puesto de manifiesto la improcedencia del - 

juicio;y se negara la protección federal con relación a --

los demás actos reclamados; y, 

CONSIDERANDO: 

PRIMERO:-El señor B.T.W.Van Hasselt,en su 

ten

—

ter de representante común de las Compahlas quejosas en el 

amparo número 697/381en el escrito relativq, manifiesta que-

la resolución rntificada el treinta de marzo de 1939 por el --
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Juez de Distrito ocasiona a sus representadas los siguien-

tes agravios: I.- Que en el Considerando segundo de 

tencia que se recurre, que rige el punto primero resoluti-

vo, el inferior afirma que el acto reclamado del H. Congre 

SO de la Unión (A), no amerita un juicio de amparo, porque 

la ley citada, a pesar de haberse expedido el 23 de noviera 

bre de 1936, no fu é recurrida en amparo sino cuando un ac-

to posterior de autoridad la puso en ejercicio, lo que in-

dica que la citadá ley no es violatoria de garantias por - 

su sola expedición; que probablemente el Juez quiso decir-

que la expedición de una ley, (acto que e putable exclu 

sivaffiente al H. Congreso de la Unión sólo puede ser mate 

ria de amparo cuando por su sola prom gación adquieren frI01. 

los preceptos de dicha ley el ar °ter de inmediatamente - 

obligatorios, y /pueden ser el punto de partida para que se 

consumen posteriormente violaciones, y que si la ley 

es sólo reclamable< través de su aplicación ya no puede - 

15 enderezarse el ampar contra su expedición; que esa apre--

ciacion es i 'al, pues viola el artrculo 11 de la Ley de-
, , 

Amparo ue considera como autoridad responsable a la que - 

ena el acto reclamado, y tratándose de leyes, - dicta 

1 Congreso el que dicta la norma jurdica; que las Corn 

pat.- as quejosas recurrieron en la via de amparo la 
ley de-

23 de noviembre de 1936, señalando en su demanda la parte-

que era imputable a cada autoridad, resultando evidente que 

el Juez en el punto primero resolutivo, regido por el con-

siderando, segundo, se desentendió del articulo 11 citado. 

II.- Se hace consistir en que en el mismo considerando se-

gando, y en el punto primero resolutivo el Juez aplica in-

exactamente la fracción V del articulo 73, y la fracción III 

del articulo 74, de la Ley de Amparo y faltó a la obligación 

que le impone el ardculo 194 de la propia ley; que en efect9 

el Juez considera que la ley de 23 de noviembre de 1936.2o 

fu é recurrida en amparo sino cuando un acto posterior de au-

toridad la puso en ejercicio, deduciendo que no es violato--

ril de garantras por su sola expedición, siendo inatacable - 



por la via de amparo; que es evidente que dicho precepto 

no puede interpretarse aisladamente, sino que es preciso-

compaginarlo con la fracción I del articulo lo. de la Le 

de Amparo que dice que el juicio tiene por objeto resolver 

toda controversia que se suscite por leyes o actos de la,. 

autoridad que violen garantras individuales, y, por lo tan 

to, todas las leyes son susceptibles de ser reclamadas en 

amparo, resultando que el inferior aplicó mal la fracción 

V del artrculo 73 citado; que asimismo aplica inexactamen 

te la fracción III del artrculo 74 de la Ley de Amparo, - 

Porque no existiendo la causa de improcedencia citada no-

cabe el sobreseimiento; y, por último, el Juez se desentlen 

de de la obligación que le impone el articulo 194 de la - 

Ley de Amparo, en el sentido de observar la jurispruden—

cia de esta Suprema Corte. III.- Que en el considerando - 

tercero, que tambien rige el punto primero resol Ño, el 

' inferior estima que la promulgacion de una ley ,es acto 

consumado en forma irreparable, lo que es falso tra-

rio a la jurisprudencia de esta Corte; que las qn 

para atacar de inconstitucional la Ley de Exprol;lacIlh/-de 

23 de noviembre de 1936, reclamaron los distintos act*W-

da autoridad que, por diversas etapas, generaron la ley - 

reclamada y la promulgación hecha por el C. Presidente de 

la República y por el C. Secretario de Gobernación, cons-

tituyenactos necesarios del Poder Público para que la nor 

ma jurrdica constituyera una ley; que siendo la promulga-

ción una fase de la formación de la ley, para reclamar és 

ta era indispensable reclamar aquella, para que la promulga 

ción quedara sin efecto respecto a las quejosas, volvien-

do las cosas al estado que guardaban antes de la violacióp, 

sin pretender que se ildespromulguen, como lo dice el JuezP 

que se causa este aÉravio porque se aplican inexactamente-

la fracción IX del artrculo 73, en relacion con la frac--

cien III del articulo 74 de la citada Ley de Amparo. IV,--

Que en el mismo considerando tercexio,y por tanto, en el --

punto primero resolutivo que aquel rige, se desentiende el 
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<ÁIJUST/Ci Juez de la naturaleza del juibló de amparo y de las dia—: •\N. \svaDoslyz, y 

~lárlb (s O 
posiciones contenidas en la fracción 1 del articulo 103—' ) 

"t- z Y4 Xhlyt 1> Constitucional, y en el articulo 76 de la Ley de Amparo,-

porque no resolvió en cuanto a la constitucionalidad o — 

nconstitucionalidad de la 1%ey reclamada, con respecto — 

al caso concreto que se sometió a su consideración. V.--

Se hace consistir en que el Juez, en el punto primero re 

'solutivo, en cuanto estl regido por el considerando cuarto 

de la sentencia, al afirmar que los actos reclamados en — 

el Inciso (C), (aplicación que en perjuicio de las quejo—

*A(Xo 

sas hicieron las autoridades responsables a Ley de Ex 

proplación, al dictar el acuerdo exp opiatorio de 18 de - 

N11 marzo de l93 ), no pueden ser matepia e un juicio de am—

Paro porque ya lo haban sido 

tanció ante el Juzgado Pri 

ministrativa, del Distrít 

de otro que se sube—
\ 

ero de Distrito, en lateria Ad 

deral y 'que terminó con sen—

tencia de esta Supf a Corte, aplicando inexactamente la-

1 fracción IV del art?/ o 73 de la Ley de Amparo, sin tener 

en cuenta qu lo puede aplicarse a los casos en que los 

actos re -Clamados hayan sido materia de otro amparo que ha 

la constitucionalidad del acto y haya hecho-

1 eclaratoria respectiva, lo que no ocurrió en la espe—

ci ues en le ejecutoria pronunciada por esta Suprema — 

. Corte se sobreseyó en el juicio precisamente porque exis—lb 

tia un recurso pendiente, lo que équivale a que la senten 

cia no fu é definitiva. VI,— Se hace consistir en que el — 

Juez, en el considerando cuarto que rige el punto primero 

resolutivofaplica inexactamente la fracción XV del artreui.:; 

73 de la Ley dé Amparo, porque dicho precepto no tiene re 

lación alguna con la consideración que le precede, pues — 

al pretender que el amparo es improcedente porque los actos 

reclamados ya han sido materia de estudio— en otro juicio 

de garawdas, ningún motivo de aplicación tiene la referí 

da fracción que se refiere a la improcedencia del amparo—

contra actos de autoridades distintas de las judiciales,—

cuando deban ser revisados de oficio, conforme a la ley — 



que los rija, o proceda contra ellos algún recurso, jui-

cio o medio de defensa legal,, por virtud del cual puedan 

modificarse, revocarse o nulificarse; que habiéndose re-

suelto el recurso administrativo que procedra,en forma ne 

gativa, los actos originarios quedaron en pié, pudiéndose 

reclamar en contra de estos últimos, pues de otra suerte, 

se interpretarra en forma antijurrdica la fracción XV --

del articulo 73 de la Ley de Amparo citada, máxime cuando, 

como en la, especie, la autoridad que conoce y decide el - 

recurso administrativo, es la misma de quién emanan los - 

actos, pues en tal caso no habrra una jurisdicción jerár-

quica que substituyera o estuviera por encima de la autori 

dad de quién el acto emana, llegándose por medio d ea - 

interpretación absurda, a la conclusión de que la úesolu-

cien que deja en pié el acto o actos que motivaron el re-

curso, vuelva inatacables las violaciones constituciona--

les que en el propio acto o actos se hubiesen come O; - - 

que en el caso las violaciones se cometieron en Decreto 

Expropiatorio de 18 de marzo de 1938, lo que ID ser mo-

tivó del juicio de garantlase VIII- Consiste en 

asienta en el mino considerando cuarto del fall 

el Juez 

941

ge el punto primero resolutivo, que contra la resolu 

del recurso se pueden hacer valer todas las defensas, como 

son la inconstitucionalidad o la inexacta aplicación de 

las leyes, pero tales defensas sólo pueden hacerse valer - 

para atacar la resoluoiAil dictada en el recurso, 'y no para 

ImpeIir el amparo contra los actos anteriores al recurso-

y. que ya fueron materia de otro amparo terminado por sen--

tencla de esta Suprema Corte; que el inferior no esta' en - 

lo justo; porque la inconstitucionalidad de la ley reclama 

da no pudo ser materia del recurso administrativo, toda --

vez que esa cuestión sólo puede ser decidida por los Tribu 

nales Federales, por cuyo motivo se violaron los artrculos 

103 fracción I,y 107 fracción I Constitucionales, lo. frac 

ción I de la Ley de Amparo y 379 del Código Federal de Pro 

cedimientos Civiles, supletorio de aquella y 194 de la Ley 

e ri - 
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consistir en que aún en e Ezi 

verdad que una vez resuelto el 

revocación, las quejosas podían 

hacer valer la inconstitucionalidad de la ley y su inexac 

ta aplicación, sólo para atacar la resolución dictada en-

tal recurso, ni así habría tenido derecho el Juez para ne 

garse a entrar al eximen de las violaciones consignadas - 

en el Capítulo Segundo de la demanda, que son las que tie 

nen relación con el Inciso (C), de los actos reclamados - 

porque las quejosas expresamente manifestaron en dicho 

Cap/tulo que a pesar de que hicieron vale das esas cir 

cunstancias en el recurso administrativo, as autoridades 

responsables que resolvieron dicho re rso no tomaron en-

cuenta las causas de inconstit nalidad del Decreto Ele-

propiatario, pues insistie on en dejar en pié el mismo no 

obstante ser inconstituc por cuyo motivo hacían va-

ler nuevamente todo los anteriores conceptos de violación 

<15 que habían esgrimido de modo que el inferior estaba obli 

gado a entra 1 eximen de las violaciones alegadas, y al 

no hacerlo, violo los art/culos 103 fracción I, y 107 frac 

ción o 
titucionales lo fraccion I y 77 fracción II-

de la Ley de Amparo, y 379, 37g y 389 del Código Federal-

.ocedimientos Civiles, supletorio de la Ley de Amparo. 

IX.- Que en el considerando quinto del fallo, en cuanto - 

rige el punto primero resolutivo, el Juez declara que el-

acto reclamado a que se refiere el Inciso (E), (los actos 

y procedimientos que se han llevado y pretender llevarse-
o 

a cabo en supuesta ejecucion del Decreto Expropiatorio de 

18 de marzo de 1938), no amerita amparo por ser consecuen 

cia legal directa e inmediata del acto (C), debiendo correr 

la misma suerte; que por lo tanto, se reproducen en lo que 

a este punto se refiere', los agravios V,VI,VII y VIII que—

ee hicieron valer en relación con el considerando tercero-

de la sentencia, en que se pretende fundar el sobreseimien-

to por lo que toca al acto (C), pero teniendo en cuenta --

además que los actos a aue se refiere el Inciso (E), tam--



bien se reclaman por cuanto a que no constituyen una correo 

ta ejecución del Decreto Expropiatorio„ las quejosas recia-

wan adeMls el agravio que el considerando quinto y el DIA11 

primero resolutivo les ocasionan, 

lación del artrculo 77 fracción I 

ro, porque no se hizo la fijación 

clamados ni la apreciación de las 

ra tenerlos o no por demostrados, 

y que consiste en la vio 

y II de la Ley de Ampa7-

precisa de los actos re-

pruebas conducentes pa--

ni expresó fundamento --

alguno para apoyar el sobreseimiento, viollndose los ar- - 

ticulos 103 fraccióna y 107 fracción I de la Oonstitualón, 

lo. fracción I de la Ley de Amparo y 379 y 389 del Código-

Federal de Procedimientos Civiles,porque la sentencia es - 

incongruente con la demanda. Que en el considerando --

s4ptimo el Juez afirma que como los conceptos de vi a- --

ción consignados en los Cap/tulos primero, segundo, terce-

ro y quinto de las diversas demandas de amparo se refie-

ren a actos que por su naturaleza o por su cond n ac-

tual no ameritan un juicio de amparo, solament cestudia 

las violaciones contenidas en el cap/tulo cuarta; esa-

manera dertzmír del Juez se deriva de la afirmáe 

4.mo ••• 

e --

hace qüe sólo puede haber amparo contra la resoludiónY,-,_ 

dictada en el recurso administrativo, no estando en lo - - 

justo el Juez de,Distrito, puesto que estuvo en la obli-

gación de estudiar todos los conceptos_ de violación conte-

nidos en los capítulos que desecha, por los siguientes mo-

tivos: a), los relativos al primer caprtulo, porque todos 

ellos se refieren a las causas de inconstitucionalidad --

de la Ley de Expropiación que no podan ser motivo o mate-

ria del recurso administrativo, b), porque los relativos - 

,a los cap/tulos segundo y tercero y a la primera violación 

del quinto, las quejosas expresamente los hicieron valer - 

contra la resolución de 18 de octubre citada, y, e), por--

que los consignados en el cap/tulo quinto, con excepción - 

del primero se refieren a violación del Decreto de Expro—

piación que, tampoco pod/an ser materia del recurso ad-

ministrativo de revocación, ya que el articulo 5o. de la - 
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claratoria de expropiación; pero no contra los vicios — 

de ejecución de la misma. XI,— Que el Juez después de — 

afirmar que el único acto reclamado en amparo es la re—

solucijn de 18 de octubre de 1938, dice en el conside--

rondo octavo, el cual rige el punto segundo resolutivo, 

que loa agravios alegados contra los actos reclamados — 

que ameritan un juicio de amparo,sofo se refieren a doa 

puntos; que esa afirmación es inexacta, desde el momen—

to que las eompahfas quejosas hicieron valer contra la — 

resolución citada, todos los conceptos d loción de—

los capftulos segundo y tercero de , demanda, y el pri 

pesamer concepto del capítulo V, y a pesa de ello, el infe 

nor no estudió ni resolvió t conceptos de violación, 

dejando de observar los /culos 379 y 389 del Código — 
11 

Federal de Procedimientos iviles, la fracción 1 del artf 

culo lo, de la Ley Doro y la fraccio,n 1 del articulo 

103 -Gonstitucional,Porque dejó de resolver una cuestión . 

constitucion egalmente planteada, XII.— Se hace consis 

tir que n el considerando octavo de la sentencia, el Juez 

incurre el mismo error en que incurrieron las autorida 

responsables al rendir sus informes , porque desnatu—

ra za la contienda y la desvirtua, resolviendo un punto—

_jeno a ella y dejando de resolver el que fu; planteado,. 

pues aunque las quejosas no sometieron a la resolución de 

, la justicia federal el punto de si se les debla considerar 

o no dueñas de los Yacimientos petrolfferos existentes — 

en los terrenos que les fueron concesionados, sino simple 

mente él hecho de que, siendo titulares de concesiones,--

(confirmatorios u ordinarias), ten/an el derecho que ni . 

las autoridades responsables ni el propio Juez se atrevlan 

a negarles de extraer y hacer suyos los productos del sub—

suelo; que habfan sido privadas de ese derecho, y que la — 

resolución de 18 de octubre, que puso ffn al recurso ad— — 

ministrativo de revocación, les negaba el derecho a ser in—



demnizadas, el Juez en lugar de resolver la cuestión plan 

teaday resolvió pretendiendo apoyarse en el artrculo 27 - 

Constitucional, sobre un punto ajeno a la contiendapya --

que no sometieron a au consideración ningún punto relati-

vo a la naturaleza y alcance de su derecho derivado de la 

calidad de concesionarios, sino unicamente que se les pre 

tendra privar de él sin compensación alguna, por cuyo mo-

tivo se violaron las fracciones I y II del articulo 77 de 

la Ley de Amparo y del párrafo final del articulo 379 del 

Código Federal de Procedimientos Civiles. XIII,- Que en el 

mismo considerando octavo, que rige el segundo punto reso-

lutivo, el Juez resuelve que las quejosas no tienen dere--

cho a indemnización, pretendiendo apoyarse en el articulo 

27 Constitucional, sin conseguirlo, porque con bases que-

se refieren exclusivamente al dominio directo del sub-sue 

lo, argumenta para negar el dominio útil, que conforme al 

articulo 27 Constitucional puede y debe transf;r1,xlse a los 

particulares para que exploten el sub-suelo medi te el - 

régimen de concesiones que establece; que si co-mdIo re--

conocen las autoridades responsables, el titular de una - 

conceelón tiene derecho de extraer y hacer suyo el petró-

leo, y desde el l8 de marzo de l938, no fue extraido ni - 

hecho suyo por las concesionarias, sino por el Gobierno,-

era claro que habían sido despojadas de tal derecho, y si 

tenian y tienen el derecho de extraer y hacer suyo el pe-

tróleo que ahora se extrae por el Gobierno, el que niega-

lasoaligación de indemnizarlas por tal petróleo, resulta,. 

evidente que se comete una verdadera confiscación, violan_ 

dose el articulo 22 Constitucional; que el Juez aplica in 

correctamente el artrculo 27 de la Constitución, porque - 

este precepto sólo se refiere al dominio directo y en 

se establece establece que la explotación se llevará a cabo por Dar 

ticulares,de acuerdo con las concesiones relativas, y en - 

la Ley del Petróleo sólo excepcionalmente se concede a la 

Nación el derecha de explotar por sí misma las reservas - 
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22. 

petroleras, las que se forman Inicamente con terflenoá 1,4 - 

bree, no siéndolo aquellos amparados por una concesión, y, 

onsiguientemente„ no es del artículo 27 Constitucional ni 

de la Ley del Petróleo y Su Reglamento de donde la Nación 

deriva su derecho para explotar los yacimientos petrolífe-

ros amparados por concesionemino que proviene de la ex—

propiación mismapcomo lo reconoce 4xpresamente el inferior 

al decir que la Napiónren virtud de la expropiación hizo - 

suyo el derecho de extraer el petróleo del suelos-XIV.-

Que en el considerando octavolque rige el p nto 2o.resó1u. 

tivo0e1 Juez afirma rue si las Compat quejosas tuvierony 

por concesiones diversas el der ho de extraer el petróleo, 

. era evidente que perdido el derecho a extraerlo por la ex-

propiación, no tenían 

argumentar es falsa 

^ 
en que la pierde el que era dueño primiti 

./vamente y éste uluimo tiene derecho a recibir el precio „,. 

justo c rondiente a la cosa transferida;que lógicamen-

ya n derecho; que esa manera de 

en'todo caso en que se transfiera 

propietario adquiere la cosa .en la una propiedad, el nue 
e7 . 
- , 

laismaproporc 

te inferior debió haber concluídO en el sentido de que. 

si Compañías tuvieron el derecho -de extraer y aprove—
, 

111 char el petróleo y lo perdieron por la expropiaci6n, era - 

'claro que ya no tenían ese derechoopero el Juez concluye - 

diciendo que ya no tienelningún derechoolo que es irracio-

nal; que nadie puede poner en duda que si lass Compañías --

perdieron ese derecho tienen indiscutiblemente que ser re-

sarcidas por la indemrización respectiva, porque así lo --

ordena el artículo 27 Constitucional; que lo anterior se - 

pone de manifiesto, alln colocándose en supueStos extremos, 

pues conforme a la legislación vigente en el país antes de 

que se promulgara la Constitución de 1917, y muy especial. 

mente conforme a la Ley Minera de 18g4,(artícu10 10),e1 --



propietario de un Predio lo era temblón del petróleo existen 

te en el subsueloo de donde se deduce que los contratos que - 

se celebraron antes del lo.de mayo de 1917 confirieron le--

g/timomente la propiedad del petróleo a sus titulares; pero-

suponiendo que no hubiera existido tal legislación ni se hu-

biesen celebrado contratos anteriores a 1 . fecha indicada, - 

ni se hubieren ejecutado actos positivos tendentes al descu-

brimiento o captación del Petróleo, la Constitución atribuye 

a la Nación Ilnicamente el dominio directo del petróleo, no - 

el dominio «11 ni Menos el dominio pleno; pero suponiendo - 

que el articulo 27 Constitucional no dijera Ío que dice, sino 

que estableciera que la. Nación es la única propietaria bon-

dominio directo y dtil,esta Suprema Corte de Justicia, por - 

jurisprudencia establecida conmotivo del amparo pedido por-

la Texas Company de Méxicoly otras Empresas Petroleras 

ni ó claramente que las prevenciones ár-Le,1 art/culo 

taban a los contratos celebrados sobre petróleo ant 

vigencia de la Constitución; pero suponiendo que esa 

'prudencia no existiera, el art/culo 27 no establece qill„ 

prevenciones deban aplicarse retroactivamente; pero an SUDO 

niendo que s/ lo estableciera, de acuerdo con lo resuelto --

f 

por esta Suprema Corte de Justicia y en los términos del die 

támen de la Segilnda Comisión de Puntos Constitucionales de - 
la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, la, Ley del-

Petróleo y su Reglamento fueron reformados disponiendo que - 
los derechos adquiridos antes del primero de mayo de 1917 se 

confirlaron sin gasto alguno y que esas concesiones a las --

que se llamó "confirmatorios% no estuvieran sujetas a cadu-

cidad; pero suponiendo que eeasu,eformas no existieran tampo 

collas concesiones confirmatorios no tienen de concesiones - 

más que el nombre,pues son el reconocimiento de derechos pre-
existentes; pero suponiendo que se tratara de verdaderas conce 
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2VA;) alones ,la Secretaria deja Economia Nacional despu,ss de ún-

minucioso estudio de los contratos petroleros de las Compa--

as quejbsas y de exigir que éstos se reformaran, completa-

ran y perfeccionaran en la forma que estimó convenientesacep.
t6 tales contratos como buenos definitivamente; pero supo 
niendo que ello no se realizoolos anteriores supuestos son 

contrarios al texto de la Leyla su interpretacien juridica,-

a la verdad de los hechos y al sentido com4n,dlndolos por --

sentados tan sólo para demostrar que atlñ enes extremos --

Quedan en pié los siguientes hechos: que las CoMpaZias quejo 

sas tienen a su favor los derechos deri dos de las concesio 

nes petroleras expedidas por el 

23, 

erno,oue fueron despoja-

das de esos derechos por v tud de la expropiaciónoy que de-

ben ser indemnizadas por e demos derechas porque as lo—
manda el articulo 27 nstituclonal„pues si las quejosas son 

titulares de concesion s petroleraslqueconforme a esas con-

esiones tiene erecho de extraer y hacer suyo el petróleo-

existente en los fundos respectivos,por toda la vida de ta - 

es y si el Ejecutivo las despoje de ese derecho, 
----

debe pagárseles la indemnización respectiva, la que ha de --

jus ÑI, )eciarse en función del petróleo que se extraiga o que 
I

aya posibilidad de haber ea los terrenos amparados por ta--

I es concesiones; que al resolver lo contrario el inferior a-

plicó inexactamente y deje de,aplicar el artloulo 27 Consti-

tucional, la Ley de Minerlade 1884, especialmente el articulo 

10 fraccien IV,la Jurisprudencia de esta Suprema Corte y el-

articulo 194 de la, Ley de AMparol asi como la Ley del Petreleo 

y su Reglamento.-XV,-Que el Juez estima en el considerando IX 

de la sentencia,que rige 'también el punto seuundo resolutivo, 

que no es verdad que las autoridades responsables hayan afir 
mado ni en la resolucien de 18 de octubre de 19381n1 en el--

informe„que no se debe indemnizar a las quejosas por la expro 

1)1ct-elón que se les ha hecho del derecho de explotar en vir--



tud. de sus cOncesiones;que el Juez carece de razón, vio 

lando las reglas de la prueba, siendo su sentencia contradlc. 

torta; que la Seéretarfa de la Economía Nacional en su in —. 

forme reconoce que uno de los actos reclamados por las quejo 

sas es el derecho a la indemnizaoi& correspo1diente al de--

recho que tenían para explotar y hacer suyo el petróleo y --

,como la autoridad no informó sobre ese punto, de acuerdo con 

el artculo 149 de la Ley de Amparo debía tenerse por cierto 

el acto,violando el Juez el artículo citado; que ademes el — 

mismo Juez en el considerando primero de la sentencia esta—

blece que los actos reclamados son ciertos según los infor—

mes, y sin embargo respecto de esos tos se ni.ea a conceder 

el amparo, fundándose en la inexistencia por lo que el consi 

derando IX contradice el considerando lo»;que por otra parte, 

segun las autoridades responsableslas concesiones.otorgan—

el lierecho " tra"~sInwellpetróleoqu e encuen 

tre en los yecimientosja partir del 18 de marzo dd ,138 las 

Compañías no han podido extraer ni hacer suyo el pe Leo, 

sino que lo ha hecho el Gobierno y no obstante ello laS- to 

rldades se nlegan,a indemnizar a las Compañías por dicho pe—

trdleo, lo que signífica,que las autoridades se niegan a in—

demnizar a las quejosas por la privación del derecho de explo 

tar sus concesiones,o sea, de los bienes ms importantes de — 
su petrimoniolpretendiendo el Juez dejar a las quejosas la — 

esperanza de que sí he les Pagará la indemnización,aproplada, 

por el derecho de explotar el petróleo áe que han sido despo 

jadas;que en realidad el Gobierno pretende sentar la teoría,. 

que el Juez acepta tácitamente, de que la explotación que es 

tá llevando a cabo desde el 4,8 de marzo de 1938 no es por 

virtud de la exprdpiación, sino porque el Gobierno de acuerdo 

con el artículo 27 Constitucional, jamás ha dejado de ser --

.1••• 

propietario de dicho petróleo, es000ciendd las concesiones 

o estimando que éstas nada velen a. tal grado que ni siquiera 
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24. 216f,‘ es necesario cancelarlas, declararlas caducas o anularlaé.--
XVI...Que en todos y cada uno de los considerandos de la sen-
tencia,con exclusión del primero,,e1 Juez causó a las quejo-s el agravio de haber dictado sentencia con \dilación del-. 

, 
artfculo 3 , párrafo primero del Código Federal de Procedi-
mientos Civil l y del párrafo final del artfcuio 14 Constitu 
cional,porque la senténcia no fu é dictada conforme a la le - tra o a la interpretación jurfdica de la-ley,n1 conforme a - los principios generales del 

derecho.-XV1I.-Que el Juez, en-

, , 

los considerandos de la sentencia, con excep n del primero, que rigen los puntos primero y segund 
resolutivos,viola en-

perjuicio de las quejosas loe artfcu1os 9 y 3gg del Código 

‘ 

Federal de Procedimientos Civile 1 artfculo 77, fracción 
I de la Ley de Amparosporqu desnaturaliza los actos reclama 
dos al citar y Apreciar ésto o al negarse a apreciarlos, to , 
ndolos exclusivame,i 

" 

v
.;,,, . el reslmen que de ellos se hizo en-

primera hoja 

1 de precisar 

dades resp 
se reclamaron, sin relacio rlos con,los conceptos de 

violación.-XVIII.-*Se-
sistir en que en todos los considerandos de la sen--
con excepción del primero, y en los dos primeros 

tos resolutivos de la misma,e1 Juez causa agravio a las - 
quejosasoporque al considerar que existen causas de improce-
dencia que fundan el sobreselmiento0y al negar el amparo ha 
dejado en pié todas y cada una de las violaciones reclamadas 
en la deaanda, de tal manera que la sentencia recurrida-al - 
negarse a conocer y al no reparar esas riolaciones 111.! A3ol1dari 
za al Juez con las autorldadeS responsables, originando tan-
tos agravios como conceptos de violación consigna la demanda, 
los cuales dan por reproducidos en el escrito relativo. 

Mediante escrito fechado en esth capital, el cinco de--
abril del corriente ano, los senores 

Jaa.J.Quoyeser, Ralph 

la demanda y que no tuvo otro objeto que 

esponsabilidad de cada una de las autori-
to de los actos que en su conjunto 

11111.11.~-1. 



Cabahas,M.H.Anthoni, y Fred L.Armstrong,en su carácter de re 

presentantes legales de las compaafas quejosas en. los amparo¿ 

ndmeros 699/3g,700/38,701/3t y 702/38,cuyós juicios se acumu 

láron al amparo número 697/ ,acudieron ante el Juez Segundo 

de Distrito, en Materia Administrativa, del Distrito Federal, 

manifestando en nombre de sus representadas,que no estaban 

conformes con la resolución definitival y- por tel concepto,in, 

terponfan el recurso de revisión. 
e, 

En el escrito a que se ha hecho referencia en el párrafo 

anterior,los representantes de dichas ouejosas hicieron va--

ler como agravios,todos.y ceda uno de los conceptos de viola 

cien que hicieron valerlas compahfas comprendidas dentro SIO"'*1

del juicio número 697/38. 

SEGUNDOLE1 primer agravio que esgrimen todas as Com-

pahfas recurrentes es fundado; yo por lo tanto, debeeievocar-

se en ese particular el fallo del Juez de Distrito que= sobre 

see:por la causa de improcecencia que invoca. El inferior: —

en el considerando II del fallo combatidolel cual rigeel. 

punto primero resolutivo en partesafirma que el acto reclama 

ado'del H.Congreso de la Unión, especificado bajo la letra "A", 

no amerita un juicio de amparo,porque la ley citadala pesar-
' y 

de haberse e4ledido el 23 de noviembre de 1936,no fu é recu 

rrida en amparo sino cuando un acto posterior de autoridad7-

la puso en ejercicio,lo que indica que la Ley citada no es - 

violatoria de garandas por su sola expediciónIllegando a la 

conclusión que era, llegado el caso de sobreseer en ese partí 

cularefundéndose en la fracción V del articulo 73 y en la 

fracción III del artfculo 74 de la Ley de Amparo.La conside-

ración que hace el inferior es incorrectaldesentendiéndose - 

de la jurisprudencia sentada al efecto por esta Suprema Cor-

te de Justicialpues si bien es verdad que solo procede el .. 

amparo pedido contra una ley en 
general, cuando los precep--
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mediante un acto cdncreto: 

a la ab 

, 
la expedi on de una ley, cuando ésta no se refiriera a casos 

d inados o especificados,lo que contrariaría los térmi--

lb
nos de la fracción I del artículo 103 Constitucional y la 

fracción I del artículo lo.de la Ley de Amparo en vigor, que 

previene que el juicio resolverá toda controversia que pueda 

suscitarse por leyes o actos de la autoridad que violen las-

garantías individualemin que tal hecho constituya ningún a _ 

taoue a la independencia y soberanía de la autoridad legisla 

- 25-

! tos de ella adquieren, por su sóla promulgaaion, a h ---

ter de inmediatamente obligatorios, pudiendo ser el punto de 

Partida para que se consumen, posterío;mente, otras violado 

nes de garantías, y que de no existir esa cirl'unstancial el-

paro contra una ley en general,es improcedente; también es 

verdad que ello sjlo tiene ap].icación cuando se reclama como 

acto la sola publicación .de una disposición de carácter ge--

neral que sólo se irá aplicando a las personas,bien sean fí-

sicas o morales,que lleguen a eneontrarse en los casos pre- - 

vistos por ella, pues en tales casos no p e existir agra--

vio con respecto a persona. determinada mie tras la ley no se 

aplique; pero en el presente caso,si en se reclama del H.-

Congreso de la Unión la aprobac 

Expropiación de fecha 23 de nov 

tancia en manera alguna 

y expedición de la Ley de 

re de 1936, esa circuns--

hacer improcedente el juicio . 

de garantías en el caso a estudio,porque la ley reclamada --

trata de aplicarse y hecho fu é aplicada al caso concreto-

de las Compai» quejosas, a las cuales viene .a perjudicar - 

y en caso contrario, se llegaría-

conclusión de que nunca. .cabría el amparo contra 

tiva. toda vez que ésta tiene limitadas sus facultades 

pacto federal,ni que pueda considerarse que el amparo 

dido contra una ley restrinja la facultad de legislar 

•••• •••• 

por el 

conce-

puesto 

que la concesión de la protección federal debe limitarse a - 

amparar,en su caso, a los quejosos,en el caso especial sobre 



el que verse la queja,sin referirse en términos generales a—

, - 
la ley.Como lo afirman las recurrentes,la consideracion del—

Juez de Distrito está en desacuerdo con lo dispuesto por el—

artculo 11 de la Ley de Amparo o que considera como autori— — 

dad responsable a la que dicta la ley,o lo que es lo mismo,—

en el presente caso el H. Congreso de la Unión,que fue' la au 

toridad dm quién emanó la ley de 23 de noviembre de 1936, se 

halando a dicha autoridad como responsable en la parte o fa—

se que le corresponde; por lo deméslestán en lo justo las re 

.currentes al afirmar 'que no tienen aplicación en la especie—

las fracciones V y III de los ardculos 73 y 77, respectiva—

mente,de la Ley de Amparo ,pues no debe sobreseerse pr caus—

de improcedencia,ya que existió un acto de autoridad poste--

rior a la expedición de la ley que puede realizar o no las — 

violaciones que alegan las referida recurrentes45--

TERCERO:— El segundo agravio aducido e unlado, --

y el cual se hace consistir en que en el mismo cons (lerendo—

segundo, y en el punto primero resolutivo, el Juez ica me 

xactamente la fracción V del articulo 73, y la fracCiqo III—
. 

del articulo 74, ambos de la Ley ,d.e Amparo,faltando a la o--

bligacion a él impuesta por el articulo 194 de la propia ley, , 

que previene que la jurisprudencia, de la Suprema Corte en 

los juicios de amparo es obligatoria; por haber quedado estu 

diado y resuelto en el anterior considerando, huelga hacer — 

nuevamente un estudio sobre el particular. 

CUARTO:—E1 agravio que se aduce en tercer término es 

igualmente conducente, debiendo revocarse en ese particular—

el fallo c,e1 inferior,por los siguientes motivos: dicho ,-- --

agravio se hace consistir en que el Juez, en el considerando 

tercero, que rige en parte el punto primero resolutivo del--

fallo considera que la promulgación de una ley es un acto — 

consumado en forma irreparable,lo cual, adem4s de ser falsor 
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26, 

9contraria la jurisprudencia de esta supreme. Corte de t - 
t - - 

eta. Efectivamente el inferior declara en el considerando

tercero referido, que el acto reclamado de .los C.C.Presiden 

te de. la -República y ̀ Secretario de pobernación„puntualizado 

bajo la letra 9B", no da lugar "a un juicio, de amparo, 
argumen 

tando que la promulgación de una ley no es otra cosa que 
el-

ecto de hacerla conocer del p4b1ico para su observancia, y,-

por lo tanto, hecha la promulgación,queda conocida, y ese co 

nocimiento no puede deshacerse, ya 'cae si hay osibilidad .de 
, 

reformar, derogar o abrogar .una ley,,no: es pos le despromul 

garl4habiendo-cuedado irreParablemente sumado el acto, - 
, 

fund/Indose, para sobreseer, en.este articular en el juicio, , - 

en las fracciones IX y III de.109- culo`s .73 y 74 át la --

Ley de..Amparo„ respectivpmen consideracic5n que hace el-

inferior es inadecuada, y efec ivamente contraría a las reso 

uciones dictadas por e Suprema Corte•de\Justicia, que --

orman jurisprude4 oa ues rara el efecto del amparolestudía 

1116 do en.cuanto al fon 1 no existe imposibilidad ni material.-

ni legal p 

en lo tocant 

orgar la.concesión de la protección federal, 

la autoridad que promulga una ley, cuya eje-, 

cuciol ataca cuando esa ley efectivamente se salga del --

., 
erco trazado por la Constitucion.; sin que rueda considerarse 

r. 1 

...----\ 

c 1. -o-acto-consumado de manera irreparable, la promulgación - 

de la ley que se impugna, pues Para que una disposición ema. , . 

nada del Poder Legislativo tenga el•car;cter de Ley, es ne - 

cesario que.interVenga otro órgano del,Poder Público que --

la complemente en su intervención y ese órgano e., el Eje --

cutivo a quien incumbe realizar el acto que se denomina 'pro . 1 - 

mulgación1; y si la 5,ey es atacada de inconstitucional, tie-

ne que depurarse mediante el _juicio de amparo la interven 

-ción que cede uno de los órganos del poder lúblioo haya te 

nido en su elaboración. - 

QUINTO:-E1 agravio que se hace valer en cuarto lugarl y 

M.O 



( 

que en síntesis, se hace consistir en que el Juez se desenten, 
,1-̀ 1a-01dio de la naturaleza jurrdica del juicio de amparo y de las 

'disposiciones contenidas en la fracción I del strtr'culo 103 

Cowetitucional, en la fraccia I del artrcul0T107 Constitu 

cional y en el artículo 76 de la, Ley de Amparó,: Cabe declarar 

que es igualmente pertinente, por las razones que se invoca 

ron en el anterior considerandos 

SEXTOIE1 agravio esgrimido en quinto lugar, y que an - 

eíntesis Se hace consistir en que el Juez, en el punto prime-

ro resolutivo„ , en cuanto eat regido nor 1E13_ considerando IV 

de la sentencia sobresee en el juiciolpor causa de improceden 

cia, fundéndose en las fracciones IV del artículo 73 y III 
del articulo' 74 de la Ley de Amparo las agravia porque eon --

sidera que los actos reclamados bajo la letra Den del Presi 

dente de la República y de los Secretarios de Haciend kIré—
dito Público y de la Economía Nacional consistentes 

a, 

plicación Que en perjuicio de las quejosas Melero 

—ridades reaponsables de la Ley de Exproniación de 

viembre de 1936, con motivo del acuerdo expedido el lg 

marzo de de 1938, no pueden Ser materia de un juicio de amparo - 
• J. 

porque ya lo habían sido antes de otro clue se substancio y --
_ 

terminó por senténeia de esta Suprema Corte de. Juaticia, es - 

Igualmente pertinente,kÉfectivamente el inferior en el consi-

:derahdo IV del fallo, refiriéndoée a los actos - puntualizados-

tejo la letra °O° atribuidos a los CC. Presidente-de la Repi. 

blica y Secretarios de Hacienda y Crldito Público y de la - - 

Economra Nacional afirma elle no rueden ser materia de un jui-

cio constitucional, porque en la misma demanda se dice que el 

Decreto ExpTpiatorio de 18 de marzo de :193g fué motivo de --

un juicio de amparo. traml_tado ante el Juzgado Primero de Dis-, ,, a trito y el Cual termlno con sentencia ejecutoria dictada' . 

por esta Suprema Corte de Justicia, por cuyo motivo debra so. 
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quella ocas cin que los actos referidos no eran definitivos,-
st/a un recurso administrativo pendiente de re 

transcribir la parte subs 
tancia del fallo pronunciado por esta misma Segunda Sala de 

11,11 Suprema Corte de Justicia, el 8 de octubre de 193,5, co , , , 
rrespondiente al Toca número 4368/3g,y que en la parte condu 

, 

cente dice lo ,siguiente: o CONSIDERANDO QUINTO:- Por-
dltimo, el concepto da sobreseimiento total que invalidara-

, 

el juicio para el exken de todos y cada uno de los actos --

, 

reclamados lo hicieron consistir las responsables en quelcon 
forme a la Ley recurrida contra los actos reclamados existe-
un recurso administrativo que no ha sido agotado en el caso-
y tiene por finalidad revocar aquel1os.E1 Juez de autos dese 
eh& esta causal con el siguiente razonamiento: Cono no sola-
mente se have reclamado el Decreto de Expropiación, sino tam-. 
bin la expedición y promulgación de la'Ley de Expropiación-

27. 
breseerse, con apoyo en las fracciones IV y IIIIreSpeatIva3 

mepte,de los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo. Como se-

dijo antes, este agravio es fundado porque el inferior apli-

incorrectamente las fracciones IV y III da los artculos-

73 y 74, respectivamente, de la Ley Reglamentari de los ar-
t/culos 103 y 107 Constitucionales,porque si bien es verdad,. , 
que debe sobreseerse en el juicio cuando durante él aparezcan 
o sobrevengan algunas de las causas de improcedencia que di-
cha.L0 Reglamentaria consigna; tambi4n /o . que no obstante 
que con anterioridad se reclamaron las leyes actos que ahora 
he impugnan, no puede considerarse ju dicamente, según lo-
ha establecido esta Suprema <Corte de Justicia que ya hayan-
sido materia de una ejecutoria en i o juicio,pues precisa - 

. j mente esta Corte al sobresee en la 
revisión interpuesta por 

las quejosas en el juicio fl ' o 342/38 solicitado por los--
mismos actos reclamad y contra las Mismas autoridades res-

. 

ponsables, no entró al studio de la constitucionalidad o -- 
IV 

_nconstitliciona ad de dichos actoslporque se estimo en a - 
, 

puesto que 

solu on; y al efecto, es prudente 



en que se funda el propio Decreto y que establece el expresa 

- do recurso, es indudable que el quejoso no Poda acudir a 

éste por no ser remedio contra dicha expedición y promulga - ) 
ción, Ahora bien, como a la fecha de dictarse esta sentencia 

en revisión de la de primera instancia,los hechos de autos - , 

han cambiado,porque ya no es la existenciapen potencia, de - 

un recurso ordinariotror medio del cual puede obtenerse ante 

la potestad común la reparación del agravio,lo que pueda mo. 

tivar el sobreseimiento del juicio de improcedencia, sino u-

na causa mas inmediata y determinante como es estar en tré-, 
Mite el propio recurso,e1 caso debe afocarse bajo este nuevo 

punto de vista.En efecto, el escrito que ha sido presentado. 

ante esta Suprema Corte de Justicia,con fecha tres del mes - 

en curso 

ron ante 

cretarfa 

por las quejoáasIse a2Vierte que ellas interpusie--

el Presidente de la República por conducto de la se 

de la Economfa Nacional el recurso de revocadi 

de los actos consistentes en la expedición del Decreto -18 

de marzo de 1938 y sus consecuentes, y que a ese recu 
le dió entrada y se ordenó el trámite respectivo,estan 116 

pendiente de resolución,resUlta que,no tratándose todavfa e 

actos definitivosopuesto que rueden ser revocados o modifica 

dos por las propias autoridades responsables,(excluyendo la-

que expidió,la que promulgó,y la que refrendó la promulgación 

de la Ley de 23 de noviembre de 1936)0es improcedente el ---

juicio de garantfas 11  Como es de verse de la ante --
, 

rior transcripción de parte de'la ejecutoria dictada con an-

terioridad en el amparo número 342/38 promovido por las mis-

mas quejosas,por los mismos actos, contra las mismas autori-

dades, se sobreseyó en el juicio en virtud de que en aquella 

época existia-un recurso administrativo pendiente de resolu-

ción; yoconsiguientemente,los actos que se reclamaban no te-

nfan'el carácter de definitivos; de donde resulta que en a—

A0110., 

quella ocasión esta Suprema Corte de Justicia no entró al es 
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guna con la consider 

que el amparo 

O ayan sido , • 
=5 ara apile 

avio es 

matwr de otro juicio de garantiasono hay motivo 
r la fracción XV del articulo 73 ya citado.Este a 

almente fundadospues no tiene aplicación en el—

28. 

tudio de la constitucionalidado inconstitucionalidad de 
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los actos,reclemados; y an cuando es verdad que hubo una re 
solución de sobreseimiento, esa resolución no pod/a tener la 
turaleza juridica de ser definítiva,puesto que las quejo. 

sag tengan abierta la puerta para solicitar nuevamente el am 
paro de la Justicia Federal, en el caso de que la resolución 
les fuera adversa,esto es, cuando no se resolviese de acuer—
do con sus pretenciones.Esto precisamente es lo que ha acon—, 
tecido; 

y,consigulentementelno puede considerarse que las le 
yes y actos que ahora se reclaman ya hayan materia de — , 
una ejecutoria en otro juicio de ampa 

SEPTIMO:— Se hace consistir el sexto agravio en que el. 
Juezlen el considerando cuarto, rige el ,punto primero re 
solutivotaplica inexactamen la fracción XV del articulo 73 
de la Ley de Amparoopues dloo precepto no tiene relación al 

que le precedeopues al pretender — 
es improcedente porque los actos reclamados AMOS. 

la fracción XV del articulo 73 dé la Ley de Amparo,que—
estab ece que el juicio es improcedente contra actos de autO 

, 

1111 dades distintas de las judiciales, cuando 'deban ser revisa 
, 

dos de oficio, conforme a la ley que los rija o proceda con—
tra ellos alglin recurso,juicio o medio,de defensa legal, por 
virtud del cual puedan ser modificados, revocados o nulifica 
dos; y en el casolel recurso administrativo que hicieron vo/...1 
ler las quejosas ya fu é resuelto con fecha 18 de octubre de-
19380neg4ndose la revocación de los actos,por lo que, como — 

, 

se dijo anteriormente, no tiene aplicación la fracción de la 
Ley Reglamentaria citadas y bien por el contrario deben anali 

, 

zarse las violaciones constitucionales que se alegan,puesto—
que 01 recurso fu é resuelto y no reparó los perjuicios aue — 

cas 



se dicen causados. 

OCTAVO:_El El ravio esgrimido en séptimo lugar, en reví--

men se hace consistir'en que el inferior, sin fundamento le-

gal afirma,en el considerando cuarto,que rige en parte el 

punto primenoresolutivo,que contra la resolución del recurso 

de revocación dictjeld el 18 de octubre de 1938 pueden hacer. 

se valer todas las defensas, coMo son la inconstitucionali—

dad o la inexacta aplicadíjn de las leyes,pero que éstas mis 

mas defensas no puedeh ejercitarse contra los actos anterio-

res al recurso,Este agravio es igualmente fundado, puesto --

que al haberse resuelto el recurso administrativo de revoca-

ción que hicieron valer las quejosas,en 'sentido negativo, es 

to es, negándose a -reparar los perjuicios que dicen les fue-

ron ocasienados,resulta fuera de duda que' quedan en pié todas 

y cada una de las violaciones constitucionales que alegan,--

las cualeS deben ser estudiadas y resueltas,pues como bien/-

lo afirman las quejosas no podía ser materia del recur«rad-

ministrativo upa cuestión constitucional que sollo es 

incumbencia de 1Ps autoridades federalesla través del o 

de garantfas; yopor lo' tanto, se dejj de observar lo disp 

to por el art/culo 379 del Cdigo Federal de Procedimientos-

Civiles,supletorio de la Ley de Amparo, 

NOVENO:-E1 agravio planteado en octavo lugar es igual-

mente fundadp,pues efectivamente las auejosas reclamaron en-

el presente juicio todas las violaciones que se relacionan--

con los actos reclamados bajo la letra "C",manifestando que-

al resolverse el recurso administrativo de 18 de octubre de-

1938,1as autoridades insistieron en dejar en pie el acuerdo-
, 

emoroplatorio, por lo que todos los conceptos de violación - 

que se hacían valer en este capitulo no sólo se ocasionaba 

por el Decreto expropiatorio de 18 de marzo de 1938,sino tam 

• 

-s. 



OR9 

biéh por la resolución que dictaron las autoridades adminis». 

29, 

trativas;debiendo entrarse al exámen de esas violaciones ale 

gadase 

DECIMO:~Los agravios esgrimidos en noveno,décimo,undé--

, 
olmo y duodécimo lugares, son igualmente pertinentes, por las 

razones expresadas con anterioridadIsiendo llegado el caso - 

de entrar el estudio de todos loe conceptos de violación que 

se puntualizan en lá demanda de garairdas,con lo cual queda-

ran estudiados los agravios subsiguientes. 

UNDECIMO:-.Por razón de método, esta Sala studiará en - 
, 

, 
el oreen en que fueron planteados los e_ ceptos de violación 

a que se refiere la demanda de am o formulada por todas 

115 

~n.o 

las Compahlas y que dieron márgen juicio Palmero 697/38; - 

y las demandas de amparo q spectivamente dieron encigen. a. 

los juicios nlmeros 699/38,7!0 4 /381 701 / 38 y 702/ 38,hablendo,-. 

sido' acumulados los c " 
ultimamente citados al primero. - 

En el capft o primero, bajo el rubro de "La Ley de Ex-

oplación de 23 noviembre de 1936, es inconstitucional , 

hace v como primer concepto de violación, el siguien-

S 
: Que el articulo 27 Constitucional solo autoriza le expro 

piaci de tierras y aguasspues de su lectura simplemente --

en consideración a sus antecedentes y recta interpretación, 

resulta que todo su contenido tiene por objeto regular la --

propiedad inmueble/ya sea de la Nación o de los particulares, 

y al hablar de exproplaciónItiene que referirse ala clase -

de propiedad que regula y con respecto a la, cual se autoriza 

a la Nación para ocuparla en caso de utilidad pública, o pa-

ra imponerle las modalidades que la Nación determinej y el 

ea facultad se hace extensiva a los bienes muebles, como lo-

hace la Ley de 23 de noviembre de 1936,se viola la,constitu-

ción. 

Este concepto de violación es infundado. .1!In efecto, ---



la Ley de Expropiación,publicada el 25 de noviembre de 1936, 
no es inconstitucional en tanto que autoriza la expropiación 
de bienes muebles; si la exoropiación se lleva a cabo en ---
virtud de un acto de soberan/a inherente al Estadatomando-

, 

en consideración que el interés privado debe subordinarse --
al interés colectivoa tomando en cuenta que la propiedad es 
una función social,no hay razón para que solamente el benefi 

cio colectivo se realice a través de la expropiación de bie-

nes inmuebles y no pueda conseguirse esa misma finalidad tra 
tándose de bienes muebles.Frente al interés privado del pro. 

pietario existe el interés general,cuya satisfacción incumbe 
realizar al Estado,Desde el punto de vista doctrinaric5no se 

discute ya la posibilidad de que el Estado pueda realizar la 

expropiación de un bien mueble: el senor Lieenclado Gabino 
Fi-agalen su tratado de Derecho AdmInistrativo,página 335 
pone lo siguiente: "De acuerdo con disposiciones 
lativas y con la doctrina general en materia de expro 
se considera que pueden ser su objeto toda clase de d 
no solo el de, propiedado sino los que sean indispensables' 
ra un fn de Utilidad pública y que el Estado no pueda apro-
piarse por otro concepto. Sin embargo se reconoce que el Es-
tado no puede proceder a la expropiaci6n del dinero en efecti_ 
voa esto por dos razoneso una porque para obtener los recur-
sos indispensables para el sosteniiniento de los gastos 

111 „1: 

z-

coml medio legal es el impuestay otro porque como la expro 
placicin dat lugar a una indemnización en efectivas" éste se-
'expropiara para compensarse en la misma especie,dejarra de - 
tener objeto." Haerthelemi, en su Tratado Elemental de Dere 
cho Administrativo, Edición 19231página 585, dice lo siguien 
te Q,ué bieneS pueden ser expr

oplados?,tedricamente no hay-
ditinc n que hacer. Ninguna propiedad debe escapar a la ex 

propiación-,cuando ésta medida es reclamada por el interés ge 
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neral. De hecho la expropiación no puede llevarse 

sino según el procedimiento establecido por los textos,-

No -se aplicar 4 sino a los bienes para los cuales los tex 

tos la han previsto." Edmond Picard, en su tratado gene-

al de la expropiación por utilidad pública, Edición - - 

1885, Página 48 establece lo siguiente: ".....Puesto que 

en el estado actual de nuestra legislación la expropia-- 

clo,n de los bienes muebles es muy rara, determinemos con 

claridad cuando es posible. Con anterioridad se ha hecho 

notar que cuando se trata de materiales que deben adqui-

rirse para los caminos o para las constr 

FORMA

nes públicas 

en virtud del articulo 55 de la Ley de 16 e septiembre-

de 1807, en ese caso tiene el carácte de expropiación - 

emobiliaria si los materiales b , ido sido ya extraidos....", 

Sahino Alvarez Gendin, en u tratado de expropiación for 

zosa, Edición 1928, Pgi' 5, dice: "Objeto de expropia 

ción. El objeto de .. « ropiación puede ser una -osa mate-

rial o inmaterial /él primer caso compréndese los bie 

nes inmueble superficie o sub-suelo, ejemplo, minas, o 

muebles y en el segundos derechos que reciben el nombre-

A4, '\y
.". En sIntesis se puede establecer la siguiente die-

de pro 

• fk, 

'SI^ 

des, industrial, intelectual, mercantil, etc. 

ón tripartita al hablar del objeto de la propiedad: 

Primera, bien inmueble; segunda, bien mueble; tercera, - 

derechos.". El mismo tratadista a fojas 71 ex none; "Si - 

el Estado necesita acudir al poder del imperio para obte 

ner materiales para SUS obras y servicios públicos, fun-

damenta jurdicamente la expropiación de ellos si no los 

Puede obtener por los medios ordinarios de vida; las ad-

ministraciones locales que tienen obras que cumplir y ser 

vicios que prestar, tambi;n han de recurrir a la expro—

piación forzosa, de no querer ver su hacienda aniquilada 

por la codicia de los particulares, y si hubieran de uti 

lizar medios amistosos para adquirir objetos necesarios-

por causa de utilidad publica o social," Fritz Fleiner,-

en su Tratado de Derecho Administrativo, Edición aho 1935, 



Página 253, dice, lo siguiente: °Relacionada con la apli-

cación de los casos de expropiación se halla el ensanche-

del círculo de los objetos a expropiar. Además de la ex--

propia,ción de fincas juega importante papel la expropia—

ción de bienes muebles,' Desde el punto de vista de nues-

tras leyes positivas, durante la vigencia de la Constitu-

ción de 1857, la cual en su artículo 27 establecía que la 

Propiedad de las personas no podía ser'ocupada sin su con 

sentimiento, sino por causa de utilidad pública y previa-

indemnización, y consiguientemente, no hacía distingo al-

guno sobre que el objeto materia de la expropiación, pu--

diera ser un bien mueble o inmueble, se expidió el Decreto 

de 31 de mayo de 1882, el que autorizaba al Ayuntamiento-

de la Ciudad de México para llevar a cabo expropiad nes-

de materiales de construcción; la Ley de Patentes de Inven 

sien de 1903, en su artículo 3 , autorizaba al Ejecutivo - 

Federal para expropiar por causa de utilidad pública, pre 

via la correspondiente lndemnizaeljn, una patente de inven 

Qdól, y cuando se tratara del invento de una nueva arma,-

instrumento de guerra, explosivos o en general de cual--
, 

quier mejora en máquinas o municiones de guerra,#,senti-

ble de ser aplicada a la defensa nacional, y que, a ).cio 

del Ejecutivo Federal debiera ser conservada como secreto-

de guerra y que por lo mismo sólo debiera ser utilizada --

ror el Gobierno Nacional, la expropiacion se podría llevar 

a cabo con los mismos requisitos que se establecían en el-

rsrrafo anterior, y no sólo podía comprender la patente res 

pectival sino también el invento aún cuando no hubiere side 

todavía patentado. La Ley de Patentes de Invención de 26 --

de junio de 1928, en su artículo 62, establecía lo siguien-

te: °Una patenté de invención puede ser expropiada por el - 

Ejecutivo Federal, por causa de utilidad pública, haciendo-

que el invento respectivo caiga desde luego bajo el dominio 

público, previa la correspondiente indemnización y sujetán-

dose en lo conducente a los mismos requisitos que para la «: 

expropiación de bienes ralees establecen las leyes vigentes 
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distribuirá 

31. 

sobre la materia. Cuando se trata del invento de -Una nue' 

va arma, instrumento de guerra, explosivo, o en general de 

cualquier mejora en máquina o municiones de guerra, sus — 

ceptible de ser aplicada a la defensa nacional y que a. ---/ 

uicio del'Ejecutivo Federal deba ser conservada como se — 

creta de guerra, y que, por lo mismo, sólo deba ser utili—

zada por el Gobierno Ngcional, la expropiación llevada a. — 

cabo con los mismos requisitos que se establecen en el pá—

rrafo anterior, no sólo rodra: comprender la patente resPec 

tive, .sino también el invento, aún cuando 

todavía patentadoLy en estos casos 

ra bajo el dominio pitblico ,sino que 

,dueño exclusivo de 41, y de 1_ 

O 

hubiere sido—

dicho invento no ere—

Gobierno se hare 

ene correspondi.gnte, en 

su caso.....".E1 Cjdigo C 1 de 18841 en su artículo 7610

establece lo siguiente: 

fueren interesante 

se aplicaren a la Na 

orme 

760.0E1 digo Civil 

duce 1 

N ando los objetos descubiertos — 

ara las ciencias o para las artes, --

por su justo precio, el cual se--

a lo dispuesto en los artículos 759 y 
vigente en su artículo 878, repro 

certos de l disposición legal antes citada, — 

La Constitución de 19170 al esteblecer que las expropie. -- 

' 111,>1):s solo podran hacerse por causa e utilidad pública--

y mediante indemnización, no establece la.. naturaleza ----

mueble o inmueble de la propiedad que, pueda ser expropia--

da; pretender que el ejercicio del acto de soberanía que 

entrafta la expropiación, se realiza en tanto que la dispo—

sición constitucional invocada establece que la propiedad —

de las tierngs y aguas comprendidas dentro de los límites--

del territorio nacional, corresponde originariamente a la—

Nación, la cual ha tenido y tiene el derecho e trasmitir—
el dominio de ellos a los particulares, constituyendo le--

propiedad privada, es asentar un hecho falso, puesto ----

que las Constituciones de los Estados Unidos Mexicanos de--



1824, 1836 y 1857 sin haber establecido el principio ante—

rior, autorizaban la realización de ese acto de soberanía, - 

Pore,aUsas de utilidad oúblicap ,Ifirmar que en virtud de un---

derecho de reversión el Eátado expropia, es negar la posibi=-

lidad de expropiar a todos aquellos Estados en que no se es=-

tablezca el principio de la transmisijn por.parte del Estado 

del dominio inmobiliario a los particulares.No fu é la Oonsti-_ 
tución de 1917 la que gen ró la propiedad inmobiliaria en fa^ 
von de los titulares de ese derecholpues con anterioridad e e 
sa 'lecleración 4sta existió en toda su amplitud jurídica, y - 
con posterioridad a la mencionada declaración ésta be existi—
do y existe sin necesidad de la intervención de un órgano del 

Poder Público ,que la convalide. En todos aquellos Estados que 

por anexijn pasan a formar parte de otra entidad. soberanak?qué 

derechos pudiera invocarse zara exproziar-a los subditos del-
, 

Estado anexado por parte del Estado'aileXáíite si los adquiri-

dos por dichos súbditos lo fueron crl, anterioridad a est to 
(Y 

,jurdico??hubiera podido ju..-tificarse en el ejercicioí.de sre 

cho e reversijn la expropiación de uninmueble realiladll É 

tales circunstencias?,evidentemente quena.E1 »érrafo:20, 
la fracción VII del artículo 27 

Constituciona1,textua1me01 

establece: "Las Leyes da la Yedereción y de los Estados 

respectivas jurisdicciones, determinaran\los casos en que sea 
de utilidad pública la ocupación de la propiedad privadas y --
de acuerdo con dichas leyes la autoridad administrativa haré - 
la declaración correspondiente.E1 precio que se íijer4. como — 

'indemnización a., la cosa expropiada,se basaré en la cantidad - , 
que como valor fiscal de ella figure en las oficinas cetastra 

- les o recaudadoras ya sea que este valor haya sido manifestado 

por el propietario o simplemente aceptado por 41 dé un modo té 

cito por haber pagado sus contribuciones con esa base;e1 ex--
ceso de valor o el demérito Que haya. tenido la propiedad --

particular por las mejoras o deterioros ocurridos con pos----
terioridad a la fecha de la asignación del valor  
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fiscal, será lo unico que deberá quedar sujeto a jUiciol 

Dericial y a resolución judicial. Esto mismo se obser--

vará cusndo se trate de objetos cuyo valor no esté fija 

,o en las oficinas rentIsticas." Como se ve, la Consti-

tución usa de las palabras "cosa y objetos", conceptos-

que jurrdicamente tienen una connotación diversa a los-

inmuebles, pues si bien es cierto que las cosas pueden-

ser tanto muebles como inmuebles, la palabra "objetos", 

solamente puede referirse a aquellos. Por lo demás, ca-

be hacer la consideración de que la Constitucion de 19171

la, cual indiscutiblemente sienta princiDi as avanza-

dos que las anteriores, no Dodra da un paso atrás con-

relación a las facultades concedidas al Estado en mate-

ria de expropiación, tanto más nto que para cumplir 

con la Misión encomendad poder 'público existen ca--

sos en los cuales no solam nte la propiedad inmueble 

puede satisfacer 1 

•••••• 

cesidades colectivas. Esta Subre 

ma Corte de ju ticia de la Nación, en la ejecutoria pr,

nunciada el diciembre de 1936, en el amparo solioi 

tado Do a sehora Mercedes Castellanos viuda de Zapata, 

estable la siguiente tésis;  .Es indudable que - 

?untad del Constituyente fu é autorizar la expropia 

clon de toda clase de bienes inmuebles, muebles y dere--

chos, pues por razón de su contenido, es decir, por la - 

naturaleza de las materias que tratan los párrafos prime 

ro y segundo del artrculo 27 Constitucional, carecen de-

nexo que los ligue, de tal manera que no puede afirmarse 

que el segundo esté regido o relacionado con el anterior, 

pues siendo distintas las materias que tratan, no puede-

hsWer relación entre los preceptos que los contienen, si 

el legislador no establecí° expresamente la union entre-

ambos. Y por la razón de la finalidad que persigue el le 

gislador, al establecer las normas constitutivas dichas, 

no se puede admitir que la expropiación sólo pueda veri-

ficarse en bienes raies. El propósito manifiesto del --



constituyente, al emitir el primer párrafo del articulo - 

27 Constitucional, fu é vincular el r:égimen de la propie--

dad territorial de la República, con la tradicien juridi-

ca que partió de la época precolombiana, la que se mantu-

vo en lo substancial en la colonia y se conserve en el 144 

xico independiente,hasta la expedición de las Leyes de --

Mineria y del código Civil de la dictadura, que pretendie 

ron nulificarla, refiriendo la iristitución de la propiedad 

inmobiliaria, al derecho romano y no a sus antecedentes - 

legitirposo Al autorizar la desocupación de los bienes par 

ticulares, no se quiso sino subordinar el interés privado 

al interés colectivo; hacer prevalecer éste sobre aquel;-

y si esa fu é la finalidad que inapíró la declaracien del-

legislador, no existe razón bastante para considerar que, 

en lo tocante a los bienes muebles, la ocupación de la — 

propiedad privada no fue' permitida, La justificación de - 

la ocupación de la propiedad privada, reelde en la utili-

dad pública que la reclama, y no en el dominio ,eminente-

que conserva la Nación sobre las tierras y las ,agua por 

tanto, no hay posibilidad, por éste concepto, para 
,  

que la expropiación sólo puede verificarse en los, bie 

de que trata el primer párrafo del articulo 27 Cons 

ir-
44:<' 

a -

clonal, Además, el legislador no consignó limitación ex—

presa alguna a la facultad de éxproplar, ni estableció — 

'distinciones entre los bienes que pudieran ser objeto de-

la declaratoria de expropiación; por lo que no seria ju—

ridica la interpretación por medio de la cual se hiciera-

esa distinción, y al decir 'objetos", en el segundo párra 

fo del Inciso VI del mencionado articulo Constitucional,-

es incuestionable que el Constituyente quiso referirse a-
/ 

bienes mueblesl porque gramatical y juridicamente, corres 

Donde con más acierto el término Ilobjetou a los bienes --

muebles, porque no se registra su valor en las oficinas - 

rentisticas y porque no puede refrirse a las tierras y - , 

aguas, ya que éstas son catastradas; tésis que se encuen-

tra confirmada, si se estudia el problema de interpreta--
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DECIMOTERCERO.- En cuanto al tercer concepto de viola 

ciIn- que se aduce, en el. dapItulo primero, procede decla-

rar'que es inconsistente. Estriba en que el articulo 27 - 

Constitucional contigna que corresponde a la autoridad ad 

ministrativa, dentro de los lrmites de la ley, declarar - 

que es de utilidad pública la ocupación de la propiedad - _ 

privada, pero que en el parrafo final de la fracción VI - 

dice que el ejercicio de las acciones que corresponden a-

la Nación, por virtud de dicho artrculo, se hará efectivo 

por el procedimiento judicial y que dentro de ese procedi 

miento y per órden de los tribunales cor ondientés,---

las autoridades administrativas pr 

Las compadas quejosas pretenden obtener como consecuen--

cia de ío anterior que el art 

ederán a la ocupación. 

o citado exige un proce-

dimiento judicial y una via órden de los tribunales --

para que la ocupación se eve acabo; y como la Ley de - 

Expropiación que 
, 

4 1,"V 
pugna, en sus artrculos 7o. y 80. - 

suprime ese D ocedimiento y ese mandamiento, establecien-

do que la oou ión se hará exclusivamente por un proce--

dimient administrativo, tanto la ley como su aplicación, 

resulta olatoria de la Constitución, con ms razón, - <11 

41151 
. _ to que el artrculo 14 Constitucional consigns la ga-

rantra de previa audiencia, ad como que nadie puede ser-

privado de sus propiedades, posesiones y derechos sin que 

medie juicio seguido ante los tribunales, en el que se ob 

serven las formalidades esenciales del procedimiento. 

El razonamiento que hacen las quejosas en este partícu 

lar es inexacto. En efecto, lo consignado en el párrafo se 

gundo de la fracción VI, del artrculo 27 Constitucional, - 

nada tiene que ver con lo establecido en el siguiente pá—

rrafo de la misma fracción, pues aquel consigna los casos-

de expropiación, estableciendo las bases y el procedimien-

tó fundamental, obrando la Nación como entidad soberana; - 

fijando unicamente los casos en que tiene intervención la-

autoridad judicial, esto es, que lo único que debe quedar-.



sujeto a juicio de peritos y a resolución de las autorida 

des judiciales, ser l el exceso de valor ,o el menoscabo --

que haya tenido la propiedad por las mejoras o deterio-- - 

ros ocurridos con posterioridad a la fecha en que se asignó 

el valor fiscal o rentístico, que es el que debe servir --

de base para el pago de la indemnización. Lo otro tiene --

que ver cuando la Nación sea parte, sin que ejercite dere-

chos soberanos, y sin ostentarse como entidad política, --

sino como persona moral sujeto de derechosy de obligacio—

nes, y en tal caso quedará sometida como cualquier particu 

lar a las resultas de un juicio, debiendo acatar la santen 

cia que se dicte y que cause ejecutoria; y por lo mismo, - 

cuando la Nación expropia, en ejercicio de la facultad sob 

rana que la Qonstitución le otorga, basta la declaración - 

de la autoridad administrativa, Para que pueda ocuparse la 

propiedad privada, inmediatamente, cuando los casos de ur--

gencia así lo requieran; y, consiguientemente, los artícu-

los 7o. y go. de la Ley de Expropiación de 23 de noviembre 

de 1936, no son inconstitucionales, y bien por .Uontrario 

se adaptan al espíritu y a la letra del artícul honsti-

tucionall al establecer que la autoridad admini 

corresponda puede proceder desde luego a la ocupac 

a que 

los bienes expropiados, o ejecute inmediatamentó las dispo= 

siciones de limitación de dominio en su caso, sin que obs--

te la circunstancia de que, como aconteció en la especie, 

las expropiadas hubiesen ocurrido haciendo valer el recurso 

administrativo que la misma ley consigna. Si bien es verdad 

que la Constitución Política de 1g57 establecía que la Ley-

determinaría la autoridad que debía hacer la expropiación 

y los requisitos con los cuales ésta hubiera de verificarse; 

también lo es que la Constitución de 1917 expresamente dis-

puso que la autoridad administrativa debía ser la única que 

hiciera la declaración correspondiente, sin que diera inge-

rencia alguna a la autoridad judicial, sino en el caso cla-

ramente fijado. En lo que atarle a la violación que se alega 



FORMA A. 55 —36—

del articulo 14 Constitucional, procede declarar que-no es 

tán en lo justo las quejosas, pues ya pon /Interioridad es-

ta Sala, en la ejecutoria pronunciada el dieciseis de febre 

ro de 1937, Toca Núm. 5749/936/la., relativo al amparó en. 

revisión promovido por los Ferrocarriles Nacionales de Me-. 

xico, sustentó el siguiente criterio: °.....en materia de-

expropiación no rige la garantí-- individual de previa au-

diencia, consagrada en el articulo 14 del Código klitico--, 

En efectos el articulo 27 del mismo Código, previene que .. 

las expropiaciones sólo podren hacerse por causa de utili-

dad pública y mediante indemnización, y q as leyes de - 

los Estados, en sus respectivas jur dicciones, determina-‘ 

rán los casos en que sea de utilidad _ública la ocupación-

de la propiedad privada, tocan las autoridades adminis 

trativas,hacero deacuero. con esas leyes, la declaración 

correspondiente, Como se zpvierte son unicamente tres las-

condiciones exigid por el Constituyente para que las au-

toridades puedan exp opiar los bienes de particulares: pri 

mera: que la 3.idad pública, determinada por el legisla-

tivo„ asilo requiera; segunda: que la declaración adminis 

trativa 

a.: 

dicte de acuerdo con la ley respectiva; y, ter-

que medie indemnización. Al no consignarse entre las 

co '.1ciones necesarias para la procedencia de la expropia-

ción, la previa audiencia del interesado, por voluntad ma-

nifiesta del onstituyente, es lógico y jurrdico reconocer 

que no rige en la materia de que se trata la garantra an--

tes expresada. Sí la mente del legislador hubiera sido la-

contraria., es indudable que expresamente lo hubiera mani—

festado, comd lo hizo al exigír'el pago del precio del bien 

expropiado H e Ademes, es indudable que en la mayoria - 

de los casos, la expropiación obedece a circunstancias urgen 

tes que requieren una determinación rápida, y ello no DO- - 

drra'tener lugar si fuera necesario dar intervención a la - 

autoridad judicial, cuyos procedimientos y tremites de por-

son tardados. 



DECIMOCUARTO.- El otro concepto de violación que es-

grimen las Compallas quejosas, correspondiente al ..caprtulo 

Primero, lo hacen consistir en srntesis, en que el articu-

lo 27 de la °onstitución General de la República consigna-

que la expropiación sólo podrá hacerse mediante indemniza-

ción y asr lo ha reconocido 'esta suprema Cortd, y que el-

artículo 20 de la Ley de Expropiación establece que la auto 

ridad fijaré la forma y plazos en que la indemnización de-

be pagarse, no abarcando 'un período mayor de diez aflos, lo 

que equivale a dejar al capricho de la autoridad administra 

tiv,?. decir en cuantas exhibiciones y en que plazos se haré 

el pago, lo que equivale a que no se indemnice. 

Este concepto es infundado. La Constitución de 1857 

establecía de manera expresa que la indemnización qué de--

biera pagarse como compensación al bien o bienes expropia-

dos, tenía que ser previa, ésto es, anterior al acto de to 

ma de posesión de dichos bienes; y la Constitució 1917 

en vigor cambic% deliberadamente el término 1 prey41) por-
, 

"mediante", significando oon ello que la indemniza de-

be existir, pudiendo ser simultánea al ,acto,o 

Existe jurisprudencia de esta Suprema Corte de 

que puede verse- en el Tomo L, bajo el número 410, 

ost 

Pá 

gina 507 del Apendice, que al tratar de expropiación dice lo 

siguiente: "El justiprecio de la cosa exbropiada y el pago 

de la indemnización, son actos posteriores a la expropia—

ción, y si al hacerse dichos indemnización y justiprecio,-

se infringen algunos de los preceptos constitucionales, 

procede solicitar el amparo contra tales justiprecio e in-

demnización."; esta misma Corte en el amparo pedido por Pe 

tra Pozos, contra actos del Gobernador de Veracruz, en su-

reso]pución de 19 de junio de 1926 dijo que el justiprecio-

de la cosa expropiada y el pago de la indemnización eran pro 

cedimientos posteriores a la declaración'respectiva; por lo 

mal es de verse que reprodujo los deerminos de la jurispru~ 

dencla ya invocada; y en la ejecutoria de siete de julid de 
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1937, correspondlente al amparo solicitado por Rafael San ,-

tiblnez, Toca N4m.849£5/36/2a.lque aparece publicada en el-

Tomo LIII >Página 247, esta. Segunda Sala, no obstante que-

en aquel ceso especial resolvió que el pago de la indemni-
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zación correspondiente deberle. hacerse sin más dilación-- 

que la necesaria para fijar legalmente el monto de lo debi-

do,pges la. Ley de Veracruz establecia que se hiciera en un 

periódo no menor de 20 anos, la misma sala expuso en el - 

cuerpo de la ejecutoria, que era pertinente manifestar ---

que débian dejarse a salvo aquellos casos en que el Gobier 

no estuviera imposibilitado, por la cuanta le la opera. --

clon, para hacer el 10 :0 inmediato - - una indemnización Y-

la falta 'de ejecución de la ex1 .piacin,por s1 sola CRU--

salpa un perjuicio al Pals„pue ue debla considerarse co 

mo preferente la obligac e la autoridad de atender a - „ 

los pervicios ptiblicos, existiendo algunos que tenlan la - 

condición de inapl . De la anterior ejecutoria es de 

verse que esta Quprema CrIrte .de Justicia, con respecto e - 

4%un amparo solio tado bastante tiempo antes que el presente , 

juicio tentó el criterio, de cue el pago de la indemni _ 

za ión correspondiente a un acto de expropiación, cuando - 

1 smo tuviera tal magnitud a grado de Que el Gobierno--

no estuviese en posibilidad económica de hacer frente a 

dicho pago inmediatamente, podia diferirse por más o me 

nos tiempo,siempre y cuando concurrieran las circunstan 

olas que apunta la citada ejecutoria. Esta Corte, con mo—

tivo del amparo promovido por JEcinto González, contra 

actos del C. Gobernador del Estado de Tlaxcala y otras ---

autoridades, Toca número 5197/38/1a., fallado el veinti --

tres dé noviembre, sustentó la siguiente tésis:11E1 Estado, 

con el propósito de llenar una. función social dé urgente--

realizacióno cuando sus condiciones económicas no permitan-

el pgo inmediato del bien expropiado, puede constitucio-, 
nelmente ordena el pago dentro de las 

posibilidades del--



Erario." En la ejecutoria dictada el da 23• de agosto del •-

corriente ano, con motivo del amparo promovido por Wohler-
, 

Bartning Sucesores, esta misma Sala, apoyendose en ejecu-'-

tortas similares dictadas Con anterioridad, sustuvo el ---

criterio siguiente: "Con excepción única del Ceso en que--

se afecte el interés nacional y de que no esté. en la posi 

bilidad del Gobierno, hacer le indemnización inmediata 

por tratarse de una expropiación que afecte el interés na-

cional, las expropiaciones deben hacerse mediante indamni-

zación,esto es,oue el pago de esa nrop4dad se haga en el-

plazo indispensable para fijar el importe de esa indemniza 

ción y entre arla desde luego."Con motivo del amparo soli-

citado por Guadalupe Septien de Uruetalresuelto por esta Sa 

la en agosto del ano en,cursoo se sostuvo lo siguiente:"Ya-

ha resuelto la Suprema Corte en multitud de ejecutorieslque 

con excepción jnica del ci so en,que se afecte el interés 

nacional y de oue no esté en la posibilidad. del Gobierno u: 

hacer la indemnización inmediata por tratarse de una expro-

pieción cue afecte el interés nacionelllas expropiaciones .-

deben hacerse mediante indemnización,esto es,que el pago

de esa propiedad sé haga en el plazo ind spensable p. a,f1-

jar el importe de esa indemnización y entregarla d sde 

los Estados Unidos de Norte America, la Suprema 

Corte, ha sostenido con motivo de los casos que a continua 

ción se exponen, que la indemnización puede ser posterior-

e la ocupación de los bienes, A continuación se insertan--

las siguierites ejecutorias:"The Cherokee Nation v.The Sou-

thern Kansas Railway C0mpany.-135 U.S.641,33-34 Lawyer's 

Edition 295 Con fecha cuatro de julio de l8841 fu é ex-

pedida una L'ey mediante la cual se autorizaba a la Empre-

sa. Ferroviaria Southern Kansas para,tomer la extensión de 

tierra necesaria para su v<al estaciones, 7dneas 

ficas,etc., facultendola para llevar a cebo las 

clones necesarias para este fn.-Gran extensión 

telegrá---

expropia--

de estos-.-.
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terrenos se encontraba fijada dentro del territorio 40 

tribu de indios Cherokee. Como la referida Ley concedra a 

la empresa del ferrocarril la autorización para ocupar des 

luego los terrenos materia de la elpropiación, sin que-

antes mediara la indemnización respectiva, sino que por el 

contrario el mismo Ordenamiento prevenra que a falta de un 

acuerdo con los propietarios ésta seria fijada por tres co 

misionados nombrados por el Presidente de la República, y-

cónsiderando los representantes de la mencionada tribu vio 

latorio de garantras este procedimiento, ocurrieron en de-

manda de la protección federal en contra icha Ley ante 

la Suprema Corte de Justicia ntre trosde los agravios - 
0 

que hicieron valer los quejosos sostenian que la mencio--

nada Ley era anticonstituciona que era garantra consa-

grada en la Constitución principio que establece la im-

posibilidad _de expropiar u bien sin justa compensación y-

que é'ste principio ba contravenido ya que se le permi-

tra a la empre a la ocupación de sus tierras sin que ésta—

hiciera efecti 

derecho 

en uno d. 

que 

a que no 

antes de 

Previamente la indemnización a que tenia-. 

este respecto la Suprema .Corte Americana sostuvo, 

los considerandos, lo siguiente: Se afirma, ade-

la Ley del Congreso viola la Constitución en cuanto 

provee que se pague una indemnización al quejoso - 

que la empresa demandada ocupara dichas tierras --

para construir su vra en ellas. Esta objeción que se formu-

la contra la Ley no Puede sostenerse. La Constitución decla 

ra que la propiedad privada no debe ser ocupaddpara un fin 

p4blico sin justa compensación': No preve' ni requiere que - 

(IQ pague la indemnización realmente antes de la ocupación - 

de la tierra que haya de tomarse. Pero el propietario tie--

ne el derecho de que se provea de una manera razonable, cier 

ta y adecuada, lo relativo al pago de la indemnización an--

es de que sea perturbado en su posesión. En cuanto a si --

una disposición determinada es suficiente para asegurar la-. 

indemnización a la cual tiene derecho, conforme a la Consti 



tución, esa veces una cuestión difrcil." lilliam A.Sweet 

v-Christian Rechel..- 159 U.S. 380, 39-40 Lawyer's Edition 

188.-E1 primero de'junio de 1867 la Legislatura del Estad, 

de Massachusetts expidió una Ley por la cual se facultaba-

al Ayuntamiento de la Ciudad de Boston a expropiar con fi-

nes de Salubridad Pública, tierras con todas las construc-

ciones y demis accesiones que en ellas hubiere, sin otro . 

requisito que proceder desde luego a tomar posesión de las 

mismas e inscribir, dentro de los 60 dras subsecuentes, en 

el Registro de la Propiedad, una descripción de los terrenos 

afectados con una declaración subscrita por el Alcalde de - 

la Ciudad certificando que los bienes se ocupaban cumplien-

do ,lo dispuesto por el Decreto respectivo y en el concepto 

de que tales bienes pasarran desde luego al dominio de la - 

Municipalidad,.-Por lo que respecta al pago de la indemniza-. 

cien disponra la Ley expresamente que todas aquellas perso-

nas que consideraran tener algún derecho sobre las érras-
lé , - 

expropiadas'quedaban en libertad, durante un a  / partir 

de la fecha en que las mismas fueren expropiada ins-

taurar una acción en los tribunales locales deis tplAndu la - _ 

fijación y el pago de los danos o ihdemnización e 001son--
, 

diente,- En vista de esta disposición, la principal Mestión 

examinada en el caso que nos ocupa fu 4 la constitucionalidad 

de la mencionada ley por cuanto a que no ordenaba que se pa-

gara una indemnización a los propietarios de los bienes afee 

tados, con anterioridad a la expropiación de los mismos por 

el Ayuntamiento.. Procediendo al eximen del punto planteado, 

la Suprema Corte de los Estados Unidos en su sentencia dijo: 

"Pero acaso debe en efecto ofrecerse o pagarse la indemniza 

ción antes de esa ocupación o expropiación? No es suficien-

te, para qüe se cumplan los requisitos constitucionales, --

con que se provea debidamente lo relativo a la indemnización? 

"Las Constituciones de algunos de los Estados expresamente - 

exigen que primero se pague la indemnización al propietario-

antes de que pueda nacer el derecho a favor del público. Pe 
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ro ni la Constitución de Massachusetts ni la de los Esta-

dos Unidos contienen una dispósición semejante. La primera 

simplemente ordena que el propietario"recibira una compen-

sación razonable'; la segunda, que no se tomar¿ la Propie—

dad privada para un fin público llsin justa compensación."--

Una razonable y una justa compensación tienen el mismo sil.: 

nificado2.'En el caso Haverhill Bridge Props. V. Essex --

County Commrs.,103 Massachusetts 120, dijo la Corte: "La--

, obligación de pagar una indemnización adecuada por la ocu-

pación de la propiedad privada es insepar del ejerci—

do de la facultad expropiatoria. La ley que otorgue esta-

facultad debe proveer que se pague un ndemnización y un-

procedimiento efectivo para pr Ip.r su importe. No es ne-

cesario que el pago preced a la expropiación; pero el pro 

cedimiento para que se h fectiva la indemnización debe 

ser de tal naturale que no exponga al propietario a un - 

peligro y retardo in stificados."-En seguida y previo el-

comentario de1ta y otras ejecutorias de distintos tribu-

nales, 1 Suprema Gorte expuso: "Envista de esta3 autor.-

dadesl , vidente que puesto que la Constitución de Massa 

etts no exige que en efecto se ofrezca o se pague pri-

me la indemnización antes de que el derecho del público-

en los bienes expropiados o destinados para esos fines que lb 

de consumado, los requisitos de dicho Ordenamiento están - 

Plenamente satisfechos cuando la ley respectiva provee lo-

relativo a una indemnización razonable de tal manera que - 

en la practica resulte adecuada y efectiva."- Previos los-

razonamientos de rigor la Suprema Corte de Justicia conclu 

ye: "Somos de opinión que, conforme a la doctrina y a la - 

jurisprudencia, la legislatura fu 4 competente, en ejerci—

cio de la facultad de Dolida de la comunidad, y de su atri 

bución relativa a expropiar la propiedad privada por causa 

de utilidad pública, para autorizar al Ayuntamiento que ex 

propiara el dominio pleno de las tierras a que alude el De 



creto, antes de pagar la indemnizacion, y que lo dispuesto 

sobre la manera de comPensar al propietario fue' una 

adecuada y efectiva.- De esto se sigue que como el 

nio de las tierras en cuestión pasó al Ayuntamiento 

ton cuando dichas tierras ,,fueron expropiadas en los 

nos prescritos por la. Ley de 1g67, las personas que 

cosa - 

domi-, 

de Bos 

térml-

en a--

quellá época eran propietarios de las mismas, quienes-quie 

ra que ellas hayan sido, de allr-en adelante perdieron to-

do derecho, y sólo les quedó Vel relativo a una compensa--

cien razonable." Adirondack RailWay Co. People of The 

State of Now York.- 176 U.S. 335, 43-44 Lawyer's/Edition-

k92.- En el ano de lS97 la Legislatura del Estado de Nueva 

York expidió una Ley por la cual se creó una junta encarga 

da de administrar lo relativo al parque denominado Adiron. 

dack, destinado a uso común y facultando a la junt.kmencio 

nada para expropiar por causa de utilidad pública tierras, 

construcciones, aguas y todo lo necesario a au juicio den-

tro de los limites del mencionado Parque, pudien /desde 

luego ocupar y tomar pósesión de las mencionadas..tierras.-‘ 
Por lo que respecta a la indemnizacicn disponik:11, eY men 

cionada que cuando la junta acordara la expropi:eao el - 

Ingeniero en Jefe del Estado harra una descripci eta-

de la propiedad debiendo la mayorra de los miembros 

junta certificar que la expropiación de los bienes se lle. 

vaba a cabo por el Estado para agregarlos al parque Adlron 

dack, archivares este documento y notificar a los propieta 

nos de los bienes expropiados lo anterior, y que lla par--

tinde la fecha de dicha notificación se consumaran la to 

ma de posesión y la expropiación por el Estado de la pro--

piedad inmueble descrita en la misma not;ificación para los 

usos y fines arriba específi,cados, y en consecuencia, des-

de ese momento la propiedad en cuestión será, considerada - 

un bien del Estado: La notificación referida será prueba - 

irrefutable de la toma de posesión y expropiación por el - 

Estado.- En caso de que el propietario de las tierras ex--
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sus propiedades sin llenar las formalidad 

ni ordenar en debida forma el pago de 
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aroriadas no se pusiese de acuerdo con la mencionada j nta a 

cerca del valor de sus bienes,la ley dispon/a que: dlat du 
rante el plazo de dos anos despu4s de hecha le. notificación-

de expropiación,promover ante la Corte de Reclamaciones una-

demanda por el valor de 1 s tierras y-los danosly la Corte - 

de Reclamaciones ser4. competente para. conocer de dichas re--
clamaciones,y dictar su fallo en ellaslprovey4ndose lo rela-
tivo al pago de lo sentenciadoo.La referida Ley Expropiatoria 
fu 4 impugnada de anticonstitucional alegómdose que por medio-
de ella se permit/a cue los particulares fuesen privados de-

del procedimiento 

emnización.La Su la 

prema Corte de Justicia Americana,res vió:°Es cierto - lae de 
be pagarse una indemnización y e debe establecerse lo rela 
tivo a una investigación sobre a. importe de una manera con-

venientelante 

v,Fort Streét 

Ct.Rep,445;)y 

esto se reali 

algún trib ebidamente constitu/do:(Backus 

Unión aepot Co.,169 U,S.557,42 L,ed.S5311,g Sup 

es reg é derecho en Nueva York que cuando - 

y se provee un medio de pago ciertoodefinido 

y adecuado no es necesario que en realidad se pague la indem 

es de la expropiación por el Estado de alguna de 
sus subdivisiones municipales.-Re New York199 N.Y.569,2 N.E. 
64 eet v.Reche1,159 U.S.400,40 Lged.196,16 Sup,Ct.Rep„43.-
La Ley en el caso que nos ocupa satisface estos requisitos 
en cuanto a que el Erario del Estado es la fuente para el pa 
goa se senala una forma conveniente para la fijación de la-

indemnización a favor de los propietarios y titulares de hi-

nizació 

Potecas y gravámenes.A1 disponer que sólo sean notificados - 
- , 

los propietarlosola misma ley perece que supone que durante-
la secuela del procedimiento pare. fijar la indemnización,se-
comprobare si existen reclamaciones pendientes,y cale en tal-
caso los ihteresados se presentern y sern -/dosli,Crozier v, 
Filed Krupp1224 U,S,290,56 Leed,771,Con fecha 25 de junio del 
ano de 1910 el Congreso Federal Americano autorizó al Gobier-
no Federal por medio dé una. Ley que dictó al efecto para Q u e-



expropiara e hiciera uso de inventos patentados de particu 

lares dando como Ilnico recurso para obtener la indemnización 

el que estos podían promover un juicio contra el Gobierno an 

te la Corte de Reclamaciones en el que se reclamara una in--

demnizacián razonable por el uso de la patente expropiada. - 

Un Comandante Militar del Gobierno de los Estados Unidos de-

America Usó para beneficio de su País patentes que tenla 

registrpdas un grupo de personas de Nacionalidad Alemana 

al demandar estos al citado Comandante, la Supre-a Corte de-

y - 

Justicia Americana resolvió: "Indiscutiblemente que la, obli-

gación de aagar indemnización no requiere inflexiblemente, - 

cuando no existe precepto constitucional que así lo exija, - 

primeramente, que la -indemnización se haga con anterioridad-

a la exproplación,(esto es,que la cantidad deba precisarse y 

pagarse antes de la expropiación), siendo suficiente,tenien-

do en cuenta la naturaleza y el carácter de la,propiedad,con , 

que se provean medios adecuados para que de una maneraajlsta 

y rapida se precise y se pague la indemnización; segune 
,aa - 

do, que, repetimos, teniendo siempre presente la natutlalea--

za y el cardoter de la propiedad, afectada, su valor yalasYk -
YvI› 

circunstancias cue concurran, la obligación de provee n-,/1---,/40
el pago de la indemnización puede cumplirse satisfactoria 

mente asumiendo el Gobierno por su parte el deber de efec—

tuar prontamente el pago de la indemnización que se hubie --

re fijado; esto es, empeIando, ya sea expresamente o de ----

una manera tecita la buena fe plIblica en ese sentido",- Jui-

cio A. Backus, Jr. & Sons and Absalom Backus, Jr. v. -Fort - 

Street Union Depot Company.- 169 U.S.- 557,41-42 Lawyer's --

Edition 1553.,-La Suprema Corte de Justicia de los Estados U--

nidos sostiene la tesis de pago de indemnizanión posterior a 

la ocupación de los bienes expropiados.- La aplicación de es 

te criterio en el presente caso es todavía ms notable por--

que el expropiante no es en la exrecie el Estado sino una --

empresa particular.- Ademes la Constitución Local del  
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Estado de Michigan‘ lugar en que la gmpresa mencio - da 

hizo uso de la facultad expropiatoria para la instalación 

de una estación terminal y v/as férreas, dispone textual-

mente lo siguiente: "Artic'ulo 150 pal'rrafo nueve.- No se - 

ocuparan los bienes de ninguna persona por ninguna socie-

dad para un fin público sin que la indemnización PRIMERO-

se efectúe o se garantice en la forma que se prescriba — 

Por medio de la ley."-E1 quejoso planteó ante la, Corte la 

siguiente argumentación: Que el propietario de los bienes 

goza de la garantra constitucional de que mporte de 

la indemnización que le corresponde sea determinado y pa-

gado antes de que se le prive de la p sin de sus bie—

nes../La eorte, en su sentencia o: "Equivale ésto a — 

una denegación del derechoAa esa protección a la propiedad 

que esta garantizada por mienda XIV de la Constitu- «11~ 

cien Federal? En otis palabras, queda fuera de la facul-

tad de un Estado auto zar en los casos de expropiación - 

tómar posesió TES de la determinación final del impor-

te de la indemnización y de su pago? u. Esta cuestión es-

ente resuelta por los fallos de esta Corte en 

lo juicios Cherokee Nation V, Southern Kansas Railway 

641 (34 Lawyer's Edition 295),Sweet v. hechel, 
Y 

/b159 U.S. 380 (40 Lawyer's Edition 188), NO PUEDE HABER --

NINGUNA DUDA QUE SI SE HACE UNA DISPOSICION ADECUADA SO--

BRE INDEMNIZACION, SE PUEDE CONCEDER AUTORIZACICI PARA TO 

MAR POSESION MIENTRAS ESTE PENDIENTE LA INVESTIGACION RELA 

TIVA AL IMPORTE QUE DEBA SER PAGADO Y ANTES DE LA DETERMI-

NACION FINAL DE ESTE ULTIMO." Henry Bigelow Williams and-

Charles F. Ayer, Trustees. v.„ Herbert Parker, Attorney --

General of Massachusetts, 1á8 U.S. 491, 47-48 Lawyer's - 

Edition 559.. Ante la Suprema Corte de los Estados Unidos-

el quejoso planteó lo siguiente: "La única cuestión en la-

especie es, esencialmente, si es violatorio de las forma--
, 

lidades esenciales del procedimiento (due process of law)-



el que un tribunal decrete la destrucción efectiva de --

bienes particulares en cumplimiento de una ley sobre e2D-

Dropiación conforme a la cual el Estado JOI apodera de --

ciertos derechos, :proveyendo lo relativo a- la indemnizaCiAn 

unicament¿ con dar a los propietarios el derecho de promo 

ver una acción contra un Municipio por danos."-La Corte - 

cita la siguiente disposición de la Constitución del Esta 

do de Massachusetts: "Cuando las necesidades públicas re-

quieran que la propiedad de cualquier individuo sea expro 

Piada para fines públicos, éste último tecibirá una com-

pensación razonable por ese concepto," Y el precepto rola 

,tivo de la Constitución Federal de los Estados Unidos,En-

mienda y, que ordena: "Tampoco se tomará la propiedad pri 

yada para fin público sin justa campensación."- Inter-

Pretendo esa garantra constitucional, la Corte confirma e. 

su jurisprudencia constante al respecto en los siguientes 

términos de su sentencia: "POR LO QUE A LA CONSTITUCION 

FEDERAL CONCIERNE, ESTA ESTABLECIDO POR REPETIDAS-FECU--

TORIAS QUE UN ESTADO PUEDE AUTORIZAR LA TOMA DEJ' ,SION-

CON ANTERIORIDAD A CUALQUIER PAGO, O A UNA DET ION-

FINAL DEL IMPORTE DE LA INDEMNIZACION." En seguida Trl 

buriel, reproduce la parte relativa de su fallo en e' I 
cutoria Backus v. Fort Street, Union Depot Co., 

transcribimos más arriba.... Como en éste caso la Ley del . 

Estado de Massachusetts que se reclamó como inconstitucio 

nall tan sólo otorgaba ajos propietarios afectados el --

deredho de ejercitar acción contra el Estado expropiante-

para obtener el pw;o de la indemnización correspondiente, 

la Corte, al declarar ese precepto legal perfectamente --

constitucional, expresa lo siguiente: "Pasamos por consi-

guiente a investig:ar lo relativo a si la disposición por-

indemnización es adecuada. No se ha planteado cuestión al.¿;•., 

na respecto a la solvencia general de la Municipalidad de 

Boston. Aún cuando en los hechos reconocidos por las par-

tes se manifiesta que LA MUNICIPALIDAD NO TIENE "DINERO - 



FORMA A. 55 

ESPECIALMENTE PRESUPUESTADO PARA EL OBJETO QUE LOS AR, 
7fTICULOS SOBRE DANOS DE LA LEY PRESCRIBEN, NI NINGUNW 

GULTAD O AUTORIZACION'LEGAL EXPRESA PARA RECAUDAR, PRE-I 
SUPUESTAR, O PAGAR DINERO POR TAL CONCEPTO", SIN EMBAR-

COMO DICHA LEY DISPONE QUE "CUALQUIER PERSONA QUE SU-
FRA UN DA10 PUEDE RECUPERAR ESE DADO....EN LOS TERMI 
kos PRESCRITOS POR LA LEY PARA OBTENER UN PAGO POR LOS - 
DAÑOS QUE SUFRA CUALQUIER PERSONA CUYO PREDIO SEA EXPRO-
PIADO PARA LA CONSTRUCCION DE UNA CARRETERA", Y COMO - 
EXISTE UNA LEY DE CARACTER GENERAL QUE CONTIENE DISPOSI-
CION APROPIADA PARA ESA RECUPERAC1ON, LA CUESTION RELA--
TIVA A LA SOLVENCIA NO PARECE SER DE IMPOR CIA.0 Jul-

do Joslin Mfg. Co. V. Providence.-2 u.s. 668,67 Law__ 

yers$ Edition 1167.- La 

1 

legisla r t ra del Estado de Rhode 

Island, por medio de una ley fa 1 6 expresamente a la - 
Ciudad de Providencia par e expropiara las tierras y-

sus accesiones que fueran n cesarias para establecer - - 

el servicio de agu ables de la Ciudad. La ley au--

torizaba al C ejo Municipal de la Ciudad para que seha 

lara. en '.1111a dec racidn o decreto los bienes afectados 

y que AL SORIBIR ESA DECLARACInN EN EL REGISTRO PUBLI-

CO DE LA OPIEDAD, PASARIA INMEDIATAMENTE EL DOMINIO 

P O SOBRE LOS BIENES A LA MUNICIPALIDAD EXPROPIANTE;-

y que dichas autoridades TOMARIAN POSESION DE LOS BIE—

NES DESDE LUEGO,', en la inteligencia de que si el ex- - 

propiante y el Propietario no se ponían de acuerdo en - 

cuanto al precio, ste dltimo en el plazo de un año,con 

tado a partir de la fecha en que recibiera la notifica-

ción relativa ala toma de posesidn de lob bienes, o de 

dos anos, si no recibía tal notificación, desde la fecha 

en que el decreto o declaración expropiatoria se registra 

'ra,- podría INSTAURAR UNA DEMANDA ANTE EL TRIBUNAL SUPE—

RIOR DEL ESTADO PIDIENDO quE UN JURADO O UNA COMISION FIJA 
RA EL MONTO DE LA INDEMNIZACION.- La Ley de .Expropiación,-

además, autorizaba a las autoridades expropiantes para - 

que VENDIERAN, ENAJENARAN O REMOVIERAN TODOS LOS EDIFI- - 



CIOS 0 CONSTRUCCIONES ERIGIDAS EN LAS TIERRAS EXPROPIA--

DAS cuando fuera necesario para evitar que las obras - - 

fueran obstruccionadas.- En vista de que los propietarios 

afectados reclamaron ante la Suprema Corte de los Estados 

Unidos la anticonstitucionalidad de esas disposiciones - 

legales, en cuanto a que la determinación y pago de la - 

indemnización era posterior a la expropiación y ocupación 

de los bienes, y que autorizaba a las autoridades atIn --

para vender y enajenar las construcciones erigidas en --

los terrenos afectados, la Corte otra vez reafirmó su te-

sis constantemente sustentada en este punto, declarando - 

textualmente lo siguiente: "EN SEGUIDA ENTRAMOS A CONSI--

DERAR LA CONTENCION DE QUE LA LEY PERMITE QUE SE OCUPE - 

LA PROPIEDAD Y OTORGA PODER PARA ARRENDAR, VENDER 0 ENA-

JENAR ESA MISMA PROPIEDAD SIN UNA OFERTA PARA EL PAGO DE 

UNA INDELNIZACION POR LA MISMA, 0 SIN QUE SEA DETERMINA-

DA PREVIAMENTE. DESDE HACE TIEMPO HA QUEDADO ESTABLECIDO 

QUE EL APODERAMIENTO DE LA PROPIEDAD PARA UN FIN PUBLICO 

POR UN ESTADO 0 POR UNA DE SUS MUNICIPALIDADES NO 40E-

CESARIO QUE VAYA ACOMPAWADO 0 PRECEDIDO DE PAG0j,SIN 

WE EL REQUISITO DE LA JUSTA COMPENSACION QUEDA SATI E-

CHO CUANDO MEDIANTE LA FE Y CREDIT° PUBLICOS SE GARANTI-

ZA UN RAZONABLEMENTE PRONTO AVALUO Y PAGO Y EXISTE 

POSICION ADECUADA PARA WE SE CUMPLA ESA GARANTIA. Sweet 

V. Rechel, 159 U.S. 38o, 400, 404, 407, 40 L. - ed. 188, 

196-198, 16 Sup. Ct. Rep. 43; Williams V. Parker, 188 U. 

S. 491, 502, 503, 14-7L. ed. 559, 562, 563, 23 Sup. Ct. - 

Rep. 440; Crozier v. Fried Krupp Aktiengesellschaft, 224 

U.S. 290, 306, 56 L. ed. 771, 776, 32, Sup. Ct. Rep. 488; 

Bragg v. Waver, 251 U.S. 233, 238, 64 L. ed. 243, 246, - 

4o Sup. Gt. Rep. 125; Adirondack R. Co. v. New york, 176 

U.G. 335, 349, 44 L. ed. 492, 499, 20 sup. Ct. Rep. 460." 

En cuanto al otro concepto de violación hecho valer por el 

quejoso contra la Ley ExPropiatorial la Corte se limite - 

a expresar lo siguiente: "TAIIIPOCO HAY NADA EN EL AGRAVIO-
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14-3. 

DE QUE LA MUNICIPALIDAD, DESPUES DE EXPROPIAR, PER ANTES 

DE PAGAR, ESTA FACULTADA PARA ARRENDAR, VENDER O ENAJENAR 

CUALESQUIERA TIERRAS EXPROPIAWS Y RETENIDAS PARA MOTE--

,ER LA PUREZA DEL ABASTECIMIENTO DE AGUA, Y PARA REMOVER--

EDIFICIOS O CONSTRUCCIONES QUE OBSTRUCCIONEN EL PROGRESO 

DE LAS OBRAS. QUE TODOS ESTOS SON MEROS' INCIDENTES EN LA, 

APLICACION DE LA LEY Y EN EL MANEJO DE LA PROPIEDAD, CUYO 

DOMINIO HA PASADO A LA CIUDAD, QUE EN NADA CONCIERNE A --

LOS QUEJOSOS, Y QUE NO AFECTAN DE NINGUNA MANERA LA VAL', 

DEZ DE LA LEY, ES DEMASIADO EVIDENTE PARA QUE SEA NECESA-

RIO ALGO MAS QUE ESTA DECLARACION. Véase 

citado arriba, pp.4041 407". 

En algunos pases europeos, enSotros 

donde el derecho ha ,progresaa 

t v.Rechell-

Alemania, - 

gran escala, cuando las 

necesidades de la Nació r lo exigen, se. puede llevar a 

debido término un acto expropiatorio, por causa de utili-

dad nacional, ailn 

expropiados 

que se compense el bien o bienes 

indemnización En este particular, Fritz 

Fleiner, en suVTratado sobre Instituciones de Derecho Ad-

minis 

Sabino 

vo, traducción .da la 8a. edición alemana por --

Gendin, Edición áe 1933, Pagina- 253, dice lo si 

te: "La Constitución del Reich no admite sin reser--

vas la primera y ms importante °retención de la garantia 

de la propiedad respecto a que la.expropiación no puede-

efectuarse sin justa indamnización• Aquella no exige m4s,-

que una indemnización adecuada, yi por tanto, permite una 

compensación'que ofrezca de una manera imperfecta el re—

sarcimiento al interesado,(al propietario de una cantera-

que se le prohibe la explotación para evitar que sean so-

cavados los fundamentos de un monumento vecino, hay que - 

concederle indemnización "aí'ecuada", no completa  ;-caso 

de Hamburgo.R.Gerz.-),adnque, de otra parte, no se prohi-

be una indemnización integral. Sin, embargo, hay otra cir-

cunstancia ms importante: la Constitución permite a la 



Legislatura del Reich—no a las Legislatura s de los Estados par 

ticulares—,e1 llevar a efecto una exproulación sin indemniza

cin 

 = 

Wills como garante. para las Iglesias, Estados,. Municipios, 
y otras Corporaciones de utilidad pilblical ha prohibido expre—

samente la confiscación de sus bienes sin indemnizar, restable 

ciendo, en cuanto a etas Corporaciones la „tp,arantía constitu — 

clonal de la propiedad en toda su extensión. (Constitución del 

Reich, artfculo 138, p4rrafo 21art.153,p4rrafo 20apartado 4). 
De todo lo anterior se llega, a le conclusión de que este—

agravio es infundado, pues el artículo 20 de la Ley de Expro — 
pieción que establece que la autoridad expropiante será la que 
fije la forma y lo plazos en que la indemnización deba pagarse'
no abarcando nunca un períodá mayor de diez aIoso no viola el — 
artículo 27 Constitucional,pues hay que tener en cuenta le im—

portancia. del caso,y que la Nación es ilimitadamente solvente—
para afrontar el pago, sin que éste deba e,-,r coet4neo. 

DECIáQUINTO:. El siguiente concepto de violación e en 

síntesis se hace c9nsistir en que los artículos 7o.y-
Ley

.
 de Expropiación que autorizan a la autoridad ,cion 

de loe bienes cuando no se haya hepho valer el redlirso inis 

trativo de revocación,d en caso de qu.,,e, se haya resuelto tl 

vamentepo en los casos a que se r v,vi y 
X del 'artículo lo.de dicha I.ey,en relación con el artículo 20, 
son contrarias al texto del artículo i14- Constitucional;es infun 

:fieren las frac iones 

dado. 
En efeCto„ los artículos .7o.y 8o, de la Ley de Expro ---

piación de 23'de'noviembre de 1936, establecen lo siguiente --

respectivamente: °Cuandono se haya .hecho valer el recurso ad—
, , 

ministrativo de revocacion a Ole se refiere el artículo 50. --
o en caso de que éste haya sido resuelto en contra de las 
pretensiones del recurrente, la autoridad administrativa 
que corresponda proceder4 desde luego a la ocupación  
del bien de cuya expropiación u ocupación temporal se tra 
te, o'impondr1 la ejecución Inmediata de las disposiciones  , 
de limitación de dominio que procedan, ° ° En los casos  
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a que se refieren las fracciones V, VI y X del art/culo 

lo. de esta Ley, el Ejecutivo Federal, hecha la declarato 

ria podr; ordenar la ocupación de los bienes objeto de la 

expropiación o de la ocupación temporal o imponer la eje-

/eución inmediata de las disposiciones de limitación de do 

minio, sin que la interposición del recurso administrati-

vo de revocación,suspenda la ocupación del bien o bienes-

de que se trate o la ejecución de las disposiciones de 11 

mitación de dominios°. Como es de verse de la transcripción 

anterior de las disposiciones legales citadas, éstas no - 

contrarlan el Inciso segundo de la 1 fracci 9° 0 del articu 

lo 27 ConEtitucional, el cual 1consigna que La vez fijados 

por las leyes respectivas, los casos que sea de utili--

dad pública la ocupaclón de la 1edad privada, a la au-

toridad administrativa too hacer la declaración correspon 

diente;, cuya declaración ituye un acto de soberan/a - 

del Poder Público; y consiguientemente no puede tener in-

gerencia alguna la-<1a ridad judicial; de donde se despren 

1 4  • de que la ocuv.. .on inmediata de los bienes expropiados,—

y que esa ocupación inmediata no se sUspenda aún cuando se 

interpo 1 recurso administrativo de revocación <pm con-

81,,a el art/culo 5o, cuando se trate de casos de suma ur-

N,),
g como los consignados en las fracciones V, VI y X del 

articulo lo. de la Ley, no:pueden ser violatorios de la ga 

rantía que establece el articulo 14 de la Carta Fundamental, 

pues no se trata del ejecicio de acciones patrimoniales --

que correspondan a la Nación, para que sea necesario un jui 

do seguido ante los, tribunales 'competentes para proceder - 

a la ocupación de los bienes materia de la expropiación, --

único caso 'en el, cual el art/culo 27 Constitucional prescri 

be que debe existir- juicio previo. 

El hecho de que no se necesita de la intervención ju-

dicial para los cases en que el Estado obra como entidad - 

soberana, en los Estados Unidos de Norte América, el trata-

dista Cooly, en su. obra "Constitutional Limitationes°, cita 



algunas ejecutorias de la Suprema Corte Americana, que - 

sostienen la siguiente tésis: "La autoridadlmaa determi-

nar en cualquier caso si es o no necesario permitir el - 

ejercicio de éste poder, (de dominio eminente), debe re-

en el Estado mismo y es asunto de estricto carác—

ter poi/tico,' no requkrlendo por tanto ninguna audiencia 

ni determinación judicial". 

DECIMOSEXTO.- El otro concepto de violación, que-

en srntesis hacen conpistir las quejósas en que el artrcu 

lo 20 de la Ley de Expropiación es inconstitucional, por-

que supone que el Ejecutivo puede libremente comprométer-

el crédito de la Nación, y aprobar erogaciones que excédan 

del presupuesto de egresos, aún por un periodo que sobre-

pase al de su mandato, es improcedente. 

La afirwación de las quejosas realmente no Puede - 

constituir un concepto de violación, pues dicen que la --

aprobación de erogacioneapor él 12-jecutivol excediéndose-

del presupuesto y del periodo de su mandato, es conKrario 

al régimen de facultades expresas que establece 'Consti 

tución, sin sehalar la disposición violada; y adelli con 

forme a la fraccion VIII del artrculo 73 Constitii r ioPal,- 
el Congreso tiene facultad para 

les el Ejecutivo puede celebrar 

dar bases sobre las ua-

empréstitos sobre el cré 

dito de la Nación, para aprobar, esos mismos empréstitos - 

Y para reconocer y mandar pagar la aeuda Nacional; en la-

Ley de Expropiación de 23 de noviembre de 1936 expedida - 

por el Congreso Federal, en uso de las facultades que la-

Constitución le otorga, se fijan las bases para la indem-

nización diciéndose que el pago no podrá hacerse en un --

término mayor de diezahos, dejándose al Ejecutivo la for 

ma y los plazos, y no podra ser de otra manera, puesto --

que la autoridad expropiante debe tomar en consideración-

sus posibilidades económicas y la importancia del acto. - 

No es exacto afirmar extemporaneamente que el Ejecutivo - 

Federal apruebe erogaciones que, exceden del presupuesto - 
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cantidad que deba pagarse por concepto de indemnización;-

1 4* 10 .10,0=J„. y por lo que respecta a la afirmación hecha por las mismas 
Compadras quejosas en el sentido de que el citado articu—

Atalg 
o 20 de la Ley de Expropiación concede facultades al Eje 

cutivo para que comprometa el crédito nacional, no es exac 

tal pues como se dijo antes la misma ley fija las bases — 

Para la indemnización, dejando a la autoridad administra—

01' S 

ifde egresos, pues ni siquiera se sabe a cuanto asciend a 

tiva expropiante solamente la facultad de fijar la forma—

y los Plazos en que se pague la misma indemnización. 

DECIMOSEPTIMO. Como primer concepto violación,—

correspondiente al Capitulo segundo, en el ual se ataca—

el Decreto Expropiatorio de l8 de marz de l934, diciéndo 

se que es inconstitucional, las qu josas dicen que la ex—

propiación a que se refiere dicho Decreto, por su carác--

ter indeterminado, por la nsión enumerativa de las 

actividades petroler:i. por el número de las Compahias --

afectadas y por la es4- a de acción de éstas en la indus—

tria del petr constituye, y asi se ha dicho publicamen 

e por altos funcionarios, la nacionalización de la indus—

tria pe 

el stado no 

cj;Oticulares, ni menos absorberla por completo, pues — 

a siendo ese propósito inconstitucional, pues 

puede dedicarse a una industria en competencia 

l el articulo 89 Constitucional limita las facultades del -- 

b 
, 

Ejecutivo, sin que se encuentre en ellas la de que se le — 

autorice para que ejerza alguna industria o comercio, y el 

articulo 28 Constitucional prohibe los monopolios y estan—

cos, y además, los párrafos IV y VI del articulo 27 Consti 

tucional consignan que la explotación del petróleo debe --

hacerse por medio de concesiones del Gobierno Federal a --

loe particulares o sociedades civiles. Este concepto es in 

fundado por los siguientes motivos: El Decreto de lg de --

marzo de 1.93g, al declarar que se expropian los bienes que 

se relacionan con las actividades de la Industria petrole—

ra y que pertenecian a las Compah/as quejosas, indudable--



mente que tuvo por efecto que pasaran esos mismos bienes, 

como son la maquinaria, las instalaciones, los edificios, 

los eleoductos, las refinerras, los tanques de almacena--

miento, las vras de comunicación, los carros-tanques, las 

estaciones de 'distribución de los productos, las embarca-

ciones y en general los demás bienes muebles e inmuebles-

que con dicha industria se relacionara a ,ser propiedad nací° 

nal; pero ello no 

motivó el Decreto 

tanco o monopolio 

significa que la causa determinante que-

en cuestión fuera el establecer un es--

en favor del Estado; esto queda demos--

trado con el hecho de que independientemente de las Com--

pahras petroleras a quienes se afectó con la expropiación, 

existen en el Pars, y están funcionando otras em resas a-' 

quienes no afectó el acto expropiatorio, y además o se - 

impide que en el futuro otras personas flsicas o morales-

puedan dedicarse a esa actividad. De los términos en que-

se encuentra concebido dicho Decreto se viene en perfecto 

conocimiento que las causas que lo motivaron, fuepdh las-
/ el 

siguientes: a), que las empreáas petroleras que/fueron — 

'condenadas a implantar nuevas condiciones de trabaj :por-

el Grupo Nilliero 7 de la Junta Federal de Conciliali y 

Arbitraje, manifestaron que no aceptaban el laudói, nun-

ciado, no obstante que se declaró su constitucionali d 

por ejecutoria de esta Suprema Corte de Justicia de la Na 

ción, b), que al negarse a acatar el laudo de referencia.. 

no adujeron otra razón que estaban incapacitadas economica 

mente para ello, e), que lo anterior trajo como consecuen 

'cia necesaria la aplicación de la fracción XXI, del artrcu 

lo 123 de la Carta Fundamental que establece que si el pa 

trono se negare a someter was diferencias al Arbitraje o-

a aceptar el laudo pronunciado por la Junta, se dar a por-

terminado: el contrato de- trabajo y quedará obligado a --

indemnizar al obrero con el importe de tres meses de sala 

rio, además de la responsabilidad que le resulte del con-

flicto, por cuyo motivo se declararon rotos los respecti-
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/5 1 VOS contratos,d), que ese hecho indudablemente traérla - 

como consecuencia la paralización total de las activida-

des de la industria petrolera, y en esas condiciones, --

el Poder Público juzgó pertinente intervenir para evitar 

graves trastornos interiores que hartan imposible la sa-

tisfacción de necesidades colectivas, y'especialmente la 

Paralización de los medios de transporte y de algunas in 

dustrias que requieren esos productos para su funciona--

miento, e), que el Estado, cumplimentando el texto y el-

esprritu del articulo 27 Constitucional estaba en la o--

blización de velar por la conservación, d rollo y &MI 

aprovechamiento del petróleo. Por lo terior queda evi-

denciado que el Estado no se pro uso acaparar la indus--
, 

tria petrolera, desentendi;ndos lo dispuesto por el-

artrculo 28 Constítucio ue prohibe que en la Repú—

blica no deben existir mono_olios ni est cc e ningu-

na naturaleza, excej /4)dose los que el mismo artrculo - 
1

consigna; lue1go esulta aventurada e inexacta la afirma-

ción que en est\e articular hacen las Compahlas quejosas. 
¿ 1 1.,

, 
Por otr rte, según lo dispuesto por el artrculo 30. de 

la Ley Or nica del 28 Constitucional, se entiende por - 

lo toda concentración o acaparamiento industrial-<2» 1 
o comercial y toda situación deliberadamente creada, que 

leD„ ermitan a una o varias personaá imponer los precios de-

los artrculos o las cuotas de los servicios con perjui—

cio del, público en general o de una clase social, cir. 

aunstancias que no existen en el presente caso, desde el 

momento que el Decreto impugnado no tendió a suprimir a-. 

los competidores desplazándolos de la lucha económica, - 

pues como se dijo antes, en el Pars, concomitantemente - 

con las actividades que ahora desarrolla uPetróleos Mexi 

canos", funcionan algunas Compahras a quienes se dan to-

da clase de garantras. Tampoco es exactwla afirmación - 

que hacen las quejosas en el sentido de que el artrcula-

27 Constitucional, en la parte relativa, exprese que aún 



que la riqueza petrolera del sub-suelo mexicano correspon 

de.a la Nación, la explotación de ella debe hacerse por me-

dio de concesiones que 

ticulares o sociedades 

el articulo mencionado 

otorgue el Gobierno Federal a par-

civiles; pues la Constitución en - 

determina que corresponde a la Na-

0 
ciol el dominio directo de los minerales o substancias --

que en vetas, mantos, masas o yacimientos, constituyan de 

pósitos cuya naturaleza sea distinta de los componentes - 

de los terrenos, y que el dominio 4ue la Nación tiene so-

bre ellos es inalienable e- imprescriptible, PUDIENDO la - 

misma Nación otorgar concesiones, CON LA CONDICION DE QUE 

SE ESTABLEZCAN TRABAJOS REGULARES PARA LA EXPLOTACION Y - 

SE CUMPLA CON LAS LEYES, lo que quiere decir que el Esta-

do no está en la obligación de otorgar las concesiones, - 

sino que es una facultad de él. Del contenido del párrafo 

del artfculo Constitucional a que se ha hecho referencia, 

se deduce que la Carta Magna no prohibe que el Ejecutivo-

Federal, pueda llevar a cabo en forma directa la e °tal.. 

cien de los yacimientos petrolfferos, pues en caso ton,. 

trario la Constitución habrfa dicho expresamente qut al 

Estado quedaba prohibida esa actividad, debiendo e lotar 

se la riqueza del sub-suelo nacional solamente p empre-
sk\lt, 

sas o personas a' quienes debiera otorgar lasconceá- ''nes - 

respectivas; lo anterior se corrobora con el hecho de que 

la Ley del Petróleo faculta al Ejecutivo Federal para de-

signar zonas de reservas petroleras, que sólo pueden ser-

explotadas directamente por la Nación o por medio de con," 

tratos-concesiones que se sujetan a condiciones especia—

les. 

DECIMO-OCTAVO - El segundo concepto de violación - 

que se alega en este capitulo se hace consistir en que el 

artfoulo 4o, Constitucional garantiza la libertad de lra)--

jojel 28 prohibe la creación de estancos o monopo-, 

pues de otra suerte tal libertad se burlar/a; 

especie se d Pginnirl n 111,:Aenmnny-51'ne tgo 

qi 



dicial,cuando se ataquep los derechos de 

tercero& por resolución gubernativa,diétada en los tlr 
minos qi marca la ley,cuando se ofendan los derechos_
/ 59 1g. sociedad lo que no ha acontecido en le especie, 
sino como se dijo 

445. 
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hecho,a1 mismo tiempo aue tiende a la creación del
2 .
es-

tanco ruls efectivo que haya existido en el Pals, tiene 
como consecuencia el impedir a las Compahres el uso y-

goce de la garantra que consagra el articulo 4o.Consti 

tucional. 

Este concepto de violación es infundado por les - 
'siguientes razones: El Decreto Fxpropiatorio se reduce, 
,y no podia ser de otra manera, a declarar que los bienes 
a que se refiere quedan expropiados,esto esIse cambia-
de titular,la propiedad pasa al Estado n que se im--
pida a las quejosas dedicarse a la indus ia, comercio 
y trabajo que les ecomodeo siendo 1 

no existe ninguna relación en 

prive a las Companres de los es a que se refiere el 
Decretopy el derecho a nsagra el articulo 4o.Cons-
titucional referente e qu las mismas -pueden continuar 
dedicIndose a la rtm industria,pues como el mismo ar 
trculo lo establece esa arantra sólo puede vedarse par 

determinacio 

e el 

tos; por lo dem4s, 

hecho de .1,1e se les 

expropia__ 
tono los bienes cambiaron de titular; y por lo que res—
pecta a la creación del estanco ó monopolio que se dice 
pretende el Estado,ya en el considerando anterior se di 
jo que no existe tal cosa.Por lo dem‘s,las empresas --
quejosas han conservado su personalidad y 91 caracidad 
juridica para dedicarse a opereciones mercantiles o in 
dustriales, sin que al respecto existan actos de autori 
dad judicial que les impidan esas actividades; y tan es 
asr,que las Companies han solicitado el presente juicio 
de garantias,acudiendo antes ante las autoridades aduar-

nistrativas,haciendo valer el recurso que les concedia 
la ley;y si bien es verdad que dichas Empresas pnprg., 

antes, en virtud del acto 



pahfas quejosas. Ya se dijo en anterior considerando qu 

tir perjuicios transitorios como consecuencia-de la ejecución 

del Acuerdo Exproriatorio, esos perjuicios no pueden estar 

por encima del interés nacional. 

DECIMOINOVENOL El otra concepto de violación se ha 

ce consistir en que el artrculo 27 Constitucional dice que --

las expropiaciones sólo podrén hacerse ro:r causa ce utilidad-

pública y mediante indemnización, -y al convertirse el Estado-

en el único explotador de la riqueza retrolera, actda con ma-

nifiesta violación del ertrculo 28 Constitucional,y al consti 

tuirse el Ejecutivo en negociante industrial, se excede de --

las facultades que le confiere el artrculo 89 de la Ley Funda 

mental, resúltando evidente que no puede haber causa de utili 

dad pública en la ejecución de actos que son violatorios de - 

la Carta Magna. 

Este Elrevio es infundado. Desde luego cabe hacer ----

notar que el artrculo 89 de la Carta. Fundamental, que estable 

ce las facultades y obligaciones del C.Presiente de 

blica, no constituye una gprantra individual que p 

violada, por cuyo motivo, si el Ejecutivo realmen 

se excedido en sus atribuciones, en todó caso eso 

le-

vo de una responsa.,111dad que no puede perjudicar. Gom 
170 

Decreto Expropiatorio no convierte al Estado en el único ex--

plotador de la riqueza petroleralpuesto que no estaalece nin-

guna restricción para la explotación de dicha riqueza a los 

particulares, ni se restringen las actividades de esa indus 

triau En el presente caso el Ejecutivo Federal no hizo otra--

cosas que ejecutar los actos jurrdicos que se derivan de la a 

plicación del artículo 27 Congtitucional,la Ley de Expropia. - 

ción y las dem4s leyes vigentes, sin que con esa actitud del E 

jecutivo se convierta al Estado en negociante,Q:industrial. 

VIGESIMO:-El otro concepto de violación estriba en ---
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que toda expropiación debe necesariamente versar sobre 

bienes determinados en concreto, es decir, individuali 

zados, Puesto que tiene por objeto hacerlos Pasar de -• 

a propiedad privada al patrimonio del Gobierno; que - 

la Ley de Expropiación en sus artrculos go, y 10o, di-

ce que el Ejecutivo Federal podr ordenar la ocupación 

de los bienes, lo que quiere decir que la expropiación 

requiere la identificación del bien que se expropia, y 

a ese pesar, el Decreto Expropiaterio no enumera bienes 

concretamente \expecíficados, por cuyo motivo se viola, 

el artrculo 27 Constitucional. 

Este concepto de violación e improcedente. La 

Constitución Federal en el artf,ulo 27 se limita a de-

cir lo:- siguiente: "Las leyes L'a Federación y de los 

Estados en su urisdicciones determinaran-

los casos< en que sea de u lidad pública la ocupación - 

de la propiedad p y de acuerdo con dichas leyes-

la autoridad inistrativa hard la declaración corres-

pondiente.... , sin que pueda desprenderse del párrafo-

del art 4 ulo constitucional transcrito, que las leyes - 

sobre e opiación que se expidan deban consignar en 

respectiV 

•••11 

o de sus artrculos, que los bienes por expropiar,-

11 :gado el caso, deban individualizarse de manera con--

creta, y menos aún, cuando se trata, como en el caso --

presente de expropiación de negociaciones o industrias-

sin que el Ejecutivo Federal hubiera tenido conocimien-

to con anterioridad a la fecha del acto exproplatorio„-

de todos y Cada uno de los bienes muebles e inmuebles-

que estaban afectos a la'explotación de la industria pe 

trolera. Por otra Parte, si se lee detenidamente el De-

creto, se ver 4 que en el se habla ,de expropiar la. maqui 

:varia, instalaciones, edificios, etc., y todos los deruls 

bienes muebles e inmuebles que fueran propiedad de las 

Companras expropiadas, resultando que sr se precisaron - 

los bienes que debran ser materia de la expropiación, --.



aunque no se describlean de una manera minuciosa, pues 

probablemente las Oompadas pretenden que Se hubiera di 

cho: expropia la casa numero.  Ubicada en 

requisito que como se dijo antes, no se exige por la 

Constitución Federal ueda fuera de duda que quedaron-

precisadoe los bleneg motivo de la expropiación con el-

hecho de que los órganos del Poder Ejecutivo que fueron 

facultados para la ocupación de los mismos, llevaron a-

debido término ese acto, ocupando todos y cada uno de --

los bienes que tenlan relación con dicha, actividad. 

VIGESIMP-PRIMERO,- El concepts de violación que en 

quinto lugar esgrimen las Comparas se hace consistir en 

concreto, en: que el art/culo 3o; del Decreto o Acuerdo - 

Exproplatorío de 18 de marzo de 1938, prescribe Ilke la - 

Secretarla de Hacienda, pagará la indemnización correspon 

diente en un plazo que no excederé de diez años, y que 

los fondos para hacer el pago los tomaré del tanto ID r 

ciento que se determine posteriormente de la pr 6alón-
2 

del Petróleo; que no puede caber,duda que los 

'bina 11dos al pago son un tanto por ciento de la 'mi'd 11A, 

la cual sólo puede Droveniii de:los pozos ya pe 0 

o de los que en lo sucesi'vo se perforen; que res 

los primeros, el petróleo constituye, desde que los po—

zos brotaron hasta que se agoten un valor patrimonial --

de las Compah/as, y él se les expropia de este valor y - 

sólo reciben un tanto por ciento del petróleo que siga - 

brotando, quedará una porción del bien expropiado que no 

se indemnice, violándose el artroulo 27 Constitucional,-

pues la expropiación debe hacerse mediante indemnización, 

y cuando esa indemnización no media ,se trata de una con-

fiscación, y por ende, se vulriera también el artrculo 22 

Constitucional; que lo mismo puede decirse respecto del-

petróleo que proceda de los pozos sin perforar, que hayan 

sido y% o no ,materia de permisos de Perforación, Dues las 

Compah/as ten/an ya respecto de dicho petróleo un derecho 

4, 
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patrimonial indisputable, 

Este concento de violaeión es inconsistente. Efe ti-

vamente el artículo 3o. del Decreto Expropiatorio consig-
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na que la Secretaria de Hacienda pagara la indemnizacion-

respectiva en un plazo que no excederá de diez años, y --

que los fondos se tomarán del tanto por ,ciento que se fije 

posteriormente, de la ,producción'del petróleo y sus deri-

vados; pero ese artrculo lejos de vulnerar los artrculos-

27 y 22 Constitucionales, se- ajusta a los antecedentes, - 

al esprrítu y a la letra del primero, y no vulnera el otro; 

pues como se verá en-eonsiderando posteri a afirmación 

de las quejosas, relativa a que es d su propiedad el pe-- 

¿ tróleg extraisdo con posterioridad a 171 oma de tosesión de 

los bienes, y el petróleo que cuentre en los yacimien 

tos petrolrferos, aún cuan .o no se hubiese verificado has-

ta el da de la expropia c la perforación de los pozos,-

es notoriamente me).- eta, pues conforme al articulo 27 Cons 

titucional, el cue] no a reafirmar los derechos que el - 

Estado tiene reel'suelo y sub-suelo desde los tiempos-

de la Colonia, corresponde a la Nación el dominio directo-

minerales o substancias que en vetas, mantos, 

m as o yacimientos, constituyan depósitos cuya naturaleza 

se istinta de los componentes de los terrenos, entre --

los cuales se encuentra el Petróleo y todos los carburos-

de hidrógeno sólidos, líquidos o gaseososocuyo dominio_direc 

to es equivalente a un derepho de propiedad que no admite-

otro derecho concomitante, y el cual tiene las caracterrs-

ticas de ser inalienable e imprescriptible y a los parti—

culares 13-1 aociedades civiles solamente se les conceden - 

Permisos para extraer el petróleo, y hacer suyo el que ex-

tralgan; de donde se desprende que si el Decreto Expropia-

torio determina que el pago de la indemnización se hard --

del tanto por ciento que se fije posteriormente, (natural-

mente teniendo en cuenta la cuahtra o suma que importe la-

indemnización total), esa determinación equivale a dispo--



ner el Estado de lo suyo, y, or lo tanto, si se indemni—

za a las Gompahras cubriéndoles el valor de los bienes --

que les fueron expropiados, en manera alguna puede consi—

derarse que se haya vulnerado el articulo 22 Constitucio—

nal, que establece que quedan prohibidas, entre otras pe—

nas, las confiscaciones de bienes, ya que no puede existir 

confiscación, esto es, privaeión de los bienes de una per 

sona frsica o moral sin'la contraprestación respectiva, — 

cuando precisamente se ordena que se cubra el importe de—

los bienes que cambian de titular, 

VIGESIMO—SEGUND0,—El concepto de violación aducido — 

en sexto lugar, se hace consistir en que al disponer el — 

artrculo 30,del Acuerdo Expropiator10,1 qUe los fondos pa—

ra hacer el pago de la, indemnizaeión se tomarán de la pro 

ducción del petróleo y sus derivados, hace que esSpago — 

en unos casos no'exista y en otros Sea aleatorio, pues --

puede suceder que los pozos no produzcan petróleo o que — 

el valor de 41,cuando se produzca, no sea bastant ra 

cubrir la indemnización ; que por tal motivo se“villael—

artreuio 27 Oonstituclonal, / 

Este otro concepto es igualmente infundado, El -Deere 

to Expropiatorio que se,viene comentando, de una manera 

clara y terminante consigna que el pago correspondiente a 

la indemnización de los bienes expropiados deberá hacerse 

en un plazo que no exceda de diez ahos; de lo anterior --

puede deducirse, sin género de duda que no es exacta la — 

afirmación de las.quejosas en el sentido de que el pago — 

sea dudoso o aleatorio; pues si bien es verdad que en el—

mismo Decreto se dice, —lo que pudo no haberlo hecho—, --

que los fondo se tomarán del tanto por ciento de la pro—

ducción del petróleo que se fije con posterioridad, ello—

no quiere decir que en el remoto caso de que la producción 

del petróleo y sus derivados no alcanzara para cubrir la—

indemnizaCión, en la forma que se determine, y según la — 

manda de ella, los fondos puedan tomarse de otra fuente 
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de ingresos del Estado; y en caso contrario, las Compa—

Eras no pueden perder el derecho que les asiste de exi—

lir que se les pague la indemnización 'dentro del término 

que fija la Zey, y esto, en el caso de que no se deter—

minél. como se dijo antes, teniendo en cuenta el mdnto,—

que el pago se haga en un plazo menor. Por lo demás, --

la fijación de ese tanto por ciento que se tomará de --
- 

los productos del Petroleo y sus derivados, es un acto—

que aun no se realiza, y, por tanto, las Compahlas que—

josas se aventuran a hacer una consideracien carente — 

'de fundamento; luego el Decreto Expropla o en este — 

particular no viola las garantras a e se Invocan. 

VIGSIMO—TERCERO.T. En el (0..prt ,o tercero, bajo el 

rubro: °El Decreto Expropiato lo ni siquiera se Ajusta — 

a la Lev de Expropiación° las mismas quejosas aducen --

como primer concepto de acion el siguiente : Q'ue el—

artrculo 30. de la ey de Expropiacien dice que el Eje--

cutivo Federal, por 

que corresn 

onducto de la Secretarra de Estado—

tramitará el, expediente de expropiación, 

y en su caso, hard la declaratoria respectiva, lo que im—

plica istencia previa de un expediente tramitado en 

que recaiga un acuerdo del Ejecutivo refrendado por — 

ecretarío del Ramo expropiando un bien o bienes con—

cretamente individualizados; que como no se tramite ex—

pediente alguno. ni se concretaron los bienes, puesto que 

se deja a juicio de la Secretaría de la Economra Nacional 

determiñarlos, después de una ocupación global, resulta—

que el Acuerdo txpropiatoriP no se ajuste a lo dispuesto 

por laJ,ey de Éxproplación, violándose el articulo 14 --

Constitucional, asir como el articulo 16 de la misma Cons 

titucien, porque se molesta alas quejosas sin que se 

funde la causa del procedimiento. 

Este concepto de violación es inconducente. Sobre—

••••••• 

este particular cabe hacer notar que la Constítucien Ge—

'neral de la República, en su articulo 27, parte relativa, 



solamente previene que las leyes de la Federación y de - 

los Estados en sus respectivas jurisdicbiones, determi--

naran'los casos en que sea de utilidad pública la ocupa-_‘-

alón de la propiedad privada, y de acuerdo con dichas le 

yes la autoridad administrativa hará,la declaración do. 

nrIlmantatu pudiendo verse que la Constitución no es-

tablece procedimiento alguno qué deba seguirse para de--

cretar la expropiabión; y de acuerdo con los términos --

9onstitucionales„ la Ley de Expropiación de 23 de noviem 

bre de 1936, tampoco establece ningún procedimiento que-

deba seguirse para decretarla expropiación; y si bien - 

el art/culó 3o, de la Ley referida dice que el Ejecutivo 

Federal, por conducto de la- Secretaria de Estado, Departa 

mento Administrativo o Gobierno de los Territorios corres 

pondiente, tramitará el expediente de expropiación, de - 

ocupación temporal o de limitación de dominio, y en su - 

caso 'hará la declaratoria respectiva, el artraulo- U 

la misma. Ley dice que en los casos a que se refi

fracciones y, V, VI y X del artrculo lo. de la Ley,-:es4o es 

en los casos de suma urgencia, como en el presente >cuan-

do con la paralización de la industria petrolera seláca--

rrean graves trastornos a las necesidades públicas.„. pites-_. 

las industrias experimentan serios perjuicios y los ser--

vicios de comunicación que utilizan el petróleo y la gaso 

lina se ven seriamente afectados, hecha la declaratoria - 

respectiva, se puede ordenar incontinenti la ocupación de 

los bienes objeto de la expropiación, llegandose al extre 

m'o de que ni aún cuando se haga valer el recurso adminis-

trativo que consigna el articulo 5o. de la Ley en 

pueda suspender la ocupacin de los bienes motivo 

expropiación; luego la tramitación del expediente 

cuestión, 

de la - 

a que - 

se refiere la Ley, en su caso, solamente significa que la 

autoridad administrativa que ordena la expropiación deba,-

cerciorarse de que existe alguna de las causas que la Ley 

establece, sin que pueda tener participación alguna la --



las garantías 

que otorgan los artículos 14 y 16 C titucionales„ ya - 

que en esta materia no rigen 'ao ellas garantías, sino --

que tienen aplicación cuando s ata de juicios. Por lo 

demás, el artículo 3o. s ente determina que el Ejecu-

tivo Federal hará la decla atoria respectiva, sin exigir 

que el C. Presiden la República deba ser quién enu-
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parte o partes afectadas; y en el caso a estudio 

fuera de duda que con el expediente tramitado ante el --

Grupo,Número 7 de la Junta Federal de Conciliación y Ar-

bitraje de esta Capital, y eh el cual se puso de mani-

esto la negativa de las Compañías a acatar el laudo,. 

//////

prefiriendo la suspensión de las aotividades, lo que in-

discutiblemente traía como consecuencia graves trastornos 

para la económia nacionala la suspensión inmediata de 

/ , 
, servicios importantes que perjudicaban notoriamente a la 

41.11• 

, a
sociedad, resulta que,la ocupación de los bienes en la - 

forma en que se hizo hé pudo haber vulnera 

---,,.,---, , 

.,...,'  mere loe biene comprendidos en la expropiación. 
• --f-i-. -1,- tl -w 

VIGESI1 O- JARTO El segundo concepto de violación 

-.... en sínt 

bienes e 

s se hace consistir que la determinación de los 

ropiados pe deja a juicio de la Secretaría de-

onomía Nacional, lo que constituye una delegación-- 

que el C. Presidente de la República hace en dicha Secreta 

ría de la facultad de resolver el punto fundamental que-

debe ser objeto de la declaratoria, tomo lo es la deter-

minación de los bienes que deben expropiarse; que el ar-

t/culo 30, de la Ley de Expropiación dice que el Ejecutl 

vo es quién debe hacér,la declaración, y por tanto, el - 

Acuerdo Expropiatorio ea contrario a,la Ley, causándose-

a las quejosas molestias infundadas y violándose, por --

ende, el articulo 16 Constitucional, en relación con el-

14. 

Este agravio el igualmente infundado. En el caso a-

estudio quién hizo la declaratoria de expropiación, según 

es de verse del acuerdo respectivo, fue el Ejecutivo Fede 



l'al; y por tanto, no es exacto que dicho acuerdo contra 

venga los términos del articulo 30. de la Ley de Expro-

piación, pues aún cuando en el artrculo 2o. del Decreto 

Expropiatorio se dice que la Secretaria de la Economra-

Nacional, con intervención de la de Hacienda, procederá 

a la inmediata ocupación de los bienes materia de la ex 

propiación y a tramitar el expediente respectivo, ese - 

hecho en manera alguna constituye una delegación de fun 

clones, pues una Vez determinados los bienes expropia--

dos, esto es, todos aquellós que tuvieran relación con-

la industria del petróleo, tenra qúe valerse el 'Uecu--.. 

tivo Federal del Secretario o Secretarios del Ramo que 

correspondiera para llevar a efecto el acuerdo, Testo-

con las facultades que expresamente consigna el articulo 

90 Constitucional; debiendo considerarse legalmente los 

actos que ejecuta cada. Secretario de Estado, como eje u 

tados por'el,mismo Presidente de la República. 

VIGESIM0-QUINT0,- El tercer Concepto de violación 

se hace consistir en que el Decreto Expropiatorío consi£ 

na en su parte considerativa que se trata de impedir --

que se produzcan graves trastornos interiores que harran 

imposible la satisfaceidn~ de necesidades colectivas y 

la Ley de Expropiación'no dice eso, sino que prevé la-

posibilidad de que existiendo ya el caso de guerra o de 

trastornos interiores, no pudieran satisfacerse las ne-

cesidadea colectivas; en el mismo considerando se dice-

que pudiera ser imposible el abastecimiento de art/cu--

los de consumo necesario a los centros de población de-

bido a la paralización de los medios de transporte y la. 

fracción V del articulo lo. de la 4ey de Expropiación nó 

se refiere a los medios indirectos de lograr el abaste-

cimiento de las Ciudades sino que considera directamente 

de utilidad pública el abastecimiento de las Ciudades e. 

dé v/veres y otros artrculos de consumo necesario; y por 

último se dice en el mismo considerando que la expropiación 
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-I 

fue indispensable para proveer a la defensa, 

ción, desarrollo y aprovechamiento de la riqueza que ('con 

tienen los yacimientos petrollferos, no obstante que no—

ha existido ningún peligro que pudiera justificar la de. 

enea del Ejecutivo respecto de esa industria; que por . 

lo anterior, se hizo una indebida aplicación de los In . 

cisos V, VII y X. de la Ley de Expropiación, vulnerIndo 

se los artfculos 27, 14 y 16 donstitucionales. 

Es 'igualmente infundado este concepto de violación. 
< 

Desde luego debe decirse que el Ejecutivo Federal al de — 

cretar la expropiación por causa de ntili . pública no — 

(4.
- 

este obligado a. esperar a que los,males qu_ se aruntan en 
< 

la2 fracciones V, VII y X, de la Ley Expropiación ya se 

hayan verificado, sino que pue :prevenir esos mismos males; 

~I• 

y si bien ea verdad que la frac —n V de la Ley citada esta 

blece como una de las c,. de utilidad pública la satis — 

facción de necesidades .coectivas en casaos de guernao tras—

tornos interiores, ,.en ,ea verdad que consigna como cau 

ea de utilida .ública..el abastecimiento de las Ciudades de 

1111 ar“culOs de c sumo necesario y en el caso a estudio, que 

da fue 

na y el 

duda que es un artfculo necesarfsimo la gasoil—

tróleo, pues con 1a paralización de esa industria 

utiblemente que vendrfa a trastornarse la eConoma de) 

Pafe„ suspendiéndose inevitablemente los medics de locomo 

ción; por otra parte el. Decreto Expropiatorío al. aplicar — 

la fracción VII del artfculo lo. de,la Ley de Expropiación, 

interpretó correctamente.esa_disposición pues con la parali 

zación de la industria del petróleo se desaprovechar‹:a por—

tiempo más. o menos largo una riqueza nacional' con detrimen 

to del conglomerado social y con perjuicios irreparables pa 

ra la misma riqueza; y por último, al referirse el Decreto—

Expropiatorio y tomar como una causa el Ejecutivo Federal — 

pars decretar la expropiación la fracción X del artfculo lop 

de la Ley citada, también aplicó exactamente esta disposición, 

pues se vi ó en la 1.11~ind1bla necesidad de expropiar los . 



neraron los artculos 21, 22, 

bienes a que se refiere el Decreto a fin de evitar la des 

trlicción o perdida del petróleo, que Constituye un elemen, 

to natúral eitte es propiedad del Estado. Al declarar las7Da,, 

Compardeá quejosas que no estaban dispuestas a cumplir --

con el laudo pronunciado por' el Grupo Especial Número 7 - 

de la Junte de 'Conciliación y Arbitraje, no obstnte la - 
, 

'resoluciAl pronunéiada por esta Suprema Corte de Justicia 
\ 

en el sentido de que era «onstitucional y habérseles nega 

do el amparo, se declararon rotes los contratos de traba-

jo decidiendo loe trabajadores abandonar sus actividades-

lo que habr/a tra/do coma consecuencia inmediata la falta 

del retróleo y sus derivados, tan necesarios en la actua-

lidad. a numerosa á actiVidádes, trastornIndose la econom/a 

de la Nación, 

VIGESIMO-SEXTO.- El otro concepto de violacicln es - 
, 
triba en que los motivos y fundamentos consignados en el-

Decreto Exproplatorio eon aparentes, pues los reales 

quedaron exnlícitamente Consignados en reiterad éla 

raciones del Ejecutivo relativas al castigo d 

paI/as, como medida excencional, por la rebe 

pli*, con el laudo de la Junta y sentar las ba 
-41tr 

liberación económica del V'Eds; que por tal mot 4;'0é vul-.041

a•—•...11 

Constitucionales, pues se tipuso una pena sin que mediara 

la autoridad judiciall'la cual es inusitada y trascenden-

tal, equivaliendo 01 acuerdo expropiatorio a una disposi, 

cin legal privativa, habiendo invadido el Ejecutivo las-

funciones del Congreso. 

Por lo que respecta a la vio1aci.4n que se alega ---

del art/culo 21 Constitucional, debe declararse que no --

existe, púes no es exacto Que el Ejecutivo Federal impu 

siera una pena, no debiendo tomarse en cuenta lo dicho 

por las quejosas en el sentido de que posteriores decla - 

raciones del Ejecutivo as< lo dejarán entender, ya que 

este juicio Constitucional solamente deber; ocuparse de - 

-4111,

,01"1 
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2 I 
los actos reclamados, sin tomar en cuenta lo que dieéia41 
las quejosas apareció en noticias period/sticas. El De--

creto Expropiatorio, como se dijo antes, en sus oonside-

randos consigna las causas y fundamentos que tuvo el Eje 

utivo Federal para decretar la expropiación, cinéndose-

a algunas de las disposiciones de la Ley 'expedida con an 

terioridad sobre la materia. Con respecto a la violación 

que se alega del art/culo 22, procede declarar que hablen 

dose determinado en el mismo Decreto Exproplatorío que se 

proceder a a la indemnización de los bienes expropiados,. 

el acto no puede constituir una pena'inu 1 y trascen 

dental 'como lo es la confiscación, or lo que respecta 

a que el Ejecutivo se transform en Legislador, cabe i—

gualmente declarar Que esa afi ión es inexacta, pues-

el propio Ejecutivo, fun : ose en algunas de las causas 

de utilidad pública que s-blece la Ley relativa, dictó 

el 4cuerdo IxproDi o respecto de un caso particular, 

sin que ese ac o pueda jur/dicamente consktrarse como --

una norma de c cter general que sea obligatoria, y por 

lo mismo no es exacto que el Ejecutivo invadiehlfaculta 

des del der Legislativo. 

VI0ESIMO-SEPTIM0.-E1 siguiente concepto de viola--

clo correspondiente a este Cap/tulo estriba en que •••• 

Puesto que se ordena en el Decreto Expropiatorio que la-

indemnización se cubrirá tomando un tanto por ciento de-

la producción de los bienes expropiados, si el monto de-

los productos no es suficiente en los diez anos para que 

el por ciento cubra el valor de la indemnización, ésta - 

no quedará cubierta dentro de ese plazo; y como el articu 

lo 20. de la Ley de Expropiación eatablece que en ningún-

caso se excedará de ese término, resulta que el art/culo 

3o. del Decreto, Expropiatorio, contrar/a la Ley de Expro 

Diación, vulnerándose, por ende, los artículos 14 y 16 . 

Constitucionales. 



Este otro concepto de violación es igualmente -, in-

fundado. El articulo 3o. del Decreto Exprohiatorio no - 

es contrario al artículo 20 de la Ley de Expropiación,-

Pues precisamente en él se declara expresamente que la-

_ 'indemnización deberé pagarse en un plazo que no excede-

ré de diez anos; que es precisamente lo que consigna 

el artículo 20 ,de la Ley; y si bien el kjecutivo Federal 

dispone que a ,fin de hacer frente al pago deber; fijar-

se un tanto por ciento de la producción del petróleo y-

sus derivados para cumplir con el Decreto respectivo, - 

también es verdad que como aún no se conoce cual es el-

monto a qué asciende la indemnización, las quejosas en-

este otro particular también se aventuran a hacerse una 

suposiCión sobre hechos desconocidos; pero como se dijo 

en anterior considerando, si el porcentaje fijado, o la 

totalidad del importe deloa'productos no bastase para,-

él pago en el '14rmino que el Decreto consigna laS om-

Pardas tendrén la acción respectiva para que s 

con el Decreto; luego en éste otro particular. 

se violan los artículos 14 y 16 Constitucional 

VIGESIMO°00,TAVO.-E1 concepto de violación en 

te se hace consistir en que _el artículo 3o. del Deor o 

Expropiatorio contiene también una delegación de facúl-

tades del C. Presidente de la República en su Secretario 

de Hacienda, porqué a este funcionario es a quien en --

realidad se confiere la facultad de resolver la forma - 

de pago de la indemnización, lo que debió ser materia - 

de la declaración misma; que por lo anterior resulta --

que, en este particular el Decretó Expropiatorio no se - 

ajustó a las prescripciones de la Ley, porque contiene 

delegación de facultades que ni la Ley, ni el artículo-

89 constitucional autorizan, vio lIndoe los artículos - 

14 y 16 Constitucionales. 

1•1•11~ 
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Este cancepto de violación es inconsistente, p 

como se dijo en anterior considerando, según lo precep—

tuado por el artrculo 90 constitucional para el despa--

cho de los negocios del orden administrativo de la ?e--

eracion habra el número de Secretarios que establezca 

el Congreso por una Ley, la que distribuirá los negocios 

que han de estar a cargo de cada Secretaria; y la Ley de 

Secretarras de Estado previene que corresponde a la Se--

cretarla de Hacienda y Crédito Público desempeñar todas 

aquellas funciones relativas a pagos, y en general a ma-

nejos de fondos del Erario Nacional; de se despren 

de que de acuerdo con nuestra orga izacion qonstituclo-

nal, el b. Presidente de la República no desempeña pereo 
nalmente todas las funciones r4cter secundario que 

son de la incumbencia del Ejecutivo Federal, pues preci-

samente las distintas S e arras de Estado y Departamen 

tos Autónomos tien encomendados los diversos ramos a - 

15 que la. Ley de Secre S ya citada 

do consider 
fr

como una deleacion 

se refiere; no pudien 

de facultades; el que 

se enco iende a la Secretaria de Hacienda aue verifique - 

el Dag la indemnización, puesto que en ese caso la - 

S cretarra referida obra en tal forma como si obrara el - 

E utivo. 

VIGESIMO-NOVENO.-E1 último concepto de violación, 

correspondiente a éste Qaprtulo, estriba en que el artr-- 

culo 2e. del Acuerdo Expropiatorio, dispone que la Secre-

tarra de la Economra Nacional, con intervención de la Se-

cr'etarra de Hacienda y Crédito Público, 4sta última en 5U 

caracter de administradora de los Bienes Nacionales, pro-

cederá a la inmediata ocupación de los bienes materia de 

la expropiación; que esa inmediata ocupación, de acuerdo 

con el artrculo octavo de la Ley de Expropiación única-- 

mente procede en los casos de las fracciones V, VI y X, - 



del articulo, lo. de esa Ley, y como no se está en los ca-

sos de los incisos V y X debe concluirse que la ocupación 

inmediata que se hizo fu.4 contraria a los términos de la 

Ley citada. 

Este último concepto es también infundado., porque - 

v 
como se dijo en anterior considerando, si existieron en el 

taso las causas de utilidad pública que estableceilas frac 

clones V y X del articulo lo. de la Ley de ExpropiaCión, - 

pues cop la negativa de las Compail/as Petroleras para aca-

tar el laudo del Grupo Número Siete, de la Junta Federal de 

Conciliación y Arbitraje de ésta Capital, y habiéndose de-

clarado rotos los contratos de trabajo,vendrra una parali 

zación absoluta de esa industria, por un tiempo indefinido; 

resultando como consedencia ineludible que los centros de. 

población quédar/an privados de art/culos de consumo nece 

sario en la vida moderna, como son el petróleo y s deni 

vados; viéndose el Estado en la imperioza nece ad;de to-

mar todas las medidas necesarias tencresntaiss-a ylliar esa 

situación; asimismo, como se dijo anteriormen 

paralización ,de esa Industria se dejarfan de a_ edhar 

elementos naturales que constituyen una riqueza n tonal;, 

de donde se desprende que el articulb 11 del Decreto Ex---

propiatorio que dispuso que las Secretarias de Estado men-

cionadas procedieran a la ocupación inmediata de los bie--

.0.1.1111111. 

nes materia de la <expropiación, no pudo contrariar ni con-

trarió los términos del artrculo VIII de la Ley de Expro—

piación de 23 de noviembre de 1936. 

TRIGESIM0.-Las Compellras quejosas, en el capitulo IV, 

bajo el rubro:uAl resolver el recurso administrativo de - 

revocación,. las autoridades, sin facultad para ello, des-

conocen categóricamente la obligación de indemnizar parte 

de los bienes que se dicen expropiados"; esgrimen contra 

el fallo dictado por las autoridades Administrativas, 

motivo del recurso interpuesto,cinco conceptos de violación, 



— 
FINIA A55 

que pueden condensarse en lo siguiente: Que conforme 1 

articulo 27 Constitucional debe pagarse la indemniza—

ción correspondiente a todos y cada uno de los bienes — 
, 

expropiados, tan pronto como se determine su valbr; que 

as autoridades que firman la resaluden de 18 de octu—

bre de 1938, expresaron que las Compardas no tenlan nin 

gún derecho patrimonial de propiedad sobre el petróleo—

existente en el sub—suelo de los terrenos 

concetionados, puesto que las concesiones 

,e1 derecho a los beneficiarios de extraer 

el petróleo pero no confieren la propied 

que fueron --

sólo otorgan—

y hacer suyo—

e los yací—

mientas, de donde resulta que pretenden'fu dar una ver—

dadera confiscación de dichos derech patrimoniales; — 

que las propias autoridades re nocen que en virtud de—

las concesiones las Compahlasllenen derecho para extraer 

y hacer suyo el petróle obstante eso, dicen que el 

arrebatar tal derecho no puede dar márgen a una indemniza 

cien, a pesar de q orma parte de su patrimonio; que—

no obstante que las autoridades convienen en la pri—

vación de esos _erechos derivados de las concesiones, — 
-- -00"` 
y com.lrprivación no obedece a una declaración de ca 

ducidad, (que no podra haberse hecho respecto de las — 

siones confirmatorias, ni respecto de las ordina--

lb
rilas, sin infringir la Ley del Petróleb), resulta que — 

la privación obedece simplemente a la ejecución del De—

creto Expropiatorio, y como se concluye que no tienen — 

derecho a ser indemnizadas en ese particular, se les im_ 

pide que se dediquen a la industria petrolera, para la—

cual fueron constituidas, pues sin concesiones no se --

pueden llevar a cabo los trabajos relativos; que se priva 

a las quejosas de los derechos derivado é de sus títulos 

anteriores a la vigencia de la actual Constitución, de—

los derechos derivados de sus concesiones confirmatorias 

y ordinarias y aún del derecho de percibir la indemni—

zación correspondiente al petróleo que se encuentra en — 

los yacimientos amparados Por esas concesionés, sin for



ma de juicio; que la manifestación categórica que hacen 

las autoridades responsables que firman la resolución - 

de lg de octubre citada, en el sentido de que las quejoa 

sas no tienen un derecho patrimonial de propiedad sobrej, 

el petróleo existente en el sub-suelo de los terrenos - 

que les fueron concesionados, y, por tanto, que no tie-

nen derecho a ser indemnizadas por la producción del pe 

trjleo que obtenga el -Gobierno con posterioridad a 

fecha de la expropiación lass agravia, porque toda exPro 

Plación supone el pago de la indemnización, el cual no 

se hará; que es indiscutible el derecho que las Compa--

das quejosas tienen respecto del Petróleo que se en., - 

cuentra en los yacimientos que amparan las concesiones-

confirmatorias, y es indiscutible también el derecho(--

que tienenal petrjleo que se encuentra en los yacimien-

tos amparados por concesiones ordinarias, mientras no - 

se hayan declarado caducas por alguna de las causalitque 
- 

señala el artrculo 17 de la Ley ReglaMentaría ralo cti". 

va; que asimismo las agravia la declaración que luace 

por las auteridades, en el sentido de que las qej as-

no tienen derecho a ser indemnizadas por la prod 

del petróleo que obtenga el Gobierne con posteriori 

a la expropiación, violándose el párrafo segundo del --

articulo 27 Constitucional, que sjlo autoriza la expro-

piación mediante indemnización y vulnerándose asimiámo-

el artrculo 16 de la Carta Fundamental. 

Los conceptos de violación que aducen las quejosas 

en éste Caprtulo,"en las demandas de garantras formuladas 
Por todas las Compadas en este particular, son infunda-

dos, en atención a las siguientes consideraciones: El pe 

tróleo del sub-suelo es de la Nación, la que segil:n manda 

to expreso del Constituyente, ejercita cobre el mismo --

un dominio directo, esto es, jnicol incompatible con otro, 

inalienable e Upprescriptible Es necesario afirmar que - 

no es posible oponer al dominio directo de la Nación nin 
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gun otro particulay a pretexto de que se haya adouii71 

con anterioridad a la promulgación de la Constitución.—

Admitir lo contrario seria poner en tela de juicio la — 

posibilidad de que la Nación se estructurara con las --

taxativas que cada interés particularsfuerta determinan—

do,las cue se opondrían como un valladar infranqueable—

al progreso, a la mejor convivencia y a la felicidad de 

un pueblo soberano. La Constitución no tiene pasados no 

importa la entidad de los derechos adquiridos con ante—

rioridad a su promulgación; es la voluntad soberana de—

un pueblo que a través de los 9onstituyent órganos ge 

nuinos de su representación, establ en normas de convi 

vencia pol/tíca y social con una ünica responsabilidad: 

el juicio de la Historia. Siel peto a los derechos — , 

adquiridos fuera una trab ara el Legislador Constitu—

yente, las proclamas de Ab am Lifficoln, justamente con—

sagrado como Benem de la humanidad, no hubieran Do 

dido cristalizar en la Enmienda XIII de la Constitución 

Politica Ame a y hubieran impedido realizar la abo—

líción la esclavitud; es innegable que el negrero, — 

en su tr leo criminal, tenia un verdadero derecha de — 

ledad sobre el esclavo,, y ello no obstante ese dere 

cho ,adquirido fu é destruido por la Constitución. En es—

te particular es pertinente hacer referencia á la ejecu 

toria pronunciada por esta Suprema Corte de Justicia, — 

con motivo del amparo administrativo, en revisión, pedi 

do por Victoriano Ibargüen y Coag., que aparece publica 

da en el Tomo I, 5a. Epoca, página 887 y siguientes, la 

cual en su considerando cuarto dice lo siguiente en la—

Parte relativa: "...Ante todo, conviene recordar que — 

la Constitución de 1857 decia en su articulo 14: "No se 

Podrá expedir ninguna ley retroactiva", al paso que la—

novisima Constitución de 1917, en su art/culo que lleva 

el mismo nümero: "A ninguna ley se dará efecto retroac—

tivo en perjuicio de persona alguna". El primer concepto 



era una limitación impuesta al legislador mismo por el — 

poder constituyente; el segundo levanta esa prohibición 

al legislador, y, consiguientemente, le deja en libertad 

de expedir leyes retroactivas cuando así lo estimare con 

veniente. Tiene hoy, por lo mismo, perfecta aplicacion 

en México, la doctrina del célebre jurisconsulto F. Lau—

rent, quien en au conocida obra "Principios de Derecho . 

Civil", Tomo 1, números 151 y Siguientes, se expresa asi: 

"El principio dé la no retroactividad se dirige princi—

palmente al Juez, dice Portalis. ?Quiere ésto decir que 

el Juez no pueda aplicar jamás una ley al pasado? Atenién 

dose a los términos del Código Civil, se podría creer que 

el articulo 2o: sienta una regla absoluta: "La Ley no tie 

ne efecto retroactivo ". Pero el texto no es tan absoluto 

como lo parece. Desde luego él no obliga al legislador, . 

salvo en los limites del artículo 11 de la Constitución.—

Si el legislador puede hacer una ley 'que rija el pasado, 

esto prueba que la no retroactividad no es de la hcia—

de la ley. Consiguientemente, nada puede impedir e el — 
411Z11, -1 

Juez aplique las leyes al pasado, Afirmamos que. o o re—

troactividad no es de la esencia de la ley, Desde ;pun-
-- -

to de vista del derecho positivo, la ley no puede retro--

obrar, en el sentido de que ella no puede quitar a los ciu 

dadanos un bien que está en su dominio; con mayoría de ra 

zo.n, cuando una ley no retroobra expresamente, el Juez nc 

la puede aplicar de manera que prive a un ciudadano de un 

derecho cualquiera que esté en su patrimonio. Pero si se—

trata de 'una ley que arregle el ejercicio de la propiedad 

y si ésta ley no dice que ella se aplique solamente al --

porvenir, nada impide que el Juez la aplique de manera --

que rila al pasado. Obrando asi, el Juez no hará más que 

interpretar la voluntad del legislador. La ley puede te--

ner efecto retroactivo si el legislador asi lo requiere; 

su voluntad puede ser expresa, y puede también ser tácita, 

Consiguientemente, el Juez tiene el derecho, o por mejor—

decir,' el deber de escrutar la intención del legislador,—



•Alaius 

- 57 - FORMA A.55 

puesto que está obligado a obedecerlo. Siendo ésto asi 

la regla del artículo 2o. no es un obstáculo para que — 

el Juez aplique la ley al pasado; él no hace más que se 

guir la voluntad del legislador. Pero, ?como conocer es 

ta voluntad cuando el legislador no la ha expresado?. — 

La cuestión presenta una grande dificultada Se trata de 

formular un principio que sirva de guía al Juez, que le 

enseñe 'cuándo puede y debe aplicar la ley al pasado y — 

cuando no debe hacerlo 71 legislador es el órgano—
. 

de los intereses generales de la sociedad- él puede re—

gir el pasado como el presente, en nombre 

reses. ?Tiene el Juez el mismo pode 

interés general tiende a prevaler 

sultos que han tratado de la 

leyes. En una disertacio 

deau dice que toda ley nue 

estos into 

La doctrina del—

entre los juriscon—

troactividad de las — 

ha sido mly notable, Blon 

a encuentra, al nacer, espec 

tativas formadas b 1 imperio de la ley antigua. Es—

tas espectati s son dignas de atención, y no pueden -- 
411

serfrustrad 1as: n producir alglin mal. Por otra parte, — 

, _ hay tal41,n un mal en dejar subsistir la ley antigua, en 

sus efec os mas lejanos. Si el legislador la ha abroga—

modificado, ?no es porque ella era mala o defectuosa?. 

Se está, pues, en presencia de dos males; la utilidad — 

lb 
social será quién decida si el mal de destruir las espe 

ranzas formadas bajo la ley antigua, es menor que el de 

conservar todavía a ésta ley su perjudicial imperio, 

?Quién pesara estos inconvenientes y cuién decidir?, — 

Es el legislador quién deberia decidir las cuestiones — 

de utlidad social, puesto que esa es su misión. Pero si 

él no lo ha hecho, el Juez lo hará. M.Duvergier estable 

ce en estos términos el principio que debe guiar al — — 

Juez 1 "Cuando es cierto que el interés general exige --

que la regla nuevamente introducida sea inmediatamente—

aplicada; cuando est; demostrado que es preferible para 

la sociedad sufrir lá perturbación, consecuencia, inevi—



table de un cambio brusco en la legislación, a esperar un 

tiempo más o menos largo los efectos saludables que deben 

resultar de una ley nueva, el principio de la no—retro* 

tividad debe ceder; en otros términos, es presumible que—

el legislador ha querido retroobrar". Una compilación que 

reproduce con fidelidad las opiniones reinantes, el Reper 

torio de Dalloz, formula esta doctrina como una regla ab—

soluta: "Las leyes rigen el pasado, dice, cuando el Inte—

rs general exige que ellas sean inmediatamente aplicadas, 

Porque no hay derecho adquirido contra la más grande fell 

cídad del Estado." El principio as formulado nos parece—

demasiado absoluto. )-ti:_ey- que hacer una distinción, y esta—

es capital. Guando el legislador se encuentra en presen--

cia de un simple interés, invocado por 

puede forzar este interés individual 

el interés general, y habrá que ver si 

Particulares, él — 

sacrificarlo ante—

el Juez tiene el — 

mismo poder que la ley. Pero cuando el legislado10 4 en 

presencia de un derecho que pertenece a un parti _ 

entonces él debe respetarlo; con mayora de l'ató 

Juez no puede, en nombre del intér4s general, d ni 

modificar los derechos de los ciudadanos. Supengam etde 

luego que el interés general está en conflicto cadlein. 

terfls particular, sin que los Individuos tengan un derecho 

que oponer al Estado; entonces es de toda evidencia que — 

el interés general debe dominar, En este sentido, senta—

mos como regla que la ley rige el pasado cuando lleva por 

objeto un interés general y no tiene enfrente sino intere 

see individuales. Está MjaiMa está fundada en la esencia 

de la sociedad civil, Los hombres, por el hecho mismo de—

entrar a'una sociedad, deben hacer el sacrificio de sus — 

Intereses privados en provecho del interés general; de --

otro modo, no habria sociedad posibleZ la sociedad no es—

otra cosa que el predominio de los intereses generales so 

bre los intereses individuales. Vamos a dar aplicaciones 

de esta primera regla, para precisar mejor su alcance. To 
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das las leyes polrticas obran retroactivamente, dice -
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Paderssus, porque ellas substituyen a las institucionee.. 

existentesInuevas instituciones, a las cuales estEln some 

tidos los hombres nacidos bajo el imperio de las anti- - 
, 

ilas.0 ?Porqué las leyes políticas rigen necesariamente - 

el pasado? porque ellas son, por su esencia, leyes de in-

terés general, y los ciudadanos no tienen derecho que po-

der invocar contra esas leyes La doctrina señala uni-

formemente que las leyes políticas riEen necesariamente - 

el pasado, y la jurisprudencia está de acuerdo con los - 

autores,..,.", El tratadista Henry Campbe lack, en su-

Obra sobre formación e interpretaci' de las leyes, EdiJ 

cien de 1911, dice lo siguiente con r specto a retroacti-

r" 
Nj/.-12.-Una disposición - 

Constitucional no debe se interpretada con efecto retro-

vidad: "Efecto retroactivo elti 

activo, a menos que esa s la intención inequrvoca de --

las palabras usada el designio evidente de sus autores.-

La regla invariable , que una ley se interpretará de ma-

nera que ope ara el futuro unicamente, a menos que las-

palabra usadas, o el designio patente de los redactores - 

de la 1 por ser tan claros que mí admitan ninguna dudan_ 

eran que esta tenga un efecto retroactivo. Esta regla, 

co las razones muy substanciales en las cuales descansa, 

será considerada en un Capítulo posterior. Las mismas ra-

zones son aplicables igualmente a la interpretación de --

disposiciones constitucionales. Por tanto, si el lengua--

je empleado admite una duda substancial en este punto, --

los tribunalesno deben interpretar la disposición retro-

activamente (22). Pero si la intención manifiesta es que-

tal debe ser el efectd; los tribunales no están en liber-

tad para restringir el Sentido de la constitución por cuales 

quiera consideraciones de justicia o conveniencia. La pri-

mera parte de esta regla, en realidad no ha sido siempre--

afectada. En uno de los casos se'dijo (an cuando la obser 



vación fu; meramente °bíter) que la regla contra una in—

terpretación retroactiva no tiene sino poca aplicación, — 

si alguna tiene, a la interpretación de una constitución. 

"No debemos", dijo el erudito Juez, "interpretar la Cons—

titución precisamente como interpretariamos una ley de la 

legislatura. La convención no estaba obligada, como los — , 

cuerpos legislativos, a estar pendiente cuidadosamente de 

la conservación de los derechos adquiridos. Era competen—

te para tratar, sometijndose a la ratificación del pueblo, 

y a la constitución del gobierno federal, sobre todos los 

derechos privados y sociales„,y, sobre todas las leyes e — 

instituciones estatales ,existentes. Si la convención lo — 

hubiere querido, y el pueblo hubiera estado de acuerdo, — 

todas las concesiones y otorgamientos anteriores pudieron 

haber sido aniquilados. Cuando, por consiguiente, estamos 

buscando la verdadera interpretación de una dispell.zion 

constitucional, debemos tener constantemente priaelli ebvslue 

sus autores no estaban ejecutando una autorizae 

gada, limitada por otras restricciones constituq 

sino que debemos considerarlos como los fundador 

••••••• 

t'atado interesado unicamente en establecer lo97princiros 

que mejor calculados les parecieron para producir ure5Yen 

gobierno y fomentar 

todas y cada unas de 

dieran interponerse 

la felicidad pjblical a expensas de — 

las instituciones existentes que pu--

en su camino" (23).1'. 

Plantear la cuestión de propiedad del petróleo yacente, 

no obstante el contenido de la disposición constitucional, — 

(fracción VI del artrculo 27), es pretender que el Poder Ju"—

dicialconstíturdO, juzgue de las facultades del Poder Cons—

tituyente, y ésto a la luz de la m¿s rigurosa crItica jurr'--
dica es inadmisible; si no obstante la declaración categóri—

ca y el precepto constitucional a que se alude, se preten---, 

den invocar trtulos de propiedad sobre los yacimientos pe--, 
trolrferos, obtenidos con anterioridad a la promulgación de 

la 9Pnstitución, y para ello se invoca la teoría de los de. 
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reChos adquiridos, debe de manifestarse que las leiep 

que pretendieran vincular al superficiario, con Iba ya-

cimientos petrolrferos, ningún derecha aportaron a fa--

vor de dicho superfidiario. El petróleo, por su natura-

leza Y composición, es cambiable, no tiene asiento fijo 

en los mantos que forma, se traslada, de un lugar a otro, 

su existencia para el superficiario en la mayoría de las 

ocasiones es desconocida, no puede ejercitarse sobre él 

un derecho de dominio sino , hasta en tanto que ha si 

do thieTaleke á la superficie y se capta por el superficia 

rio; no puede reivindicarse por el superf rio cuando 

se desplaza a un predio contiguo. E a Suprema Corte de 

Justicia, en la ejecutoria pronunciad. el lg de noviem-

bre de 1935, con motivo del am al r solicitado por °La - 

Concordia, Compahía Petro era y Urbanizadora Franco Mexi 

cana, S.A.u, Toca número /29/2a., en la parte relativa 

dijo lo siguiente: 

cien Federal dice cl amente,que,corresponde a la Nación 

El articulo 27 de la Constitu-

el dominio d cto de todos lo minerales o substancias - 

que en vetas, mantos, masas o yacimientos, constituyan - 

depósi uya naturaleza sea distinta de los componen--

de los terrenos tales como los minerales de los que-

se xtrargan metales o metaloides utilizados en la indus 
<11 

tria; los Yacimientos de piedras preciosas, de sal de ge 

ma y las salinas formadas directamente por las aguas mari 

nas; los productos derivados de la. descomposición de las 

rocas cuando su explItación necesite trabajos subterráneos, 

los fosfatos susceptibles de ser utilizados como fertili-

zantes; los combustibles minerales,slídos; el petróleo y 

todos los carburos de hidrógeno, sólidos, lrquidos o ga--

seosos‘ Por lo tanto, la Compahra quejosa no puede alegar 

t'ener derechos de propiedad sobre el petróleo que se en--

cuentra en el sub-suelo de los terrenos en cuestión, a pe 

sar de" que dichos terrenos le pertenezcan desde antes de-

1917, pues desde que entró en vigor la Constitución Fede-



ral de 1917, todas las ríquezas del sub-suelo que se enu-

meran en este considerando, pasaron a ser propiedad de la 

Nación, por lo cual ,debe negarse a la Compahia quejosa el 

amparo que solieita...Ya que las concesiones confirmato-

rias a que se refierela,Ley del Petróleo no significan --

ni pueden significar el reconocimiento por parte de la Na 

cien del derecho de propiedad que puedan tener los particu 

lares sobre el sup-suelo, sino que es un permiso que se 

les otorga para que exploten determinadas substancias del 

mismo, por tiempo determinado; lo cual es completamente - 

distinto a lo que se reclama en este amparo y que se hace 

consistir,en que no se quiere reconocer a la Compahia oue-
h 

josa el derecho de propiedad que alega tener sobre el sub701‘,_ 

suelo de los lotes que cita en su demanda; y como se expre 

ea en los considerandos anteriores ésta pretensión no pue-

de se concedida por autoridad,alguna,porque corresponde - 

a la Nación éste derechoel cual es inalienable

eriptible u; esta misma Suprema Corte de s*Lefá, en 

la ejecutoria pronunciada el 28 de junio de 7, 

Paro pedido por la °Cempailla etrolera del Ag 

ea número 5320/34/2a., en la parte relativa, 

guiente: u...Teniendo en cuenta la propiedad de 

inalienable e iMprescriptible que tiene la Nación sobre --

las substancias minerales, petróleo 5edems elementos a --

que se refiere el articulo 27 Constitucional y la natura--

leza de las concesiones, siendo confirmatorias u ordina- - 

rías, que no representan sino un permiso 

blico otorga a los particulares para que 

-tanclas, se comprende con toda claridad, 

mientras permanece en el sub-suelo no es 

que el Poder PIS--

exploten esas subs 

que el petróleo 

susceptible de in 

gresar 41)patrimonie de los particulares, ni en la, forma - 

juridica de propiedad ni en la de posesión y que solamen-

te cuando es extraido del sub-suelo puede ser considerado-' 

como de la propiedad o de la posesión de la persona que147-

Ixtrajó en virtud de permisos que le fueren concedidos pam. 
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ultimo agraviO se 4. 

tiene que la Constitución no d4 a la Nción la propie---

dad del petróleo existente en el subsuelo, sino única --

y exclusivamente el dominio directo que significa. so ----

b ranra, esto es, el roder de regulación de la fuente --

de riqueza que constituye el petróleo. Procede también --

desechar este agravio porque desde el dia primero da mayo 

.de 1917 solamente la. Nación es duela, por tener el do ---

minio directo de todo el petróleo que se encuentre en ---

el territorio nacional, ya en el subsuelo o en le super - 

fleje, en los términos del artículo 27 par o cuarto ---

da la Constitución General da la Rer lica porque esta --

disposición declaró ser de propiedad nacional el petró 

leo como con anterioridad se d Srdecleración semejan --

te respecto de los mineral 

té ceso, el dominio de le 

criptible, pudiendo lo explotarse aquél, mediante con - 

cesiones otorgadas de acuerdo con las leyes respectivas;-

sin que pueda K'Sr itirse la interpretación qué pretenda --

dar la qu ose al dominio directo, que carece de todo ---

fundemen que la. justifique ";y, por último, esta --

S eme Corte de Justicia, en le resolucijn,pronunciada 

metalíferos; siendo en es --

cijn inalienable e imrres 

el .... de junio de 1938, con motivo del empero solicitado-

5 
, 

.Or "Byrd Trylling Company, S.A.",Toca numero 7910/36/2a., 

en la parte conducente dijo lo siguiente: "  I.'l retró 

leo que permanece en el subsuelo pertenece en dominio di-

recto a la Nación, la que por medio de concesiones facul-

ta a los prticulares a extraerlo y a hacer suya la pro - 

ducción obtenida"...."....No debe confundirse esta trans-

misión de dominio, como equivocadamente se pretende en la 

da"manda, con la del petróleo extraído, veryi7gracia, en el 

caso del que compra gasolina para su eutomóvilo porq-e en-

los contratos de perforación y explotación,e1 fenómeno ju 

rrdicó trasmisión de dominio tiene una fisonomía suigenerlsopor 

cuanto que el titular de una concesión adquiere la prorieded del 



petróleo, pero solamente del que extrsiga, pues el que per — 
manece en el subsuelo sigue siendo del dominio de le Nación.° 

Varios Tribunales de los Estados Unidos de Norte  
América han sustentado el mismo criterio, como ruede verse — 
de las s4u1entes resoluciones: en el ceso de Jones V.Fo  
rest Oil Company, (Enero de 1900)9294 Pa, 379, 44 At1,1074,—
se consideró le siguiente materia: un dueño de tierras que — 
ten/a un pozo de gas en su predio presente una demanda pere—
que se prohibiere al dueño del predio contiguo que empleara_ 
en un rozo de gas situado en este último una bomba que we --
gún se dijó era tan potente que su funcionamiento se chupar/a 
todo el petróleo y el gas del pozo del nuejoso llevéndolo --
hasta el pozo del demandado. Después de pasar revista los --
cesos que ten/en releción con el presente, y después de ci — 
tar las Palabras del Presidente del Tribunel,Agnew,en el ca—
so de Brown v. Vandergrift, en el cual, fueron clesificedo 
el petróleo y el Ras por analog • como 4 animals fere 
turee", el Tribunal resolvió lo siguiente: " DO estns=caso« 
llegamos E la coeclusión oue la propiedad del dueño de 
tierra sobre el petróleo y el gas no es absoluto sino has 

e\

que se encuentre reel y efectivamente en su poder y haya si—
do etre/do hasta le superficie°. Aplicando las censecuen --
cías de esta doctrina, el Juez declaró lo siguiente: 0 Si la 
posesión de le tierra no es neceseriemente la posesión del — 
petróleo y del kcs,?existe motivo alguno por el cual no se — ha de permitir que la persona cue explota el petróleo y el — 
gas llega uso de cualquiera o de todos los aparatos conoci---
dos en la industria, para hacer que la producción de sus ---
pozos sea la mayor eosible?." En el caso de State exrel.Cor—
win v, Indiana &0.011 Gas,&Mín.Co. 120 Ind 575, 6 L.R,A. 
579, 22 N.E. 77s, una Ley del Estado de Indiana que decle---
raba ilegal cue persona alguna llevara gas natural fuera ---
del Estado, y que imponía penas por hacerlo as/, fié  
tachada de 

anticonstitucional por ser contraria e le claúsu—
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la sobre comercio de la Constitución de los Estados U 441 

Juez resolvió que dicha ley era nula por el motivo que se adu 

jo.Se resolvió que la propiedad sobre el gas naturalluna vez__ 

reducido este ala posesión real y efectivms igual a la de_a

cualquiera otra propiedad, y que es por lo tanto materia de--

comerciolteniendo Cabida dentro de las garantías otorgadas ...—

por la. Constitución de los Estados Unidos.-En el caso de Pea--

plets Gas Co.viTyner,1311Ind.277,281,16 L.R.A.44313l N.E.59,1a 

controversia versó sobre el siguiente punto:Un duelo de lotes. 

en una población preeentó una demanda pidiendo que se prohibie 

ra judicialmente a un dueño vecino de terr que empleara ni 

tro-glicerina para odisparar° un pozo de ga en su terreno.E1-

Tribunal se negó a dictar la prohibic 

nión se dijo:"Ha quedado resuel 

tural,una vez tra/do hasta la s 

para su transporteles cos 

.En el curso de la opi a <
en este EÉtado que el gas na 

ficie y colocado en tubos - 

eto de propiedad y puede ser ma-

teria de comercio interesta al.Caso de State v.Indiana &0.0111

Gas Win.00.120 Ind. Ç;6 L.R.A.579.22 N.E.778.E1 agualel pe--

óleo, el acei mineral y el gas se clasifican generalmente-

arte como mi les que hasta cierto'puntó tienen afinidad". 

A semeja a del agua solo es' sujeto de propiedad cuando es e-
<1 

fectivame e captado y una 

es 

concesijn de 4uas o de petróleo no 

cesión de tierrasI ni de cosa alguna respecto de la cual-

proceda la evicción".-En el caso de Brown V.Vandergrift,80 P.-
111 

42,se sprocaron y aósuptaron las analogras existentes entre el 

petróleo y el gas*y los animales ferae-naturae  ..-En el caso de , 
, Townsend v.State,147 Ind.624,37 L.R.,.A 294,49 N.E.14,se impugne 

la constitucionalidad de una ley que prohibe la quema de gas 

natural en luces de antorcha pbrque se conceptuó como violeta-

ria de la Enmienda Catorce de la Constitución de los Estados - 

Unidos y de diversas disposiclones de la Constitución del Estado 

de Indiana.E1 Tribunal juzgó que no precedían los ataques ende 

rezados contra dieha ley.En una opinión plena en que se exami-
, 

nó la naturaleza de la propiedad sebre el petróleo y el gas na-

tural,se co sideró muy detenidamente la facultad del Estado. rara 
reglamentar su uso y desperdicio en provecho de to: os tos inte-



_n pro, e,dan de una persona determihada,los substraen como de los principios generales aplicables a. otros fundos mi
sujetan,por tanto,a reglas distintas?.Es cierto que el
gasl como otros minerales est4n situados debajo de la s
tierra,PERO,SALVO ESTE,UNICO PUNTO-DE SiMnARIDAD,EN O (SON aUY DISTIKTOS!NO TIENEN UN LUGAR FIJO DEBAJO DE U.NADA DE LA TIERRA'EN LA REGION EN WE SE PRODUCEN.TIMS, COMO QUIEN DICE,DE TRANSPORTARSE POR SI SOLOS"»

Despu4s de que la Supreme Corte establece la diversi

te entre los minerales sólidos y el petróleo,define su crit 

siguientes términos: 

regados en el campa de gas,as como del público en general.La Suprema-

Corte de los Estados Unidosodespues de citar y considerar la 
jurisnru-

\ dencia de los Tribunales Estatales que acabamos de-mencionarl entra 

misma a e2Tminar /a naturaleza de la propiedad sobre el petróleo 'y al-

gas natural en la notable ejecutoria Ohio 011- Co.v.Indianal177 U.S.190 

202,208'y 209,43-44 Lawyer's Editión pAa'n£1 729,y al confirmar-e plena 

mente la tesis reconocida en la jurisprudencia local,e1 Alto Triaunal-

Federal,en su sentencia hizolas,sguientee consideraciones: 

"No es necesario perder el t'era:1)d en exponer nuevamente la regla de
uderecho cdmn ("Common-Law")sobre que 91 dominio pleno de la superfi—cie de un predio comprende también los minerales que se encuentren ba-jo de 410. el consiguiente derecho de efectuar trebejos mineros para su

extraccion.Y tampoco necesitemos,por consiguiente,detenernos a conside-rar la cepacidad del poder leaJ.slativo pars regular el ejercicio de los derechos de la minera y fijar la manera de diefrütarlos para impedir-oue uno de los propietarios perjudique los derechos de los dem43.Del - Monte Min.&Mill Co.v.Last Chance M n & Mill 
Co,171.U.S.60,4318 Sun.Ct:Rep.895.-Le cuestióri que en realidad se presenta no requiele un examen de la materia a que acabamos de' referirnos,pues es le siguien

te:?El carIcter especial del petróleo y gas que nos ocupe,la manera 
enque se encuentran retenidos en sus 

depósitos netk2ralesola forma y la 4 poca en que pueden ser reducidos a une 
posesión materia] o en ertirse 

cnciones 
Alzp y los. 
et..9 y el - 

;-de le-
OTOS --
3tTERMI-
IEDADT

"Si la aneloga entre los animales FERAE NATURAE y los depósitos--minereles de petroleo y gesI declarada por la Corte de Pensylvania y a-doptada por la de Indienapen lugar dé establecer simplemente une simi litud de rélación,demostrare la IDENTIDAD de los dos casos,ahl termina ra el caso.Ello se colige as/ porque las coses que, son FERAE NATURAE7 pertenecen a la "comunidad negativa";en otras palabras,son cosas -úbli cas sujetas al control absoluto del Estadopoulen aún cuando permite --cue sean reducidas a rosesión,puede a su arbitrio no solamente regular laso sino eh prohibir en lo absoluto Su captación en lo futuro,Geer V7 Conneaticut,1,61 U.S.5190525,40'Law.ed.V93,795016 Sup.Ct•Rep.600.-.Pero-si bien es cierto que hay analoda entre los anímeles FERAE NATURAE y-los depósitos movibles de netróleo y gas neturalo sin embargo,no hay u-
na identidad entre ellos.A1S/,por ejemploiel propietario del predios tie ne el derecho exclusivo en su propleded,pPra reducir a posesión les --piezas de Ce:.Z9 que en 41 se encuentren,COMO EL DUEIO DE LA SUPERFICIE_ TIENE EL DERECHO EXCLUSIVO DE REDUCIR A POSF,SICN LOS YACIMIENTOS DE GAS NATURAL Y PETROLE0 EXISTENTES DEBAJO DE LA SUPERFICIE DE SUS TIERRAS.El -dueflo del precio no ru.de seguir las Piezas de caza que salgan de - su prop;ededl y tampoco puede, el propietario ir tras el gas natural ---cuando este se rase del subsuelo de su inmueble el de otro predio eme-. se encuentre en e3 mismo campoanetrolferomSiendo verdad, por consi guiente, tanto por lo que se refiere a los animeles FERAE NATURAE,comc al gas y,a1 petróleo, (',IJE AUN CUANDO EXISTE EL DERECHO DE APROPIARSE 
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LOS Y DE CONVERTIRSE EN SU DUEÑO, EL DERECHO DE PROPIEDAD NO) 
W,CE SINO HASTA QUE LOS OBJETOS PARTICULARES DE ESE DERECHO') 
SE CONVIERTEN EN UN BIEN PROPIO AL SER REDUCIDOS A POSESION - 
MATERIAL... (44 Law. ed Pag. 739). 

Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, como aparece de 

las/ resoluciones citadas anteriormente, sólo ha reconocido a los 

erficiarios derecho para explorar y explotar el subsuelo, pero 
e ' 

nunca ha reconocido derechos de propiedad en el petróleo del sub-

suelo; en otra forma hubiera sido antitético el punto de vista en 

que se hubiera colocado la Suprema Corte al declarar que el Cons-

tituyente de Querétaro nacionalizó el petróleo, estableciendo un 

dominio directo de la Nación sobre el mismo, r otro, que los 

superficiarios que hubieran realizado actos positivos de explora 

ola y explotación con anterioridad a la igencia de la Constitu 

cía, pudieran tener un derecho d opiedad en el petróleo, des 

de luego incompatible con el dominio directo que en forma malle 

lIgnable e imprescriptible eje . a NaciA sobre el mismo. La Ley 

4e1 Petróleo de 31 de diciembre de 19251reformada en sue artrculos 

4 y 15, en la primerá Y posición invocada establece: «Se confir 

rín, sin gasto_A guno y mediante la expedición de concesiones - 
l

onfirmatorias, 1.137derechos siguientes: lo.-Los que se deriven 

de terreno que se hubieren comenzado los trabajos de explota-

ciónjetrole a antes del lo. de mayo de 1917; 2o.- Los que deriven 

de e 

III
erficiario o sus causahabientes, 

n de petróleo". Estas 

reforma fue' inspirada en 

tos celebrados antes del lo. de mayo de 1917, por el su-

con fines expresos de explota-

disposiciones de la mencionada ley, cuya 

la interpretación dada por la Suprema - 

Corte de Justicia al arti'.culo 27 constitucional, en materia de pe 

tróleo, solamente establece la convalidación a un derecho de ex-

ploración y explotación, mediante el sistema de concesiones;pero 

sin que haya vinculado el petróleo yacente a la propiedad del su 

'ter.ficiario, ni pudo haberlo hecho sin contravenir la fracción IV 

del articulo 27 constitucional; y es de explorado derecho que una 

Ley Reglamentaria no puede en ninguna forma contravenir la dispo-

eicia de la ley que reglamenta, máxime cuando esta ley es la Cons 

titución; habiendo quedado demostrado por lo anteriormente expues 

to, que la autoridad responsable, al no reconocer derecho de pro-



piedad a las Companias quejosas, con relación al petróleo yacen-

te, cuyo dominio nunca pudo haberlo trasmitido el Estado, no vio. 

ló en su perjuicio ninguna garantía individual. 

En lo relativo a las concesiones de carácter administrati-
-‹ 

vo, cuando se otorgan a particulares para que exploten la rique 

za pública, tienen por finalidad incrementar la economía - - - 

nacional, en tanto que se pone en circulación la riqueza que se 

concesiona, dando posibilidad a los concesionarios de obtener 

una utilidad legítima, a cambio del capital invertido y del - 

trabajo técnico desarrollado, de los gastos de producción, ries 

go del capital, pago de impuestos etcétera. Tan lo ha enten-

dido así el legislador, que el articulo 30. de la Ley del Pe- - 

tróleo establece: es de utilidad 

panca, por lo tanto, gozará de preferencia a cualquier otro 

aprovechamiento de la superficie del terreno". Ahora bien, - 

si la indemnización que sustituye al bien expropiado, compren--

de los gastos legítimamente erogados, el capital invertido di--

recta e inmediatamente para poner en estado de productibilidad 

.11 

AMO 

MIL 

la industria, 

va inversión, 

"Que la industria petrolera 

dá posibilidad al expropiado para hacer tinailue-

evitando los riesgos inherentes a un CAlpii in-
í 

vertido en una industria aleatoria, suprime la 
direciJç teoni 

ca del expropiado y obliga al expropiante a erogar gaÉtts'ae con 

servación y pago, de salarios, ?es jurídico aceptar que'üila,Záonce 

sión otorgada en beneficio del pueblo pueda traducirse en una 

carga onerosa para el mismo, cuando la Nación cumple con el - 

mandato del articulo 27 constitucional, indemnizando a los - 

611.1 

411••• 

quejosos por los conceptos anteriormente expuestos?. Evidente- - 

mente que no. El tratadista Henry Campbell Black, al tra- - 
tar de las concesiones legislativas, a fojas de la 459 a la - 

501, de su obra sobre Formación e Interpretación de las Leyes, - 

expone lo siguiente: "143.- Concesiones mediante leyes 22r la - 

Legislatura, cuando delegan poder soberano, derogan autoridad 

soberana, o confieren beneficios o excenciones especiales en 0 

violación de derechos comunes o iguales, deben ser interpre-
tadas estrictamente en contra del concesionario.- Concesiones 
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razonamiento es que Dr 

os a cesione 

mediante leyes, hechas por el Congreso o la Legislaturlde 

un Estado, no deben ser interpretadas por las mismas reglas 

que son aplicables a concesiones o contratos entre personas 

vadas. Los términos de una cesión privada, se toman en 

el sentido más estricto en contra del otorgante. En la in-

terpretación de un contrato Drivado, los tribunales deben - 

adoptar el significado que las partes mutuamente hayan Pues 

to en él en la época de su celebración. Pero en el caso de 

una concesión o contrato legislativo, el hecho de que el --

instrumento sea una ley, al mismo tiempo qu a concesión 

o contrato, cambia el aspecto de la c stión y hace que es-

tas reglas sean inaplicables. Ad., en caso ocurrido en 

Michigan, en el que los principi onsiderados como apli--

cables a las operaciones en e partes privadas se pedía al 

Tribunal los aplicara en re c on con la interpretación de 

una concesión legisle a se declaró: "La falla de este 

ende aplicar los principios relati-

derecho común entre personas privadas --

una ley la Legislatura, que difiere de una cesión de - 

ivada en cuanto a que es a la vez una oDnce--

una ley, y, como tal, el proposito de la ley debe --

tener'é presente, y sus fines realizados, siempre que el --

oto de la concesión se ponga en controversia: y la inter 

pretación que debe aplicarse a la misma es aquella que con-

serve y lleve a cabo el proposito de la Legislatura, 

'corta hasta qué punto tal interpretación pueda estar 

na con los principios del derecho común, o impida el 

no im-

en pyg-

recono-

cimiento de derechos de equidad que naceri'ean de operaciones 

entre individuos particulares" (l94). Repetimos que aun --

cuando una ley pueda contener los elementos de un convenio 

entre el Gobierno y un individuo, sin embargo debe ser inter 

pretada de acuerdo con las reglas sobre interpretación de --

las leyes, y no conforme a las que son aplicables al caso de 

los contratos. En los casos de los contratos, el Tribunal - 



está obligado a dar efecto a la verdadera intención de las 

Partes, y por consiguiente adopta au propia interpretación, 

gegún aparezca por la interpretación Contemporanea que aqle 

has 1e3hayan puesto mutuamente. Pero en los casos basadas 

en una ley, no existe un mútuo acuerdo que pueda conside--

rarse. La única voluntad es la del Poder Legislativo. En 

tal virtud, la interpretación contemporánea de una ley atri 

buida por un funcionario encargado de au ejecución no pue-

de permitirse que prevalezca centra la verdadera interpre-

tación de la ley, con el argumento de que encierra en sf - 

misma un contrato (195) Esta diferencia, empero, entre - 

concesiones privadas y legislativas, no excluye la vigencia 

de todas las reglas subsidiarias de interpretación. Por - 

ejemplo, la conocida regla de que no pUede permitirse a una 

parte reclamar derechos conforme a un documento, y al mis—

mo tiempo repudiarlo, es aplicatle no solamente a los con--
‹ 

tratos y enajenaciones, sino también a esa clase 4Ves 

que otorgan nuevos derechos o privilegios sujetos4I pitas 

condiciones (196). En general, sin embargo, la regl sta 

bien establecida en el sentido de que los otorgamienta4 me 

díante las leyes, de la propiedad, franquicias o privile-

gios en las que el Gobierno tiene un interés,deben ser in--

terpretadas estrictamente en ftavor del público y en contra 

del concesionario, y que nada se trasmite salvo aquello que 

se haya otorgado en términos claros y explfcitos (137). Y - 

cuando existe alguna duda respecto a la interpretación pro-

cedente de una ley que otorgue un privilegio, se debe adop-

tar la interpretación (lile sea más ventajosa para los intere 

ses del Gobierno (198). Sin embargo, cuando el otorgamien-

to admite dos interpretaciones, una de las cuales es mas am 

plia y la otra más restringida, de modo que haya lugar en - 

justicia a elegir, y cualquiera de las dos puede ser adoo--

tada sin violación de los objetos ostensibles de la conce-

sion, si, en tal caso, una interpretacion convirtiera la - 

concesión en algo ineficaz, y la otra le diera fuerza y - 
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efecto, debe adoptarse esta última (199). Y la máxima 

regla relativa a que aquello sin lo cual la concesión no ten 

drra validez debe presumirse que pasa con la concesión, aún 

ndo generalmente se aplica a enajenaciones de bienes rd-

ces, también es procedente que se observe en la interpreta—

ción de leyes de esta categorra (200).° 

El Reglamento de la Ley del Petróleo, en su artrculo 74, 

establece: "Al terminar el plazo de una concesión de explota 

ción el beneficiario podré retirar únicamente las instalado 

nes que no sean indispensables para que se co núe la explo 

tación del petróleo objeto de la conce n, Los pozos pro—

ductivo , así' como los que se esté 

dar en condiciones satisfactorias trabajo.° El artrculo - 

751de1 mismo Cuerpo de Leye stablece: °En caso de que el 

Gobierno Federal otorgase nue a concesión sobre un terreno - 

afectado por una ante 

perforando, deberan que-

cuyo plazo hubiese conclurdo, mom •••• 

exigirá previamen e al nuevo beneficiario que pague al anti-

guo el valor de <1'  instalaciones que no puedan ser retira--

das sin Der icio de la explotación. Si el terreno no fuese 

concedido d nuevo. dichas instalaciones quedarán a beneficio 

de ción°. Del texto de esta disposición se ve cómo no 
, es posible poner en parangon a una Nación que con fines os--

lbhsibles de utilidad pública, realiza una explotación petro 
'era, que a un particular que con fines meramente comercia--

les realiza dicha explotación. El concesionario, para explo 

tar un servicio público, por regla general acepta que des-

puss de determinado número de anos de explotación del servi-

cio, sean propiedad del Estado los bienes explotados, En ta-

les condiciones, sus cálculos comerciales son recuperar el 

capital invertido en la instalación del servicio y la obten-

ción de un lucro equitativo; si este servicio es expropiado 

por causa de utilidad pública y si el concesionario recibe - 

como justo pago el del capital invertido, ?puede reclamar co 

mo perjuicio de la Entidad exDropiante el lucro que pudo ha 



ber obtenido durante el tiempo de su concesión, no 
obstante 

que ese lucro ya no está en función del capital 
invertido?. 

Evidentemente sue no; ello traerra como consecuencia un erH1, 

riquecimiento sin causa. La Suprema Corte de Justicia Ante-

ricana, en las ejecutorias que en seguida se transcriben, - 

con relación a las controversias suscitadas 'con motivo de la 

aplicación de tarifas que los concesionarios de servicios 4 

blicos deben fijar, ha sustentado la siguiente jurispruden-

cia: La Suprema Corte de los Estados Unidos ha declarado - 

que para precisar ese "justo valor" protegido por la garan-

tra constitucional, relativa a que el derecho de propiedad 

no puede ser expropiado sino mediante indemnización, basta 

éon que al valuar los bienes de la empresa afectada, se to,1,, 

me en cuenta, además de los bienes frsicos, el elemento - 

intangible que resúlta de que estos últimos están "en pleno 

funcionamiento° a lo que la jurisprudencia y economía por--

teamericana llaman el -"going concern value". De Ma,le que 

de hecho se eliminan las concesiones otorgadas por ta-

do a las empresas que las explotan, como elementos daqllalor. 

El Magistrado Brandeis de la Suprema Corte de los E 

Unidos, en un voto personal que emitió en el asunto Unit(ed ,

Railways and Electric Company of Baltimore v. Public Service 

Commission of Maryland, 280 U.S. 234,257, resume la juris—

prudencia actual de dicho Tribunal en estas palabras: "Al - 

determinarse si una tarifa prescrita es corífiscatoria según 

la Constitución Federal, LAS CONCESIONES NO DEBEN QUEDAR IN 

CLUIDAS AL VALUAR LA PLANTA, EXCEPTO POR LAS CANTIDADES QUE 

HAYAN SIDO REALMENTE PAGADAS AL ESTADO Í:d ALGUN ORGANO POLI 

TICO DEL MISMO, 00M0 COMPEISACION POR SU OTORGAMIENTO. Cedar 

Rapids Gaslight Co. v. Cedar Rapid, 223 U.S. 655, 669, 56 - 

L. ed. 594, 6041 32 Sup. Ct, Rep. 39; Des Moines Gas Co. v.. 

Des Moines, 238 U.S. 153, 169, 59 L. ed. 1244, 1252, P.U.R. 

1915 D I 577,35 sup, Ct. Rep, all; Galveston Electric Co v.-

Galveston, 258 U.S. 388, 396, 66 L. ed. 678, 683, 4? Sup.Ct. 

Rep. 3511 Georgia R. & Power Co. v. Railroad Commission, amemnt 

• 
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262 U.S. 625, 632, 67 L. ed. 1144, 1148, 43 Sup. Ct. Ro p. 

680. LAS CONCESIONES para colocar tuberías o rieles enjaj 

via pdblica, COMO TODA CONCESION PARA EXPLOTAR UN NEGOCIO - 

COMO EMPRESA, NO SON DONACIONES A FAVOR DE LA EMPRESA DE UNA 

PROPIEDAD PARA QUE CON SU, USO SE OBTENGA UNA UTILIDAD. SON - 

RIVILEGIOS OTORGADOS A LAS E1PRESAS PARA QUE UTILICEN SUS - 

BIENES EN SERVICIO DEL, PUBLICO y OBTENGAN UNA UTILIDAD POR - 

ESE USO DE ESOS BIENES. COMO LO DECLARA LA LEY DE NEW HAMP-

SHIRE, "TOAS ESAS CONCESIONES, DERECHOS Y PRIVILEGIOS, PUES 

TO QUE SE OTORGAN EN INTERES DEL PUBLICO UNICAlfENTE", no es-

tán "sujetas justamente a capitalización en c a del p4--

blico". En otro juicio visto y fallado en 1923 por la pro-

pia Suprema Corte, Georgia Railway & PowelI Co. v. Railroad 

Commission (262 U.S. 625), este A ribunal revisó también 

el avall5.0 Practicado por una omisión administrativa del Es-

tado de Georgia sobre los bi y derechos de la Georgia - 

Railway & Power CO., a suministra gas a la ciudad de Atlan 

1 11,ta. La Corte declaró 1 siguiente: "Estas partidas fueron - 

legítimamente e Idas. La concesión de que se trata no es 

un monopolio. Es simplemente un permiso a perpetuidad, otor-

gado por e islador en 1856, para mantener tuberías de --

gas e , las calles, callejones y lugares pui5licos de Atlanta, 

sin ne sidad de obtener el consentimiento de la kunicipali-

. YA QUEDO RESUELTO QUE TALES CONCESIONES DEBEN SER EXCLaI 

DAS AL FIJARSE EL VALOR DE BASE para las tarifas en las ejecu 

tones Cedar Rapids Gas Light Co. V. Cedar Rapids; Des - _ 

Moines Gas Co. v. Des Moines y Galveston Electric Co. V. Gal 

veston. 

sión en 

basó en 

También 

La partida que se concedió por concepto de la conce-

la ejecutorie. Willcox v. Consolidated Gas Co. se - 

motivos especiales que no existen en el presente caso. 

se resolvió en la ejecutoria Knoxville v. Knoxville Wa 

ter Co., 212 U.S. 1,53 L. ed. 371; Galvestón Electric Co. V. 

Galveston (ya citada), que las pérdidas sufridas en el pasa-

do no deben ser capitalizadas como parte de los bienes sobre 

los cuales la compensación justa descansa", En una dltima --

ejecutoria Clark's Ferry Bridge Co. v. Public Service Comli--



ssion of Pennsylvania (291 U.S. 227-237,238), pronunciada --

apenas en 1934, el mismo Alto Tribunal reitera, una vez más, 

por conducto de su actual Presidente ,e1 Magistrado Hughes, - 
y 

esa novísima jurisprudencia acabada de citar. En este caso 

a que aludimos,la Comisión de Servicios Pdblicos del Estay) - 

de Pennsylvania practicó el avaldo de los bienes de una ulpa 

hía que en virtud de concesión de dicho Estado construyó un 

puente sobre el río Susquehana, con la facultad para cobrar - 

cuotas al pdblico por transitar en él. De acuerdo con la - 

garantía constitucional conforme a la cual esta clase de --

linpresas tienen derecho aunautilidad razonable sobre el - 

"valor justo" de su capital invertido, la Comisión fijó el 

monto de ese valor y autorizó a la mpresa concesionaria pa 

ra cobrar tarifas que le permitieran obtener un siete por - 

ciento de utilidad sobre la in,vérsión total. En vista de - 

que la WompaIía pretendía que se incluyera en el aval o una 

cantidad determinada sobre el valor total de los b 

"como valor especial de ubicación del puente", 

misión rechaz6 esta pretensión, la Empresa apél an 

te el Tribunal Superior de Pennsylvani4 y, en d t n 

cia, ante la Suprema Corte de los Estados Unidos. yoTri. 

bunales confirmaron Plenamente la resolución de la Corn dn 

valuadora, declarando al efecto lo siguiente: "Como dijo la 

Corte, EL DERECHO DE EXPLOTAR un puente en el que se cobran 

cuotas de tránsito a través del río, ya sea en este lugar o 

en cualquier otro ES FUNDAMENTALMENTE UNA DONACION DEL ESTA 

DO, CONTENIDA EN LA CONCESION DEL QUEJOSO, Y ATRIBUIRSELE - 

VALOR A ESTA SERIA CAPITALIZAR LA CONCESION CONTRA LAS DIS-

POSICIONES DE LA LEY Y LA CONSTANTE JURISPRUDENCIA DE LOS - 

TRIBUNALES". El tratadista. Carl Ewald Grunsky, en su obra 

"Valuation, Depreciation and the Rste-Base", cita la siguien 

te ley: "La Comisión no tendrá facultad en ningún caso para 

autorizar la capitaiizacidn de Cualquier Concesión para que 

se forme una Empresa, o la capitalización de la concesión o 

del derecho de poseer, explotar o aprovechar cualquier conde

sión Por una cantidad mayor de la que realmente se hubiere - 
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pagado al Estado o a cualquiera de  sus dependencias políticas 

haya alguna razón para ello 

como precio por el otorgamiento de la misma", La Wiscona 

Railroad Commission en una de sus resoluciones dijo: "SI LA.-
MUNICIPALIDAD EXIGIO EL PAGO DE DINERO O SU EQUIVALENTE,cp 

/filUBO WECESARIA1MTE UN PAGO LEGITIMO POR LA CONCESION, EN - 

SE,CASO LA 'sunA DE DINERO QUE RAZONAB1EMENTE HAYA TENIDO 

PAGARSE POR LA CONCESION, PUEDE SER INCLUIDA EN EL AVA 
/

,- 
/.JUO' LO MISMO QUE EL DINERO INVERTIDO EN MI BIEN FISICO. - 

PERO LA COMISION SE NIEGA. A CONSIDERAR LA PRETENSION DE AL-
GUNOS PERITOS Y EMPRESAS DE QUE LAS CONCESIONES POR LAS GUA-
LES NO SE HA PAGADO NINGUN DINERO PUEDEN TENER UN VALOR IN-

TANGIBLE QUE DEBA SER TOMADO EN CUENTA AL FORMULAR LAS TARI-
FAS'. <Antigo Water Case', t'o= III de "Reports of the Wiscon-
sin Railway Commission", página 631).- El tr ista Carl - 

Ewald Grunsky, dice en la Página 69 de su mono afla "Valua-

tion, Depreciation and the Rate-Base", I siguiente: "Capi-

talización de la concesión.- La tendenciala sido capitali-

zar' el valor de la concesión; en o palabras, usar la --

1 caso de un privilegio a --

perpetuidad, cuando pon,.. .te medio las utilidades aseguradas 

N> exceden al *rédito razona que ordinariamente se obtiene en 

concesión como base para emit:r títulos de cr4dito. Tal vez 

.Ny

'otras inversione emejanteá; PERO LA CAPITALIZACION DE UNA 

CONCESION, EXCEPCION HECHA DE SU COSTO VERDADERO, ESTA EN LA 

ACTUALIDAD4Z"'"RALLIENTE PROHIBIDA POR LAS LEYES EXPEDIDAS EN 

MATERI 

VICIO IBLICOS, Y LA JURISPRUDENCIA DE LOS TRIBUNALES ES --

DE CONTROL Y REGLAMENTACION DE LAS EMPRESAS DE SER__ 

' TRARIA A ESA CAPITALIZACION".- Es verdad que el Magistra-

l> d Brandels' en ejecutoria diversa (State of Missouri South--

western Telephone Co. V. Public Service Commission, 262 U.S., 

276,67 Lawyer's Edition 981 pretende distinguir entre la fi-

jación del justo valor en lo relativo a la fijación de tari-

fas a npresas particulares y el justo valoren relación con 

bienes expropiados por causa de utilidad'pdblicá,expresando - 

al efecto,IO siguiente: "Valor es una palabra de muchos signi 

ficados.E1 que ocupa -a las comisiones y a los tribunales en - 

estos procedimientos, en los llamados casos de confiscacidn,es un 

valor especial para la elaboración de las tarifas, no el --

6.9 



valor de cambio. Esto está demostrado por nuestras ejecuto-

rias que tratan sobre los elementos que deben tomarse en - 

cuenta al fijar la base de una tarifa. En Cedar Rapids - - 

Gas Light Co. v. Cedar Rapids, 223 U.S. 665, 669, y Des - 

Moines Gas Co. v.Des Moines, 238 u.S. 153, 165, el valor - 

referente a la reputación mercantil y a las concesiones - 

fu 6 excluido de la base de las tarifas al determinarse Si 

las cuotas autorizadas para la zmpresa eran confiscatorias. 

En Galveston Electric CO. v. Galveston, 258 U.S., 388, el - 

costo de desenvolvimiento del negocio como lpresa de elito. 

financiero se excluyó de la base de las tarifas. Pero, evi-

dentemente, el valor de la reputación mercantil y de las - 

concesiones son elementos importantes cuando está de por me-

dio el valor de cambio. y cuando la comunidad adquiere u148. - 

Impresa de servicio publico mediante compra o expropia0,4n,-

debe pagarse indemnización por su reputación mercanti4Y,7,ca-
/y ., 

pacidad productiva, por lo menosbajo ciertweircul( 

Omaha v. Omaha Water Co., 218 U.S., 180, 202, 853 

mismo entre comprador y vendedor, la reputación me 

capacidad productiva debidas a una organización efec 

4t01 

la 

4141e-

cuentemente son elementos más importantes que la propiedad - 

tangible«. Pero esta distinción no tiene un razonable funda-

mento juridico, pues si se estima que la concesión es un ca-

pital para los efectos de la expropiación, esa misma estima-

ción debe hacerse para la fijación de la legitima ganancia - 

que al fijar las tarifas deba tomarse/ en consideración. James 

C. Bonbright, en su obra monográfica «The Valuation of Pro—

perty", novísima edición de 1937, Tomo 1, paginas 433, 434,-

438 y 41o, hace estas pertinentes consideraciones: «Ciertamen 

te, el Magistrado Brandeis en su voto personal en el caso de 

la Southwestern Bell Telephone, advirtió la obligación de pa-

gar Por el valor de una concesión como una de tantas distin-

ciones entre un aval4o bajo la Ley de Expropiación y una va-

luación para fijar tarifas. PERO SE PUEDE PLANTEAR LOGIOAMEN 
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TARIFAS 

NO IMPE-

DIRA A LAS EMPRESAS EL DEMOSTRAR ESE VALOR EN UNA COMPRA - 

F ZOSA, UN VALOR DEL QUE UNA SOCIEDAD NO PUEDE APROVECHAR 

SE MIENTRAS CONTINUA EN FUNCIONAMIENTO BAJO REGLAYENTACION 

ADMINISTRATIVA, DIFICILMENTE PUEDE HACERSE VALER COMO VALOR 

DEL CUAL SE "PRIVA" A LA EMPRESA CUANDO SU DERECHO PARA CON 

TINUAR FUNCIONANDO BAJO REGLAMENTACION SE HA CONVERTIDO EN 

UNA ACCION PARA RECIBIR UNA INDEMNIZACION G • P.,." "LA - 

SUPREMA CORTE TODAVIA NO HA ACLARADO SI CONO TUA QUE EL VA 

LOR PARA LA FIJACION DE TARIFAS ES UNA SA DISTINTA DEL - 

VALOR PARA OTROS OBJETOS, especi lente de ese valor que -- 

1f esta protegido contra las expropi ones sin indemnización 

Por el concepto "de la ju ompensación" de la Enmienda 

14.- Ciertamente, el Magistr do Brandeis hizo'una distinción 

entre ambos en al vo rsonal que emitió en el caso Sou--

thwestern Bell : lephone. Pero sus observaciones dificilmen 

'1; It te reflejan 

dores de 

vez más rep 

el pu )o de vista de los miembros más oanserva-

Corte. Con respecto a estos últimos, son tal --

esentativos los puntos de vista del Magistrado 

Los expresó con la mayor claridad antes de su 

irgreso a la Corte y ~do actuaba como abogado de varias 

Presas de Ferrocarriles en casos relativos a tarifas. En 

esa época insistió en que la NOGION DE UN VALOR ESPECIAL --

PARA LA ELABORACION DE TARIFAS DISTINTO DEL VALOR MAS TRA—

DICIONAL APLICABLE CONFORME A LAS LEYES DE EXPROPIACION O - 

DE IMPUESTOS, ES ABSOLUTAMENTE IMPROCEDENTE".- Lewis Orgel, 

hace exactamente las mismas apreciaciones en su obra titula-

da "Valuation Under the Law of Eminent Domain", Ilición de 

1936, páginas 620 a 630, expresando lo siguiente: "Las opi-

niones que pretenden distinguir el valor para la fijación de 

tarifas del valor referente a expropiaciones con el funda--

mento de que este último se basa sobre la capacidad produc—

tiva, incurren en la falla de no tomar en cuenta este conceP-



to a pesar de sus repetidas aseveraciones de que una ibpresa 

tiene el derecho a una "utilidad justa sobre un valor justo". 

Si se fijaran tarifas de manera que no produjeran ni ms 

menos que una utilidad justa sobre un valor justo, LA CAPITA 

LIZACION DE LAS UTILIDADES A UN PROMEDIO IGUAL AL PROMEDIO - 

JUSTO DE LOS INGRESOS, CONDUCIR1A A UNA CIFRA EXACTAMENTE - 

IGUAL A LA BASE DE LAS TARIFAS. ,DE ACUERDO CON ESTA TEORIA, 

EL VALOR EN LAS EXPROPIACIONES Y EL VALOR EN LA FIJACION DE 

TARIFAS SERIAN IDENTICOS". De los razonamientos que antece-

den, demostrados plenamente con el testimonio de las autori-

dades citadas, se llega al convencimiento de que no existe - 

ninguna distinción ,n1 jurrdica ni económica, entre el valor 

que sirve de base para 'la elaboración de tarifas y el que --

sirve de fundamento para calcular el monto de la indemniza--

cien en los casos referentes a expropiaciones, pue 

tra constitucional que rige para estos dos casos 

El señor Licenciado Gabino Fraga, en sgt obra ci 

paginas 44o y siguientes, expone: En México, el re 

concesiones se emplea respecto de los siguientes 

'lo.- Para otorgar a los particulares facultades a ue 

desarrollen una actividad consistente en el funcionamiento 

de un servicio público. Teoricamente al Estado corresponde 

aran 

ama, 

08 

satisfacer las necesidades de carácter general que se cons

deran inherentes a las atribuciones del Poder Público. Sin - 

embargo, el cúmulo de solicitaciones que pesan sobre la Ad—

ministración y la complejidad de las organizaciones burocrá-

ticas, además de la rndole especial de ciertos servicios, *I* 

raga. 

exigen que algunos se presten no a -virtud de una gestión di-

recta, sino indirectamente, encomendándolos a los particula—

res de acuerdo con un régimen que permita a la Administración 

salvaguardar los intereses públicos....2o.-4Jn segundo caso 

en el que se emplea el régimen de la concesión, es el que se 

refiere al otorgamiento de facultades a los particulares pa-

.1.1.111 

ra aprovechar bienes de propiedad pública. Como indicamos ---, 

en su oportunidad, dentro del patrimonio público hay ciertos 
• 
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"0 
del interés gene--

en consecuencia, - 

be ser regulada por razones de ese interés y debido a ella 

se mplea el sistema de la concesión administrativa. 

j'emplo, podemos mencionar todo lo que se refiere al aprove—

chamiento de las riquezas naturales que el artículo 27 cons-- 

. titucional define como de propiedad nacional: substancias del 

subsuelo y aguas". Las concesiones de servicio público, asr - 

como las de aprovechamiento de bienes de propiedad pública, - 

tienen múltiples aspectos de similitud: a), a otorgarlas él 

Estado lo hace con fines de interés 

regulan el sistema de ambas conces 

tivamente, que son de utilidad pub 

hacer uso de su soberanía, aves de expropiaciones, para - 
, 

que los particulares no estor en su instalación; d) en ambos 

casos, el Estado pued n necesidad de otorgar concesiones, 

satisfacer por pr os fines para los cue estan instituidas,--

en materia de petr eol as lo establece expresamente el ar--

trculo gl Reglamento. En las concesiones para el esta---

blecimiento e servicios públicos, el elemento "riqueza", es-

Como --

ta 

b) las leyes que 

nes, establecen, respec--

a; c) el Estado puede 

turdo por el trabajo desarrollado y el capital inver 

tido; traténdose de concesiones para la explotación de la ri-

za pública, el trabajo desarrollado y el capital invertido, 
, 

no generan la riqueza, esta era anterior a la concesión, y an-

'terior -también a todo esfuerzo humano,, es producto de la natu-

raleza. Ahora bien, si ya se demostró anteriormente que la - 

Suprema Corte de Justicia de la Unión Americana, no estima co-

mo valor a la concesión otorgada, a no ser por los gastos le--

grtimamente-otorgados para obtenerla del Estado, porque no se 

toma en consideración para derivar de dicha concesión un lu--

cro al fijarse las tarifas en el funcionamiento de concesiones 
, 

de servicio público; si ya los tratadistas que se han mencio--

nado, estiman que un capital que no tiene ese carécter para --

los efectos de producir una utilidad legrtima, no puede tener 



ese caracter para los efectos de indemnizar al dueho de la 

concesión tratándose de una expropiación por utilidad públi 

ca; y Si por último, ya. 'se estableció la similitud existen'''‘4 

te entre una concesión para explotar un servicio público 

una concesión para explotar una riqueza pública, debe con--

cluirse que no causa agravio a -las Camadas quejosas el --

acto reclamado de lele-aUtoridades responsables, que se hace 
a 

consistir, en la falta de indemnización, porque se les impo 

sibilite, a través de la expropiación, para seguir extrayen 

do petróleo, pues se repite, el pago del capital invertido 

legitimamente para poner en estado de producción los POZOS 

Petroleros, as( como del invertido en los bienes muebles e 

inmuebles de dichas industrias, satisface cumplidamente el 

requisito establecido en la fracción II 'del articulo 27 --

constitucional, que predeptúa que ninguna expropiación po--

drá llevarse a cabo sino por causa de utilidad públ e 

d'ante indemnización. 

TRIGESIMOPRIMERO:. En el capitulo quinto, b 

aro "La Ejecución del Acuerdo; Expropiatorio se 1' 

con violación del mismo Acuerdo y de la Ley de E 

como pre$mbulo Se afirma por iaa Compahlas quejosas 

primera hora del jbado diecinueve de marzo de 1938, fun--

cionarios de las Secretarias de Hacienda y Crédito Público 

y de la. Econom/a Nacionalsocuparon Sin previa notifica ---

ción y sin orden escrita de la Secretaria mencionada en se 

gundo lugar,- - los bienes de dichas Compahias, asi como --

el dinero en efectivo que se encontraba en -las cajas; 11 - 

bros de contabilidad; correspondencia; archivos; compro --

bantes de caja y documentación en general, sin intervención 

de representante alguno de las Compahias expropiadas; que-

en el caso especial de la Compahla mexicana de Petróleo --

"El Aaulla" S.A., la Secretaria de la Economía y sus .11¿:en-,

tes se posesionaron del Edificio, cue no es propiedad de e 

ea sociedad sino de terceros extraffos, en el que la Compa. 
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69. J9/ ?da rae/mimarla tenía establecidas sus" Oficinas, exigiéndose la 

apertura de cajasen las que se encontraban los libros de con 

tabilidad y los documentos; que ademes la Secretarra de la-

onom/a Nacional y sus ‘entes, han estado cobrando las fac 
turas insolutas expedidas por sus representadas con anterio-- • 
ridad al Acuerdo $xproplatorio, y asrmismo se han facturado--

, 

y cobrado aquellas mercancfas que ya hablan sido entregadas --
á los compradores antes del referido Decreto Exproplatorio.--
Como conceptos de violación relativos a est a /tulo, en sfn - tesis, se aducen los siguientes: que con arr lo a los art/cu 
los 4, 7 y 8 de la Ley de Expropiación a ocupación de las--
propiedades debe hacerla la autor ad administrativa que co - , 

rresDonda, despuls de hecha la de xatoria, que se publique_ 
en el Diario Oficial y que notifique a los propietarios a-
fectadoslincumblendo esa d aratoria segtín el Decreto Expro-
platorio al Secretar la Economra Naolonal,poraue se de—

jó a su juicio alar los bienes;que la expropiaci6n se a --
cordó regida por la finalidad del 'descubrimiento, captación,-

conducci macenamiento, refinación y distribución d- los-
proffictoa de la industria petrolera, no pudiendo aceptarse 

, 

que ro de lo expropiado quedaran comprendidos los libros-

15 

-e contabilidad, escrituras constitutivas, estatutos, poderes, 
ontratos pon terceros, t/tulos,y, en general, todo el archi-, 

vo; que como toda expropiación es una venta impuesta por el - 
Poder PlIblico, y la indemnización hace veces de pago del pre—
cio de la cosa expropiada, la obligación de 

•II•B~O. 

pago se traduce - 
en la entrega de moneda o de signos equivalentes, y como el é 
fectivo existente en las cajas de las Oompaffras ere moneda, . 
disponer de ella era lo mismo que colliprar moneda,para pagar - 
en moneda en un 7Dlazo no mayor de diez ailos,lo que equivale a 
un mutuol con arreglo a lo dispuesto por el artrculo 23154 del-
Código Civil, y como el Decreto Expropiatorio solamente trata 
de expropiar y no,impone un pr4stamo, claro era que esos ac 



tos desobedecían al mencionado Decreto; que al ocuparse y u - 

caree los libros de contabilidad: correspondencia y archivo 

las CompañiaS, se infringió el artículo 32 del Código de Co - 

mercio, que prohibe la comunicación y entrega general de li—

bros, cartas, cuentas y documentos de los comerciantes, salvo 

los casos de sucelión universal, liquidación de lssCompafliap 

dirección o gesttón comercial por cuenta de otro, o de quie--

bra; que el Decreto o Acuerdo Expropiatorio no podía autori 

zar que se cobrasen los créditos 011as quejosas tuviesen a . 

su favor en contra' de terceros, amparados por facturas hechsas 

o por hacer, cheques, giros o depósitos en los Bancos, y que. - 

la Secretaría de gacienda y Crédito PlIblico ha reconocido ese 

error0 -porque por conducto de la Tesorería General de la Na—

ción recurrió por medios distintos a la, ocupación de los bie-

nes, esto es, secuestrándolos, en ejercicio de la f 
elc)Á 

conómico-coactiva,para hacer efectivos los crédit 

tra de Bancoslinstituciones de Crédito o particu 

violaren los artículos 14-0 16 y 27 Constitucioná-

se tome posesidn del petróleo y sus derivados exis 
n "le Ano 7

las refinerías y campos de almacenamiento; que asimismo as 

autoridades que ejecutaron el Acuerdo Exproplatorio se exce--

dieron ensue facultades,desobedeciéndololapoderándOse de la 

correspondencia dirigida a. las Compañias; y, por último, que-

se han seguido usando los talonarios y esqueletos de facturas 

con el nombre comercial de las Compañías quejosas, subscribién 

dolas con la antefirma de das mismas Compaftiaslpor personas--

ajenas a ellas. 

Por razón de método, se alterare el ordefilde los condep—

tos de violación que se hacen valer en este 411timo capítulo,-

en cuanto a su estudio. Por lo que respecta al concepto de -- 14. 

violación que se hace consistir en que se t'amó posesión de -- /)-

bienes que no son propiedad de las Compañías :_uejosas, sino --

que pertenecen a terceras personas„en este perticular debe so 
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breseerse en erjuicio,en atención a que esos actos 

cución del Decreto Expropiatorio, en manera algun e -cau _ 

gar perjuicio,.. a las Compantas quejosas, pues no afecta sus-

intereses jurdicoss y por lo tanto, con apoyo en las fraccio 

es VI y III da los artículos 73 y 74, respectivamentelde la 

Ley Reglamentaria de los artcillos 103 y 107 Constitucionalep 

y aplicando la jurisprudencia sustentada al efecto por esta. 

Suprema Corte de Justicia, y que aparece en el Apéndice al . 

Tomo XXXVI, del Semanario Judicial de la Federación, número. 

561,Plgina 1040 que dice: "El perjuicio que al quejoso cau 

sa e?. 'acto reclamado, es elemento bésico pa la procedencia 

de la acción constitucional; de suer que si no esté justi-

ficado dicho perjuicio el amparo' es improcedentes"; debe so--

breseerse en el juicio, como se o antes, ya que, en todo. 

caso, los titulares de los 'Lenes expropiados indebidamente, 

4 :111‘por exceso de ejecución, ti en a su dísosición la acción 
correspondiente par -lamarlose 

En lo refe ente al concepto de violación que se hace 4•11,.111 

consistir en que e tomó posesión y se abrió la corresponden 

cia diri lee Companraeles pertinente sobreseer en el . 

juicio, pu sto que las autoridades responsables negaron ese-

el cual, lejos de haberse acreditado por las quejo --

ses, la negativa quedó corroborada con la constancia existen , 
Je en el testimonio de la escritura de interpelación hecha. 

lb 

1 
por la Compara de Petróleo "El Aguila",S.A.,la "Huasteca . 

. . 

Petroleum Company", la "California Standard Oil 'Company de--

México", la Il lehmond Petroleum Company de 4éxico, S.A." y - 
la "Sinclair Pierce Oil Company de MéxicolS.A.0,a1 Direc , , 
tor General de Correos y Telégrafos, senor Alfonso Gómez Mo-
rerrdnoquien manifestó que efectivamente la correspondencia-
dirigida a las Compahl'as a que se referta la interpelación,. 

no habia sido entregada a las mismas en virtud de que varias , 

, personas reclamaban la entrega de la misma correspondencia,-

agregando que el procedimiento seguido por esa Dlrección de-

••••••••• 



Corr4os, estaba fundado en,e1 artículo 593, de la Ley Gene — 
ral de V¡as de C9municación que manda que en' ceso de que a . 

la vez • ocurran dos o más personas _a una Oficina de Correos, 

alegando tener derecho a la entrega-da una misma correspon--

dencia se •suspenders dicha entrega, hasta que se decida la — 

controversia por la autoridad competente; y que para justifi 

car que el caso de que se trata estaba comprendido en di 

cho precepto legal, manifestaba el interpelado que reclamaban 
( 

la correspondencia de las Comparas Petroleras que fueron 

exrropiadas, el Consejo Administrativo del. Petróleo, el Sin. 

dicto de Trabajadores Petroleros de la República. Mexicana 

y las Secretarraa de Hacienda y de la iconomra Nacional 

aúnque estas dos últimas no con todas las formalidades de rl 

rgor„ y por tal motivo, no pqdía acceder a la solicitud que --

ve formulaban en ese acto las Comparas para la entrega de — 

la correspondanciaa esnerando que se dirigieran a 1 1,51t9tryi a 
aavkki dades judiciales, y que 

1, 13 

anterior que es inexadto_el concepto de violacio 
aduce, pues como se dijo antes no existe el tacto de 

cien que se atribuye; y, consiguientemente, don apoyo 

,.:.> en aquella fecha no ten ,p911 

iY f."4 to de que la correspondencia dirigida e las CompkIreía ,, . _ , _ 
sido entreada a terceras personas; desprendistbdil , 

a9

emihmar~11. 

en le,. 

jurisprudencia que anarece PD la r•Igina 199, bajo el número. 

'95, y en las páalnas 1376 y 1377, bajo el n4mero 7390 del --
Arándipg Al ,Tomó XXXVI, del Semanario Judicial de la Federe—

cien, por no haberse comprobado la existencia del acto re — 

clamado, ni las violaciones da garantfas que se alegan, debe 

sobreseerse en el juicio4

En lo relativo al otro concepto de violación que se 

hace consistir en que al tomarse posesión de los Dienes ex--, 

proplados, se continuaron usando los talonarios de las refe—

ridas Compahíesl es pertinente sobreseer en el juicio, por --

falta de materia,en vista de la.negativa rotunda de lee au — 
toridades que tomaron'posesión de dichos bienes,la cual no --

4.11, 
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es4A contradicha en autosIteniendo anhjbac1n1e ju' 

la observada invariablemente por esta Suprema Corte d us-

ticial y la cual se citó anteriormente. 

Ya en considerando anterior,relativo al estudio de un-

eran necesarios para satisfacer la utilidn 

proplación; y también en el cuerpo de esta 

ncepto da violación esgrimido en otro Capítulo, quedó pun 

tualizado, que la declaratoria de expropiación y la determi—

nación da los bienes materia de la misma;fué hecha por el 7je 

cutivo Fedarallsiendo legal la autorización concedida al Se-, c
cretarlo de la Economía Nacional para sefialer los bienes que 

pública de la ex 

solución quad&. 
demostrado que 'constitucionalmente ,1 Compalas quejosas 
no tienen derecho.. para tener ingerencia previa a la declara-
ción del Ejecutivo Federal, ni 

en 

as diligencias de ejecu--
ciÓn que siguieron a la'dec-k-r:-toria respectiva,tanto.mls, 
cuanto que, dada la imporjt:a y antecedentes del caso a es 

tudiaera imprescin una ocupación indedieta de los bie-

nes; encontrándo e comprendido el caso en lo dispuesto por el 

41> ar'dculo 80.de 1 Ley de Expropiaciln da 23 de noviembre de-

1936.Por demás,la declaratoria de expropiación como cons-

ta de autos, fu é notificada 

da 1l Diaria Oficial, dentro de las 

a las Empresad afectadaslpublica 

24 horas siguientes a-

5 
sú promulgación; y si no acudieron por d lo por medio de sus 

epreSentantes debidamente acraditadosla la formación de los 
, 

inventarlos respectivos, este punto a ellas incumbe. 
En lo tocante al concepto de violación que se hace con 

sistir en el ileal apoderamiento de libros, documentos y ar 
chivos de 1Ps Empresas expropiadas,eá llegado el caso de con 
ceder el ampara-pues si bien es verdad que al informar las-( 

autoridades.expresaron. que el objeto que las había gula--
do para obrar en esa forma había sido queena indispensable__ 
obtener los datos necesarios para.realizarlen su Integridado 
loe propósitos de la eXpropiaciÓn, y que la retención de esos 

libos,documentos y archivos sólo sera por determinado tiem 



po; tamb14n es verdad que el Decreto Expropiatorio no compren---

d16 a los referidos libros, documentos y archivos, los cuales ---

deberin ser devu ltos a las Compa as en su oportunidad, ;Me se —

vulneró el articulo 16 Constitucional, que establece que nadie --
, 

puede ser molestado en sus papeles o posesionesleino en virtud

mandamiento escrito de la autoridad competente,que funde y motive 

la bausa legal del procedimiento* 

En lo relativo al concepto de violación que se hace consistir 

en que indebidamente se tomó el dinero efectivo que existía en las 

cajas de las CompaZfas, así como los Valores, cabe declarar que es 

fundado, siendo llegado el ceso de otorgar la protección federal — 

por este otro conceptoppues las autoridades ,responsables en sus --

informes manifiestan que est4n conformes en que el dinero efectivo 

y los valores no deben quedar comprendidos en la expropiaciónIde 

lo que se deduce que es cierto que procedieron de, esa manera, lo — 

que este acreditado en autos, por medio de algunas pruebas que ---

presentaron las Comnarifas quejosas; y como 

Exproplatorio no comprendió a ese dinero y 

el Decreto o A rdo 

valores, como Cán. 
04,

I .

dijo anteriormente, procede conceder la'protección federal' ".ra — 

el efecto de que,se devuelvan ese dinero,y valores, pre 
.29 

probación respectiva de la toma de ,posesión de ellos en 

a su monto, pues tal procedimiento de eAecución entraña la vio --

lación del artículo 16 Constitucional, ya que ni el Decreto E 

proplatorio,lo indica, ni hUbiera sidd constitucional en ca 

so de haberlo ordenado, pues si la expropiación substituye al ---

bien expropiado por la indemn,ización correspondiente, no es  

jur/dico,estimer que une cantidad de dinero que se recibe en 

efectivo sea parado a plazos por medio de la indemnización., El 

acto de ejecución relativo a la toma de posesión del petróleo 

y sus derivados, no debe estimarse inconstitucional, por las 

condideraclones sluientes: si el Decreto de Expropiación tuvo 

al•leidr• mor, 

•••• 

••••••••~P 

entre otros fundamentos jurídicos el que consigna el artículo ---

lo„fracción V, de la Ley de Expropiación, en el que se estimó ¿ -

que con la paralización de la industria petrolera, en sus diver 

cos aspectos, nO se hubiera podidn proveer el abastecimiento «I•1Ih 01•1.41•• 
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u 
e-rivados,disposición que,por lo demgs, ya. fué.. añal 

constitucional„no hubiera sido posible realizar /ntegrá 

ente lag finalidades que se persiguieron a través del menclo 
nado Decreto, si el Ejecutivo Federal para evitar que se para 
zara la industria motorizada del Pa/s y todas sus conexas,. 

como transporte de personas, tr...veres a los centros da pobla 

ción,etc.lhubiera tenido necesidad de esperar a que se inicia 
ra la extracción del petróleo, se Siguiera el proceso de refi 
nación y la elaboración de todos los derivados, pues los da 
Zos que se hubieran causado por la situacio eadalhubleran. 

sido dé incalculables perjuicios para 4a economfa del Pafs.Si 
los obreros al servicio de las Empresas abfan roto sus con - 
tratos de trabajo, en ejercicio 

do por el art/culo 1231frac (4. 

talsen atención a que las ,•ahlas 

a dar debido cumplim 

ón XXI 

timo del derecho consagra 

de nuestra Ley fundamen--

expropiadas se reusaron.. 

al laudo pronunciado por el Grupo núm. 

7,de la Junta F ral de Conciliación y Arbitrajellaudo cuya-- 

4 5 .constituc'ionalida. fu4 aceptada or esta Suprema Corte,y si to 
dos los los inherentes al suministro de gasolina y sus - 
der.' ados quedaban sin realizarsella utilidad pública que movió

, 

a 14Sluoridad. designada como ejecutora del Decreto Expropiato 

II:1 o es manifiestav ylpor lb mismo,dicha autoridad no se excedí
en la ejecución del multicitado Decreto,por lo que,Por este ca 

, 

pftuloldebe negarse a las quejosas el amparo,ya que no se vio. 

_ 

laron las garantfat que otorga el artroulo 16 Constitucional,
puesto que en este paticular la-Autoridad ejecutora se ciff4--
a los términos del 'Decreto Expropiatorlo. 

En lo relativo al concepto de 'violación que se hace - 
consistir en que al.ejecutarse el Apuerdo Expropiatorio, se to 
me' posesión de algunos documentos, cono son, facturas, cheqaes, , 

giros, hacléndose efectivos esos créditós con posterioridad a-

la fecha de la exprópiaticin,es pertinente declarar que procede-



la concesión del amparo, pues esos créditos no pudieron quedar 

comprendidos dentro de los efectos del Decreto ExpropietoriaAr 

( 4 violándose,por lo mismo, la garantía individual del artículo 16 

Constitucional; siendo los efectos de la concesión del ampar4-

el que el importe cobrado se devuelva a les Compelías. 

Por lo expuesto; y con fundamento en los artículos 103 

fracción I y 107 fracciones I y IX de la Constitución General-

de la República:90,91 y demás relativos de la Ley de Amparase-
( 

resuelve: • N 

PRIMERO:- Es de modificarse y se modifica la resolucion 
• 

k 

pronunciada por el-Juez Segundo de Distritol en Materia Adminis-

trative,del Distrito Federalp el 17 de marzo del corriente ano. 

SÉGUNDO:-Es de sobreseerse y se sobresee en el presen 

te juicio,por lo que respecta a. algunos de los actos ce ejecu-

ción del Decreto Exproplatoio de lade marzo de 193t sis--

tentes en haberse posesionado de la correspondenci 

tomado posesión de bienes de terceros;y usarse de íos/ 

nos de las Compañías quejosas. 

TERCERO:- La Justicia de la Unión ampara y n até 

las Compelías quejosas en lo relativo a algunos de loa act9:11 .

de ejecución,que se hicieron consi7tir en la toma dNosegión-

de los libros de contabilidadparchivoso cuentas y documentos,y.. 

en el cobro de algunos créditosnendienteslcuyo cobro se verifi 

co con posterioridad a. la fecha del Decreto Expropiatorio;en la 
› toma ds posesion de dinero en efectivo existente en las caja, 

así como valores* 

CUARTO:-La Justicie de la Unión no ampara ni protege 

a las CompaA/as "Iexicana de Petróleo "El Agullate,S.4,Naviera-

°San Cristóbal%S.A.,Naviera "San Ricardo°7S.A.1°Huasteca Pe.. 

troleum Company°1"Californla Stendar 011 Company of México°, . 

°Rtchmond Petróleum Company of México",S.A.,Compaffía de Gas--
, 

y Combustible °Ifflperion I S.A.10ompalía Petrolera del HAgwi",S.A.' 

"Consolidated 011 Companieá Of México°,“Penn Mex Fuel Company", 
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itrés Ce noviem-

referida ley de 

residente de la Re - 
pública y Secretarios de Estado del Despacho de Hacienda y 
Crédito Público y de la Econom/a ncional: la aplicación que 

73 
la "Sinclair Pierce 011 Company",S.A.,la "Mexican Sínclair 
Petroleum Corporation",y la "Stanford y Compaha N ,Suceso 
res;contra actos del H.Congreso de la Unión y los CO.Presi 
dente de la República y Secretarios de Estado y del Despa-
cho de Hacienda y Crédito Público o de la Econom/a Nacional -
y de Gobernación,consistentes en: Al),-Del H.Congreso de la-
Unión la(aprobación y expedición de la Ley de Expropiación-
vigente de 23 de noviembre de /936.-B).-De los CC.Presiden-
te de la República 'y Secretario de Estado y del Despacho de 
Gobernación,la promulgación, con fecha vei 

bre de mil novecientos trenta y seis, 'de 1 

Expropiación vígente.-0.-Del propio 

en perjuicio de las quej 

ción de 23 de noviembre de 

Tilio en el Decreto 13,

..an hecho de la Ley de Expropia 

936; con metiVo del acuerdo corle 

nciado por la primera de dichasauto-
ridades el lg marzo de 19381 refrendada por las otras dos

autoridades: Dec_ to que según asientan las qüejosas se pre-
tende fu 

y 

en la aludida Ley de ExProplación y en el parra 
fo segundo de la fracción VI del articulo 27 Constitucional, 

cuál: a),-Se decretó la exprópiación por causas de - , 
utilidad pública, y a favor de la Nación, de la maquinaria,-

lb 
astalaciones, edificios, oleoductos, refinerlas, tanques de 

almacenamientolvlas de comunicacijnocarros-tanques, estacio-
nes de distribución,embarcaciones y todos los dem/Is bienes - , 
muebles e inmuebles propiedad de las quejosas, en cuanto fue 
ran necearlos a luicio de la Secretar/a de la Economla Nado 
nal, para el descubrimIdIntwaptación, conducción, almacena--
miento, refinación y distribuciA de los productos de la in-
dustria petrolera. b),-Se ordeno' que la Seéretarra de 

• 

la Eco 
noma Nacional, con intervención de la de Hacienda, como Ad-
ministradora de los bienes de la Nacion, procediera a la in-

, 

mediata ocupación de los bienes materia de la expropiación--, y tramitara el expediente respectivo; y, por último c).-Se - 



dispuso que la Secretarla de Hacienda y Crédito Público debe-

-a indemnizacion correspondiente a la e Compaidas ex-
. 

Propiadas en efectivo, .yen un plazo que no exceder; de diez-

ahos;, en el concepto de que los fondos para hacer ese pago ha 

bra • de tomarlos la propia Secretarla de Hacienda del tanto 

por ciento que se determinar; posteriormente, de la producción 

del petróleo y, sus derivados que provengan de los bienes expro 

. Plades y cuyo producto ser depositado, mientr;s se siguen los 

tram• ites legales, en la Tesorerta de la Federación. D).— De --

los , C. Presidente de la. República'y Secretarios de Estado y - 

,del .iespacho de Hacienda y Crédito público y de la Economta 

Nacional, la resolución dictada el 18 de octubre de 1938, que-

se hizo saber a todas las gompahtas qUejosas, por medio de la-

cual se declaró que no era de revocarse la declaración de ex—

propiación contenida en el Decreto de 18 de marzo de 191!1. E).-

Del C. Secretario de Estado y del Despacho de la Economh Na--

eional, especialmente los actos y procedimientos Ile 

bo en ejecución del Decreto Exproplaorio; con e 

los especificados en el punto tercero resolutiv o, 

F).- De todas las autoridades aludidas, los efe 

cuenclas que se derivan de los actos relacionado 

te, 

QUINTO.- Notidquese; publIquese; con testimonio de esta-

resolución, vuelvan los autos al Juzgado de su origen; y, en - 

su oportunidad, arehtvese el presente toca, 

Ast, por unanimidad de cuatro votos, lo resolvió la Se --

gunda Sala de la Suprema Corte'de Justicia de la Nación, y por 

mayorta de tres votos en lo relativo al punto cuarto resoluti-

volpues el C.Ministro Truchuelo concedió el amparo a las Compa 

Zas quejosas;en lo qt,le, atane a la expropiación de bienes mue-

bleslmanifestando que formularte, su voto particular en ese pun 

to,as como con relación a lgunas de las consideraciones )1e-
/-

informan el proyecto,exponiendo ad:em4s las que a. su juicio de-

ban fundamentarlo principalmente. El C.Ministro Gómez Campos'-, 

no intervino en este negocio, por haberse calificado de le --
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el impedimento que sometió a la consideración de la—

ala0 irman el Presidente y Ministros cue intervinieron, 

el Secretario de la Sala que autoriza. 

EL PRESIDENTE: 

OSE M.TRUCHUELO. 

BEMAMAR EBr 

F' 

EL SECRETARIO: 

ALBERTO MAGAZ,A PE 

28 JUL1961 
• fee/i 

á al 

e--

7fcc-c 5-1

sta do la misma 
at -j.or los intere-

lico Federal 






